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Sistemas de Mercado

Presentación

Ricardo Zepeda

Para comprender que el hambre y la desnutrición son dos situaciones superables, debemos 
partir que hoy día el mundo produce suficientes alimentos para alimentar incluso al doble 
de la población humana. Esto lleva a plantear un punto básico: existen impedimentos que 

obstaculizan el acceso de las personas a los alimentos, los cuales es necesario superar. Si bien las 
recientes situaciones del Cambio Climático han impactado en las posibilidades productivas de las 
naciones, las recientes crisis alimentarias en diversas regiones del mundo tienen como principal 
origen el incremento del precio de los alimentos, lo que ha imposibilitado que los escasos ingre-
sos de las poblaciones trabajadoras de los países empobrecidos logren alcanzar el desmedido 
incremento de los precios de los alimentos fundamentales para las poblaciones. Esta situación ha 
significado fuertes rezagos para millones de personas; una cuarta parte de la actual población en 
situación de hambre surge a raíz de la crisis del año 2007, mientras que en 2011 se observa una 
réplica de los eventos que desencadenaron en la misma.

Si bien el cumplimiento del Objetivo de Desarrollo del Milenio No. 1 prácticamente se ha descar-
tado a nivel mundial, en algunos países se consideran avances al reducirse el índice de la pobreza 
en un 15% (la meta era reducirla a 23%). Sin embargo en los países más empobrecidos el in-
cremento de población bajo la línea de pobreza, determina la consolidación de las inequidades. 
El Objetivo de Desarrollo del Milenio No. 1 trata de erradicar la Pobreza Extrema y el Hambre, 
se plantea dos metas: la Meta 1 aborda reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, el porcentaje de 
personas cuyos ingresos sean inferiores a un dólar americano diario (US$1.25 en la actualidad). 
La Meta 2 trata de reducir a la mitad la cantidad de personas en situación de hambre. Es am-
pliamente reconocido que el factor que nivela los indicadores globales de la Meta 1 es el avance 
de China Popular e India, que habría avanzado en reducir en unos 455 millones de personas la 
población en situación de pobreza entre 1990 y 2005. Se espera que en China en 2015, la tasa 
de pobreza extrema sea inferior al 5%, lo que lleva a considerar que las poblaciones en situación 
de hambre se están reacomodando geográficamente, con un incremento desmedido en aquellas 
naciones más empobrecidas.1

1	 Fuente: Objetivos de Desarrollo del Milenio. Informe 2011. Naciones Unidas.
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Presentación

El impacto de estas crisis es más fuerte en países que han venido consolidando una situación de 
Dependencia Alimentaria frente a un sistema que cierra las posibilidades para superarla. La im-
posición de políticas neoliberales por parte de los poderes económicos nacionales, ahora en con-
nivencia con las grandes corporaciones agrocomerciales, ha llevado a la retirada del Estado para 
cumplir con sus obligaciones en materia de derechos humanos, para darle espacio a la entrada 
de estas corporaciones globales. En el caso de Guatemala un primer paso fue el desbaratamiento 
de las instituciones diseñadas para atender las cuestiones agrarias y alimentarias, especialmente 
alrededor del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación, MAGA. Un segundo paso fue 
el proceso de Apertura Comercial, que mediante la imposición del Tratado de Libre Comercio 
entre Estados Unidos, Centro América y República Dominicana, DR-CAFTA. 

La abrupta importación de alimentos vino a afectar las posibilidades de los mercados nacionales, 
afectando la producción nacional, lo que se ha traducido en el abandono forzado de las acti-
vidades agrícolas por parte de los pequeños productores, en tanto que no tienen la capacidad 
de competir frente a los mercados monopólicos. Frente a esta situación y ante las demandas y 
presiones sociales, tanto nacionales como internacionales por atender la problemática alimen-
taria nacional, el Estado de Guatemala se reconfigura, cambia y se reordena, aunque aún no 
en el sentido adecuado, ni lo suficiente para dar una respuesta de carácter integral que lleve a 
acciones efectivas y contundentes. Es importante poner atención al hecho de que se proponen 
acciones aisladas, sin recursos, excesivamente focalizadas y que aparecen especialmente como 
una respuesta ante situaciones caóticas en ciertas regiones del país. 

La apertura comercial desmedida y el apoyo a medianos productores para actividades de agroex-
portación, por una parte, y entrega de apoyos alimentarios y monetarios a población en extrema 
pobreza, por la otra, se asumen como la más reciente versión del neoliberalismo, que reconoce 
como un riesgo a la gobernabilidad la ampliación de la pobreza y la desigualdad social. En el 
caso de Guatemala podemos observar cómo los más recientes gobiernos encaminan sus esfuer-
zos iniciales en consolidar el proceso de apertura comercial. Mientras que en una segunda fase 
implementan las Transferencias Monetarias Condicionadas, algo que los candidatos del presente 
evento electoral anuncian mantener.

Por un parte, promueven la agricultura comercial de medianos y grandes productores, mientras 
que por otra, debilitan las políticas de apoyo a pequeños productores a los cuales, de ahora en 
adelante se les identifica como beneficiarios de programas asistencialistas. En complemento se 
invoca a la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) y a la caridad pública, como una alternativa 
ante la condición de mantener un Estado debilitado en lo social y violento ante las expresiones de 
descontento social. Estas políticas no logran impactar el indicador más generalizado para medir 
avances y rezagos: el número de personas hambrientas; no consiguen cambios sensibles porque 
no fueron diseñadas para ese fin. De no ser tan aisladas, este tipo de acciones podrían ser parte 
fundamental de una Estrategia integral de lucha contra el hambre; solamente tendrían sentido 
en el marco de otro tipo de políticas más integrales, tal es el caso de la Política de Desarrollo Rural 
Integral que desde hace más de un año espera en el Congreso de la República su turno por ser 
aprobado, sin mucho apoyo por parte de los más fuertes partidos políticos.
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En la medida que no se incluyan acciones que generen capacidades en la población destinataria 
se corren varios riesgos que en todo caso afectan a los posibles “beneficiarios”: que se estanque 
el abordaje de acciones más urgentes para situaciones de emergencia; que se comprometan los 
procesos a las posibilidades de obtener apoyos externos; que los apoyos sean aprovechados por 
personas o grupos interesados en generar clientelismo. Sin embargo el riesgo más lamentable 
sería el de que se acallen las voces de protesta social por recuperar el derecho a alimentarse 
dignamente y por sus propios medios; así como controlar políticamente a las mayorías que se 
disputan entre ellas las mínimas ayudas. Mientras no se desarrollen políticas de carácter integral 
así como el derecho para que la población ejerza poder de decisión, el país pierde su Soberanía 
Alimentaria. 

Es así como la Dependencia Alimentaria en la que se encuentra Guatemala ha abierto la puerta 
a intereses comerciales cuyo interés es aprovechar los recursos nacionales a su favor, entre ellos 
la tierra y el agua. La captura de los Estados para abrir ventanas a estos intereses foráneos, tanto 
de forma jurídico-legal como mediante acciones de hecho, se constituye en una nueva modali-
dad que garantiza el avance de los agronegocios: empresas extractivas, megaproyectos y nuevos 
mega-monocultivos para agrocombustibles, vulnerando la Soberanía Alimentaria de los pueblos.

La realización del Derecho a la Alimentación es posible en tanto se mantenga el equilibrio entre 
las condiciones naturales y sociopolíticas de cada país. En la medida que exista voluntad por 
superar los problemas que condicionan una situación de vulnerabilidad esto se traduce en posi-
bilidades para desarrollar capacidades, mediante la institucionalización de las acciones estatales. 
Una situación de desequilibrio implicará que un sector de la población se vea obligado a “so-
portar” la pesada carga de mantener un sistema desigual, algo recurrente en la mayoría de los 
países. En términos generales los Estados tienen obligación de desarrollar acciones de carácter 
integral, no solamente ante situaciones de riesgo o como prevención a la vulnerabilidad, lo que 
implica además abordar problemáticas económicas y comerciales que tienen un impacto en las 
posibilidades de consumo de toda una población. Estas acciones no son elegibles para los Es-
tados que han ratificado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
PIDESC; son obligaciones ante cuyo incumplimiento o evasión se derivan implicaciones judiciales.

Sin embargo en muchos casos a pesar que las condiciones naturales de los países son favorables 
para el sostenimiento de los sistemas agroalimentarios nacionales, existen poblaciones margina-
das históricamente que tienen el riesgo de caer en una situación de hambre y desnutrición, tal 
es el caso de Guatemala. En este sentido es claro que la ruta para la realización del Derecho a la 
Alimentación de la población guatemalteca es superar estos obstáculos políticos que mantienen 
a la mayoría de la población marginada de las posibilidades del desarrollo.

Como teoría el Derecho a la Alimentación es amplio e integral, ya que nos lleva a abordar temáti-
cas que determinan las posibilidades para que una población acceda a una alimentación adecua-
da en condiciones de dignidad. Ha logrado desarrollarse superando obstáculos políticos a partir 
de las movilizaciones sociales desarrolladas a fines del siglo pasado, por un mundo indignado 
ante la muerte que han padecido millones de personas, especialmente niños. Indignación que 
ha llevado a la realización de dos cumbres mundiales que han motivado la aplicación de políticas 
específicas para la atención al hambre de los pueblos. 
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La 1ª Cumbre Mundial de la Alimentación se realizó en Roma en 1996; se considera el primer 
paso para definir compromisos políticos de 185 Estados en la búsqueda de la erradicación del 
hambre. Implicó la primera propuesta de acciones estatales para el abordaje del hambre y la des-
nutrición, sin embargo a pesar de los esfuerzos e inversión de recursos no se logró encaminar los 
pasos al cumplimiento de la gran meta trazada, disminuir a 400 millones de personas el número 
de personas en situación de hambre para el año 2015.

La 2ª Cumbre se realizó en el año 2001, denominada Cumbre Mundial sobre la Alimenta-
ción, cinco años después, momento en el que se evalúan los avances de los compromisos 
asumidos. Dos resultados se derivan de este encuentro: el compromiso de los países por apoyar 
en mayor medida la agricultura y el desarrollo rural; y el diseño de Directrices Voluntarias que 
guiarán las acciones estatales. Las Directrices Voluntarias son diseñadas por un equipo de exper-
tos y representantes gubernamentales que abordan de forma integral las condiciones que llevan 
a la realización del Derecho a la Alimentación. Se asume el carácter de Voluntario, en tanto que 
se plantea que cada Estado es responsable de asumir estas orientaciones según sus propias po-
sibilidades y situación política; aunque esto no exime a los Estados de sus obligaciones jurídicas 
ante su población. Las Directrices Voluntarias son una guía que encamina los pasos de las accio-
nes estatales, especialmente reconociendo errores del pasado que en lugar de realizar aportes 
implicaron retrocesos para los pueblos. 

Las Directrices Voluntarias para el Derecho a la Alimentación no son ideas aisladas, se enmarcan 
en las posibilidades institucionales de los países que han asumido el PIDESC. Esto además im-
plica que es factible su utilización como una guía para que la sociedad vigile su cumplimiento y 
promueva acciones incluso jurídicas para su abordaje. Esta situación ha llevado a que en todo el 
mundo se encaminen pasos para la vigilancia social del Derecho a la Alimentación, mediante la 
utilización de las Directrices Voluntarias como referencia. FIAN Internacional desarrolló una he-
rramienta metodológica que actualmente ha sido asumida por gran cantidad de organizaciones 
sociales en diversos países. Debido a la amplitud de las temáticas que se abordan y su multidisci-
plinariedad, el informe requiere de amplios apoyos y especialidades, así como la participación de 
organizaciones y especialistas que asuman el enfoque de derechos de forma integral. 

Los presentes ensayos tienen como objeto contribuir a la superación de visiones que restringen 
la Alimentación al consumo de alimentos de poblaciones en situación de vulnerabilidad; aborda-
mos la complejidad de la problemática alimentaria, asumiendo las amplias posibilidades que el 
actual marco jurídico y político permite a Guatemala superar las graves condiciones alimentarias 
en que se encuentra su población. Además de realizarse un análisis de carácter coyuntural, se 
trata de realizar un seguimiento a la política alimentaria basándonos en un enfoque de derechos 
humanos. 

Es así como el Colectivo Social por el Derecho a la Alimentación de Guatemala se ha planteado 
dar seguimiento a las acciones estatales en el abordaje del hambre, con el objeto de apoyar las 
demandas sociales por construir un efectivo Estado de Derecho, incluyente y democrático. Ac-
tualmente el Colectivo está integrado por la Coordinación de ONG y Cooperativas, CONGCOOP, 
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la Campaña Guatemala Sin Hambre, la Mesa Nacional Alimentaria, la Pastoral Social de la Dióce-
sis de San Marcos y la Red Nacional por la Soberanía Alimentaria de Guatemala, REDSAG; ade-
más expertos independientes que desde sus espacios de trabajo contribuyen a la consolidación 
de este espacio colectivo. El presente es el 6º informe alternativo que desarrollamos, el cual se 
ha constituido en una referencia regional y que ha logrado el reconocimiento de organizaciones 
sociales nacionales y regionales, así como de entidades nacionales y de organismos internacio-
nales. Esperamos que el mismo llene las necesidades y expectativas de quienes luchan por la 
construcción de la Soberanía Alimentaria nacional.





Directriz 41

Sistemas de Mercado
Síntesis elaborada por Juan Pablo Ozaeta* 

CONGCOOP

Mejorar el funcionamiento de los mercados, en especial los agrícolas y 
alimentarios, para promover el desarrollo económico no excluyente, e 
impedir las prácticas contrarias a la competencia en los mercados.

Proteger a los consumidores frente a prácticas comerciales fraudulentas, 
la información errónea y los alimentos nocivos.

Promover el establecimiento de mercados locales y regionales, además 
del comercio fronterizo para reducir la pobreza, especialmente en zonas 
rurales y urbanas pobres.

–	 Sistemas internos de comercialización
–	 Almacenamiento
–	 Transporte y Comunicación
–	 Distribución eficiente para diversificar el comercio.

Evitar la constitución de monopolios y promover mercados más partici-
pativos, para disminuir los efectos de la intervención de intermediarios

*.	 Licenciado en Ciencias de la Comunicación. IDEAR-CONGCOOP
1.	 Tomado del documento: Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y Estados Unidos (TLC-CAUSA). 

Informe a 5 años de vigencia: su impacto en el campo. Juan Pablo Ozaeta, 2011
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Sistemas de Mercado

Introducción

Cinco años han pasado de la entrada en vigencia del Tratado de Libre Comercio entre Centro 
América, República Dominicana y Estados Unidos (TLC-CAUSA). Proceso que se destaca por 

haber generado un debate de una dimensión nacional, sobre un tema en que pocas veces la 
población puede expresarse: el rumbo económico de la nación.

En las posiciones a favor y en contra hubo promesas, y hubo escenarios posibles. Desde los pro-
motores se hablaba de más oportunidades de empleo; para el agricultor posibilidades de expor-
tar, al consumidor precios más bajos –incluidos alimentos-. Desde los sectores sociales opuestos 
se preveía, entre otras cosas, el desplazamiento de la producción campesina de alimentos, y 
cambios menores en el sector de los pequeños productores, en relación con las exportaciones. 

Un lustro después de la vigencia del TLC-CAUSA, bien vale la pena recordar estos escenarios y 
evaluarlos. En principio, cabe reconocer que ha habido elementos del contexto internacional que 
no se contemplaron al considerar los impactos del Acuerdo Comercial, como la crisis económica 
mundial. También debe aclararse que el modelo económico que prevalece en el país, caracte-
rizado por la apertura con el principal socio comercial (Estados Unidos), y un crecimiento de la 
agricultura de exportación, ya venía en avance desde hace más de dos décadas. De manera que, 
al momento de hablar de impactos en la agricultura nacional campesina, y la seguridad alimen-
taria, se hablará como algo derivado del modelo agrícola de exportación y apertura comercial, 
que con el TLC-CAUSA se consolida y viabiliza aún más. 

Llama poderosamente la atención, que mientras se le ha apostado desde sectores agro expor-
tadores a la siembra de productos como caña de azúcar, café, banano (y vienen creciendo pro-
ducciones como la palma africana); la producción de granos básicos, sin embargo, mantiene sus 
niveles de crecimiento, pese a la ausencia del estímulo estatal. Los cuatro principales productos 
de exportación han aumentado en un 39% su producción en diez años. Igual cantidad de granos 
básicos aumentaron un 34% su producción en el mismo período. 

Al observar la evolución de la superficie cultivada, los crecimientos también van a un ritmo similar 
en ambos tipos de producción, incluso crece más la superficie sembrada con granos básicos. De 
ahí, la pregunta ¿Por qué si tanto se le ha apostado a la agricultura de exportación, la población 
campesina –mayoría en el sector agricultor-, no abandona la producción de granos básicos?
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Además de las grandes plantaciones, la producción no tradicional fue introducida junto al mo-
delo de liberalización comercial, y se puso en manos de pequeños productores. Una promesa del 
TLC-CAUSA sería que habría oportunidades de pequeños agricultores de exportar no tradicio-
nales, como arveja china, arveja dulce y brócoli. No obstante esto tampoco se ha convertido en 
realidad, puesto que el empleo en estos productos no ha presentado un crecimiento sostenido. 

I. Antecedentes históricos
Estados Unidos ha visto a Centroamérica y el Caribe, como una región de importancia geopolíti-
ca, además de económica y comercial. La política exterior implementada en los años sesenta de-
nominada “Alianza para el Progreso” se lanzó como estrategia política y económica para frenar 
la influencia de la revolución cubana en América Latina. 

A partir de la década del setenta, EEUU intenta estructurar la relación con esta región, con miras 
a transitar del “paternalismo” al “partnership” (socios) (Bitar/ IDES 123: 1984). Este sería el pun-
to de partida de las actuales relaciones comerciales del gobierno estadounidense con los países 
de Centroamérica. Es en 1976 cuando con la idea de ser “socios”, se empieza implementar el 
Sistema Generalizado de Preferencias (SGP). Luego vendría la Iniciativa de la Cuenca del Caribe 
(ICC), que entró en vigencia en enero de 1984, y duró hasta 2000. En este participó Centroamé-
rica y el Caribe Insular. 

El siguiente marco normativo del comercio con Estados Unidos sería regido por la Ley de Socie-
dad Comercial para la Cuenca del Caribe (CBTPA por sus siglas en inglés). Si bien en la ICC se 
otorgó acceso preferencial a cerca de una tercera parte de las exportaciones guatemaltecas, el 
CBTPA le otorgó aun mejores beneficios arancelarios y mejores cuotas a esos mismos productos 
(Revista ASIES No 2/ 2009). 

Estados Unidos abría sus fronteras al comercio de Centroamérica de manera unilateral, pero en 
el marco de la Ronda de Uruguay de negociaciones comerciales multilaterales, que daría paso a 
la creación de la Organización Mundial del Comercio (OMC), se establecían acuerdos para la en-
trada de productos agrícolas y alimenticios de Estados Unidos a Centroamérica, lo cual tiene una 
alta importancia, si se considera que la agricultura es una actividad fundamental en la economía 
de Guatemala

El tránsito de la cooperación asistencialista al mercado libre, se lanza con un contenido más pro-
fundo entre los ochentas y noventas. Para esta época, se diseñaba en Estados Unidos, un plan 
económico para América Latina, que influiría en los años siguientes, denominado el Consenso 
de Washington1. La publicidad gubernamental, previo a la aprobación del TLC-CAUSA en el Con-
greso, en 2005, utilizaba el slogan “un mundo de oportunidades para Guatemala”. La campaña 

1.	 El Consenso de Washington consiste en un listado de reformas económicas, planteadas por los organismos financieros internacionales 
y centros económicos, que luego se convertirían en un programa de desarrollo económico que los Estados Unidos “sugeriría” a los 
países de América Latina y otros países del sur global, para impulsar su crecimiento. 
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buscaba generar una opinión positiva en torno a este acuerdo que fue firmado en 2003, y que 
desde entonces había empezado a generar debates y confrontaciones entre distintos sectores. 

Para 2003, una parte del sector privado mostraba reservas al acuerdo comercial. Por un lado, no 
confiaban en la negociación del acuerdo que había sido realizada en el gobierno del Frente Re-
publicano Guatemalteco –FRG-, bajo la administración de Alfonso Portillo. Se hablaba también, 
que sectores oligopólicos y monopólicos, deseaban que el proceso de vigencia del TLC-CAUSA 
caminara lento para evitar la entrada del capital estadounidense al país. Un ejemplo de grupos 
que veían impactos negativos era el sector avícola, por la entrada del pollo estadounidense. 

Sin embargo, para la administración de Óscar Berger, cuando se aprueba el Tratado, el sector 
privado elevó su trabajo de cabildeo para lograr la aprobación, e incluso con algunas reformas 
luego de la firma del contrato comercial realizado en la administración pasada. 

II. El balance macroeconómico.

II.1 Déficit en la balanza comercial. 

En los últimos años de TLC-CAUSA, se ha venido observando el cambio que ha tenido la balanza 
comercial con Estados Unidos de América (EEUU), la cual se convirtió en deficitaria para Guate-
mala, a partir del año de vigencia del Acuerdo Comercial. 

Además de reflejarse el déficit comercial, se muestra los altibajos que ha tenido el comercio con 
los Estados Unidos, tanto en las compras como en las ventas a esa nación norteamericana. Esto 
es reflejo de la crisis económica mundial, donde EEUU perdió la capacidad de compra que tenía, 
impactando inevitablemente a Guatemala, cuyo principal socio comercial es Estados Unidos. 

  2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Importaciones 2,551 2,835 3,511 4,076 4,721 3,901 4,478

Exportaciones 3,154 3,137 3,102 3,032 3,450 3,138 3,193

Saldo 603 302 -409 -1044 -1,271 -763 -1,285

Cuadro 1 
Balanza Comercial entre Estados Unidos y Guatemala 

Consolidado Total - Valor en millones de US$

Fuente: US Census Bureau
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a) Las pérdidas fiscales

Solo revisando los productos agrícolas, donde los granos básicos hacen un volumen significativo 
de importaciones, nos damos una idea de lo que el Estado de Guatemala deja de percibir por 
razón de impuestos a la importación, con la liberalización del TLC-CAUSA. Al medir el valor de 
las importaciones de granos básicos de 2006 a 2010 con contingente TLC-CAUSA, y ponerle la 
base arancelaria que tienen fuera de este contingente, se puede determinar que en los últimos 
cinco años, se han dejado de percibir unos US$186,641 millones en ingresos fiscales. Esto en 
quetzales es cerca de Q1.5 billones. Y esto es sólo una parte de los productos que se liberalizaron 
con el TLC-CAUSA. 

Productos Pérdida Fiscal
en US$

Pérdida Fiscal
en quetzales

Maíz Amarillo 141,550,967 1,138,069,775

Maíz Blanco 9,601,213 77,193,753

Arroz Granza 30,187,543 242,707,846

Arroz Pilado 5,300,723 42,617,813

TOTAL 186,640,445 1,500,589,178

Cuadro No 2 
Pérdida Fiscal en cuatro años de TLC- CAUSA 2006 – 2010, 

por producto.  
En dólares y quetzales

Fuente: Elaboración propia con información de DACE-MINECO

b) Los subsidios agrícolas

Pese a que el tema de los subsidios a la agricultura ha sido una de las principales causas de que 
existan opositores a tratados de libre comercio como el TLC-CAUSA, en los últimos cinco años se 
ha mantenido la política estadounidense de subsidios a su producción, siendo el maíz el principal 
receptor de subsidios en Estados Unidos. De 1995 a 2010, el maíz que se produce en EEUU ha 
recibido US$77.1 billones en subsidios, lo cual es casi el 30% del total de US$261.9 billones con 
los que la agricultura estadounidense ha sido subsidiada.

Durante en los primeros 5 años de TLC-CAUSA el maíz norteamericano sigue subsidiado, pese a 
que los precios nacionales e internacionales le son favorables. En estos cinco años el maíz recibió 
US$21.6 billones en subisidios. 
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III.	 Modelo de agroexportación basado en monocultivo, impacta en 
la economía campesina

Para explicar la situación de la economía campesina en la actualidad, se debe tener en cuenta, 
que en la agricultura guatemalteca están prevaleciendo dos modelos recíprocamente funcionales 
desde el Siglo XIX. Aunque ambos se vinculan al campesinado, tienen características distintas, y 
afectan de forma diferenciada a la economía nacional, y a la población del campo. 

El modelo de agricultura de exportación se caracteriza por un uso intensivo de grandes extensio-
nes de la tierra. Utiliza la fuerza de trabajo campesina, mayormente de forma flexible y sólo unos 
cuantos meses al año, pero siempre bajo la lógica de aumentar los rendimientos, y con esto la 
productividad, sin necesariamente tener que aumentar la mano de obra. 

El modelo de producción campesina de alimentos. En este modelo hay una participación de la 
mayoría de población dedicada a la agricultura, la cual es población campesina con pequeñas 
extensiones de tierra. En estos se encuentra la población campesina de infra subsistencia, que 
posee menos de una manzana de tierra y representan el 45% de las familias dedicadas a la agri-
cultura. Y está la población campesina de subsistencia, que poseen de 1 a 10 manzanas (46% de 
los agricultores y agricultoras)2. Ambos producen granos básicos, primordialmente maíz y frijol, 
los cuales tienen como destino principal la alimentación de las mismas familias productoras. 

2. Fuente: Censo Nacional Agropecuario 2003

Gráfica No 1. 
Subsidios de EEUU a su producción de maíz. Período 1995-2010

Fuente: Environmental Working Group (EWG) / (Farm subsidy Database)
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III.1	 La producción campesina de alimentos versus la producción agroexportadora

Los productores de infrasubsistencia, y algunos de subsistencia, al no poseer suficiente tierra para 
producir un excedente comercial, sino sólo de autoconsumo, se ven en la necesidad de comple-
mentar su trabajo agrícola familiar, con el trabajo como jornalero en las fincas de agroexportación. 

En esta interacción entre el modelo de agricultura de exportación y la producción campesina de 
alimentos, se ha observado durante las últimas tres décadas una determinación desde la pobla-
ción campesina de no abandonar la siembra de granos básicos. Las características del modelo de 
exportación, que ofrece empleo temporal y muy intensivo, además de poco remunerado, les im-
pide abandonar la producción de alimentos. Esta les sirve de base para el acceso a los alimentos, 
aunque sus condiciones como productores no les permitan cubrirse todo el año. 

De tal manera que, mientras que la tendencia del empleo en la producción exportable no crece 
de la misma manera que la población campesina, el empleo en la producción de granos básicos 
tiene mayores niveles de crecimiento. 

Cifras del Ministerio de Agricultura (MAGA) señalan que entre 2006 y 2009 el empleo generado 
por los cuatro principales productos de exportación creció un 12%, mientras el empleo en los 
granos básicos creció 30% en el mismo período, siendo el maíz el principal empleador del sector 
agrícola del país, que sólo en 2009 generó 53.5 millones de jornales. El hecho que haya más 
empleo en granos básicos que en producción exportable, lleva a deducir que hay más población 
campesina que empleo en la agroexportación.

Gráfica 2 
Estimación de personas empleadas en los principales productos de agroex-
portación (café, azúcar, banano y cardamomo) versus empleo en los granos 

básicos (maíz, frijol, arroz y sorgo) del año 2006 al 2009.

Fuente: Elaboración propia con datos UPIE-MAGA
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Al observar el papel que tiene para la población campesina, la producción de granos básicos, se 
puede inferir que la producción campesina alimentaria ayuda a los grupos de capital dedicados 
a la producción de agroexportación a tener más rentabilidad. Esto porque les permite que el 
empleo en las plantaciones de productos exportables pueda ser flexible y con bajo salario para el 
campesino, y aun así sostenerse. 

El hecho que la producción campesina no sea capaz de generar ingresos económicos que per-
mitan a la familia gozar de los satisfactores sociales, favorece la existencia del mercado laboral 
flexible en las fincas de monocultivos exportables. Al mismo tiempo que se observa esta realidad, 
la actividad de las grandes plantaciones ocasiona impactos directos en la productividad y rentabi-
lidad de la producción campesina alimentaria como se verá en el siguiente enunciado. 

Entre los principales impactos que traen las plantaciones de agro exportación en la 
sostenibilidad de la producción campesina de granos básicos, tenemos las siguientes:

a) Pérdida de productividad. 

Aunque en distintas regiones del país, se han expandido los grandes monocultivos, el área de 
producción de granos básicos no se ha reducido. Por el contrario crece a un ritmo igual o mayor 
al de la producción de agro exportación, pero se ve desplazada a zonas con menos potencial de 
producción. 

En la costa sur y las tierras bajas del norte se ha podido observar como la llegada de la producción 
de caña de azúcar y palma africana, se ha instalado en zonas donde antes se producían granos 
básicos. 

El caso de la palma africana ejemplifica el desplazamiento de la producción de granos básicos. Al 
analizar el uso que se daba a la tierra en el año 2000, en la superficie establecida con palma en 
2010, se ha determinado que un 29% estaba sembrado con granos básicos.3

b) Altos costos de producción. 

La población campesina ha ido sufriendo cada vez más el alza de los costos de producción. Esta 
problemática comienza con el arrendamiento de la tierra. Situación que se vincula en distin-
tas regiones, a la presencia de la producción agroexportable. La expansión de las plantaciones 
agroexportables se ha convertido en un mal negocio para el campesino sin tierra, el pago del 
arrendamiento para poder producir. 

En las comunidades de Retalhuleu, el grupo de campesinos organizado en el Comité Nueva Lin-
da4 ha denunciado que la presencia de los empresarios azucareros provocó no sólo la sustitución 

3	 Suplemento publicado en elPeriódico 03/07/2011: TLC-CAUSA y agricultura: modelo de apertura comercial agudiza inseguridad ali-
mentaria. IDEAR-CONGCOOP; Pág. 2. 

4	 La agrupación campesina en Nueva Linda corresponde a miembros de comunidades que laboraron en la finca del mismo nombre y 
exigen justicia por la desaparición de uno de sus líderes. En 2004 fueron desalojados de esa finca en una acción violenta que dejó doce 
personas muertas. 
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de siembras de maíz, por las de azúcar, sino que además de eso, la tierra otorgada para la pro-
ducción de los granos, además de tener menos potencial productivo, se encareció. 

Según testimonio de campesinos, cinco años atrás el arrendamiento de tierra en Retalhuleu tenía 
un costo que rondaba los Q700 por manzana. En 2010 el costo llegó a Q1500 o Q1600, y para 
el 2011 los precios han llegado hasta Q1800. Dado que los dueños de la producción de azúcar 
están pagando hasta Q2000 por manzana, los arrendatarios han aprovechado para subirle el 
costo también al campesino, a pesar del poco potencial productivo de la tierra que le otorga. 

En el Sur de Petén, campesinos también han manifestado casos similares. No obstante, el alza 
del costo del arrendamiento también se ha observado en zonas con otro tipo de producción. Es 
el caso de las comunidades de Patzún, donde se observó que en cuatro años el costo subió de 
Q290 la cuerda en 2006 a Q310 en 2010. En esta zona se producen además de granos básicos, 
productos no tradicionales como arveja china y brócoli. 

Puede observarse entonces que el encarecimiento del arrendamiento de tierra, en la zonas de 
plantaciones azucareras, ha sido más grande que en otras regiones. Aunque el encarecimiento 
siempre afecta al campesino, y es sólo uno de los distintos factores que elevan los costos de 
producción. 

c) Dependencia de fertilizantes químicos.

El encarecimiento de los fertilizantes también puede señalarse como un impacto del modelo eco-
nómico neoliberal, que en los años ochenta introdujo la revolución verde, con lo que se suponía 
se iba a elevar los volúmenes de producción agrícola en América Latina.5 Sin embargo, resultó 
ser un camino a la dependencia a la compra de semillas y fertilizantes que son producidas por 
monopolios transnacionales. 

Entre 2006 y 2009, el fertilizante Triple 15 incrementó su precio en 176%; el 20-20 subió un 
160% y la urea un 136%., en línea con el aumento de los precios del petróleo6. 

d) Pérdida de la rentabilidad. 

La pérdida de los rendimientos se da porque el incremento del costo del fertilizante hace que 
muchos campesinos opten por aplicar menos de este insumo agrícola. Aunque un factor clave 
es el desplazamiento a tierras poco aptas para la producción de maíz, lo que ocasiona bajos ren-
dimientos y hasta pérdidas completas de cosechas en terrenos pendientes que sufren deslaves.

De manera que con el alza del arrendamiento de la tierra, y también en el encarecimiento de los 
agroquímicos, los campesinos producen menos. Y esto le ha restado cada vez más las posibili-

5	  El modelo de producción denominado “revolución verde”, fue introducido en América Latina entre los setenta y ochenta, y apuntaba 
a elevar los volúmenes de producción agrícola. Sin embargo, resultó ser un modelo de dependencia a la compra de semillas y fertili-
zantes que son producidas por monopolios transnacionales

6	  Información sobre precios de fertilizantes obtenidos por el MAGA
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dades de auto abastecerse de alimentos durante todo el año, lo que hace menos sostenible la 
producción campesina de alimentos. Y quienes tienen algún excedente para venta ganan menos 
por los altos costos de su producción. Resulta entonces paradójico, que un producto de alto con-
sumo en Guatemala y con precios internacionales en constante aumento, como es el maíz, sea 
poco rentable para el productor. 

En síntesis, el modelo económico de apertura comercial, fomentando las grandes plantaciones 
de exportación, ha impactado en la producción de granos porque la ha desplazado a tierras 
poco productivas, y también ha incidido en el costo del arrendamiento de la tierra. Y al ser una 
producción que no genera el número de empleo en igual cantidad que la población campesina, 
no resulta en una alternativa a la producción alimentaria. 

Por el contrario reduce los beneficios de la producción de granos básicos, pues hoy en día el 
campesino no logra autoabastecerse de alimentos, según testimonio de muchos de ellos.

IV. Apertura arancelaria impacta en población consumidora

IV.1 Pérdida de la Autosuficiencia Alimentaria. 

La difícil situación de los productores en Guatemala, por las políticas de apertura comercial y la 
falta de fomento estatal a la producción de granos básicos, han hecho que el país aumente su 
dependencia de las importaciones de granos. Datos a 2010 reflejan que la oferta de maíz na-
cional depende en un 28% de las importaciones (principalmente grano amarillo para industria, 
aunque también se importa el maíz blanco). En arroz, la oferta del país depende en un 70% de 
las importaciones. De trigo, la producción es marginal por lo que somos prácticamente depen-
dientes en un 100%. 

Año
Maíz

Amarillo
Maíz

Blanco
Frijol Arroz Sorgo Trigo

2003 521,453 9,528 43 62,636 131 423,729

2004 517,812 38,611 35 80,324 76 440,931

2005 585,177 78,207 41 90,671 466 483,823

2006 686,019 80,426 60 107,391 526 446,872

2007 641,781 58,144 6 95,508 115 489,982

2008 574,104 19,559 10 88,295 252 470,288

2009 618,841 39,093 13 82,056 200 440,800

2010 602,003 24,745 9 70,517 88 488,720

Cuadro 3 
Importaciones de granos básicos. En Toneladas Métricas (TM)

Fuente: Banco de Guatemala
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La principal importadora de granos es la industria de alimentos. Para el caso del trigo la industria 
fabricante de pastas, galletas, y harina para postres es la principal importadora. En el caso del 
maíz amarillo es la industria avícola, la industria porcina, y también la industria dedicada a la 
producción de frituras. Estos sectores importan granos en grandes cantidades. 

Desde los años ochenta, la industria importadora de maíz amarillo se inclinó por la compra de 
este grano de los Estados Unidos, que le resultaba más barato, principalmente por gozar de sub-
sidio. Luego de tener una producción muy por encima de las importaciones, en las últimas dos 
décadas se observa cómo esta relación se fue invirtiendo, hasta que actualmente dependemos 
en un 70% de las importaciones de maíz amarillo para satisfacer la oferta nacional de ese grano. 
La siguiente gráfica muestra como en los años ochenta se habían alcanzado importantes niveles 
de producción, y luego esta tuvo una caída. 

Fuente: Elaboración propia en base a datos de BANGUAT, USDA y UPIE-MAGA.

Gráfica No. 3 
Maíz amarillo: relación entre Producción e Importaciones (totales) desde Estados 

Unidos. En miles de Toneladas Métricas (TM)

IV.2	 Alza de los precios de los alimentos, impacto para el consumidor sin bene-
ficio para el productor. 

Nuestra vulnerabilidad alimentaria se agudiza ante la volatilidad de los mercados internacionales. 
Esto afecta los niveles de consumo de toda la población guatemalteca, en tanto que el maíz, 
es el alimento de mayor consumo de toda la población y especialmente la de más bajo ingreso. 

Desde la perspectiva de la producción, Guatemala podría hacer como otros países productores, 
Argentina es un ejemplo, que aprovechan esta alza para vender sus granos, incluso debiéndose 
regular la venta al exterior para que no desabastezcan su país. No obstante, el grueso de los 
productores guatemaltecos no lo pueden hacer, puesto que la falta de estímulo y la escasez de 
medios de producción no le permiten ser productor excedentario. 
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Por ser un país, cuyos gobiernos apostaron a la apertura arancelaria de los granos básicos subsi-
diados de Estados Unidos, hoy paga las consecuencias. Si bien una década atrás, y a inicios de la 
vigencia del TLC-CAUSA, los precios del maíz subsidiado de EEUU favorecían a los importadores, 
actualmente los precios internacionales son demasiados altos, y el maíz nacional que no es sub-
sidiado llega a equipararse con los precios de EEUU. 

A mediados de 2007, el precio internacional del maíz en EEUU, costaba la mitad del que se paga 
al acopiador nacional (primer intermediario, que compra a los productores). A mediados de 
2008, esta relación se invirtió, y el precio al acopiador nacional llegó a ser más bajo que el precio 
internacional. Con los cambios del precio del maíz de Estados Unidos, en 2009 se distanció del 
precio nacional. Sin embargo, en los últimos meses de 2010, y los primeros tres de 2011, los 
precios nacionales y el internacional están equiparados.

La FAO estima que el alza internacional podría ser sostenida. Eso implica que la producción na-
cional seguiría siendo la más favorable para la industria y consumidores. No obstante, en el caso 
del maíz amarillo se tiene una alta dependencia, y la producción de maíz blanco que se estima 
sigue abasteciendo al país, también se encuentra en riesgo si no se apoya al productor para me-
jorar los rendimientos. 

Llama la atención que el Gobierno, durante el año 2011, al igual que se hiciera en 2008, se ha 
tomado como medida para enfrentar las alzas en los precios de los alimentos la apertura de más 
contingentes de importación. En los primeros meses de 2011, el Gobierno estableció nuevos 
contingentes de maíz amarillo y harina de trigo. Y en el caso de maíz blanco se aprobó un con-
tingente de 82 mil ™ de maíz blanco, el cual de ser temporal y se contemplaba finalizar en junio 
de 2011, fue ampliado hasta diciembre. Esta medida, que el Gobierno lanza con el objetivo de 
garantizar el abastecimiento y estabilizar los precios, no parece ser una solución eficaz si evalua-
mos el uso de los contingentes de maíz amarillo de los últimos cuatro años. 

Fuente: Elaboración propia con datos del MAGA (acopiador), y UNCTAD (precio EEUU).

Gráfica 4 
Comparación de precio del maíz. Precio en la bolsa de valores de Estados Unidos, precio 

de maíz amarillo al acopiador guatemalteco. En quetzales (Q) por quintal (qq)
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Para 2010, los contingentes de maíz amarillo otorgados por la Organización Mundial del Co-
mercio, y el TLC-CAUSA suman 800,000™, libres de aranceles a la importación. Pero como se 
observa en el siguiente cuadro, sólo el 61% del volumen libre de arancel fue utilizado. Y en el 
caso del maíz blanco tampoco se utilizó el total del contingente. 

En los años anteriores, también pueden observarse los porcentajes utilizados, y se podrá concluir 
que no son utilizados en su totalidad, lo que evidencia que no son una alternativa suficiente para 
que la industria pueda reducir sus costos, aunque no paguen arancel. 

Pasados diez años de la vigencia del TLC-CAUSA, está estipulado que los volúmenes de impor-
tación de maíz amarillo sean ilimitados. Y el contingente de maíz blanco seguirá aumentando 
400™ por año. Y la pregunta es ¿servirá eso para reducir el alza de los alimentos, cuando los 
precios internacionales podrían seguir al alza? La respuesta es evidente. Mientras no se reactive la 
producción de granos básicos, y se recupere la autosuficiencia de granos como el maíz amarillo y 
el arroz; y mientras se sigan encareciendo los precios internacionales de los alimentos, la apertura 
de nuevos contingentes de importación no ayudará a reducir los costos de los alimentos. Por el 
contrario, se seguirá reafirmando el modelo de apertura comercial que no favorece la producción 
nacional de granos básicos. 

V.	 La producción no tradicional, pocas expectativas para el campesino y 
el pequeño productor.

La producción de hortalizas como arveja china, arveja dulce y brócoli, son productos de exporta-
ción, que por los cuidados que requieren, no son susceptibles de mecanizar y son mayormente 
productos de que se han impulsado en tierras de pequeños agricultores. 

Se trata de los productos que en el debate del TLC-CAUSA se señaló que serían una oportunidad 
para los pequeños productores. Pues bien, llama la atención que la arveja china, con presencia en 
el altiplano central generó entre 2006 y 2009 no provocó un crecimiento en los empleos. Según 
datos del MAGA fueron poco más de trece mil empleos permanentes por año en este ciclo. Este 
producto ha resultado ser una propuesta fallida del modelo de libre comercio para el desarrollo 
en municipios como Patzún, Chimaltenango, donde se expandió el número de productores más 
que los volúmenes de compra (Gauster y Ozaeta: 2011). 

Los productos no tradicionales, al ser una opción que pareció atractiva para el pequeño produc-
tor, impulsó el aumento de comunidades que apostaron a estos cultivos. Actualmente los pro-
ductores señalan que existen muchas comunidades produciendo lo mismo, y eso también incide 
en que se les ofrezcan más bajos precios. Además, al considerar el alza en los agroquímicos, se 
explica que no exista rentabilidad para el productor. 

Ante esta situación, en comunidades como Chichoy Alto, Patzún, se observa que las comunida-
des ya no están produciendo las mismas extensiones de tierra con los productos no tradicionales. 
De nuevo, se observa que la producción de alimentos mantiene su papel relevante en la econo-
mía campesina, ante el fallo de la apuesta a productos de exportación. 
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Otro factor que ha llevado al fracaso de este producto es la falta de infraestructura producti-
va, por la carencia de apoyo de los gobiernos, a pesar que han apostado al TLC-CAUSA, y a la 
producción no tradicional como alternativa para la población campesina. Y para los productos 
señalados, hay análisis que afirman que sólo están logrando rentabilidad en los cultivos no tra-
dicionales quienes cuentan con capital (propio o prestado) para obtener la infraestructura pro-
ductiva necesaria para ello (Calogero etal. 2010). Esta infraestructura consiste principalmente en 
sistemas de riego y el almacenamiento frío, además del empacado como la inversión utilizada 
para añadir mayor valor a la producción. 

Si estas inversiones son posibles, es porque se consiguen en alianzas complejas entre el sector 
privado (agro exportadoras y AGEXPORT), el sector público (MAGA) y la comunidad. Junto al 
sector privado también se incluyen los proyectos de la agencia de cooperación de Estados Uni-
dos (USAID), para proyectos que fomenten esta producción, cuya cobertura no permite cubrir el 
grueso de las comunidades involucradas en estos cultivos. 

Ante esta realidad, y tras observar que ya existen agro exportadoras que tienen sus propias fincas 
de producción, el escenario futuro al que aspiran los productos no tradicionales es que dejen de 
estar en manos de pequeños productores y se conviertan en un agro negocio de la empresas que 
actualmente exportan, es decir, siendo estas las dueñas de la producción, la transformación y la 
exportación. 

VI. La descomposición social en el campo 
En los últimos cinco años de TLC-CAUSA se ha visto pocos avances en el desarrollo humano. El 
sector agrícola continúa siendo el principal empleador del país, empleando a más de 1.7 millones 
de trabajadores y trabajadoras y es el sector donde más se violentan los derechos laborales. Más 
del 81% de los trabajadores no gana un salario acorde con el costo de la canasta básica vital, 
y un 50% no gana tan siquiera el salario mínimo que tiene un déficit de más de 123% con el 
costo de la canasta básica vital, mientras que apenas el 19% goza de acceso a la seguridad social 
(MSICG:2010).

Pese a que en la agricultura se mantienen niveles importantes de empleo, hay otros sectores 
donde el empleo no ha crecido. De ahí que la encuesta Nacional de Empleo e Ingresos señala 
que entre 2007 y 2010, la población desocupada creció un 35%. En tanto, la población que se 
emplea en la economía informal rebasa el 70% de la población económicamente activa7. 

La resultante de esta falta de condiciones de vida en el campo por el modelo agroexportador, y 
de la falta de empleo a nivel nacional es que se empiezan a presentar fenómenos que son indi-
cadores de una descomposición de la sociedad como son la migración y la desnutrición. 

Por otra parte si bien el fenómeno de la migración ha venido en aumento desde la década del 
noventa, pero que en los últimos años se ha pronunciado aun más. Según datos del censo, la 
población en el exterior en 1970 sumaba 26,865. En 1980 subió a 62,098 y diez años después 

7.	 Beatriz Lix – Siglo Veintiuno 21/08/2011
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el incremento fue trepidante: 241,559. Para el año 2000 la población en el exterior se ubicaba 
en 463,502 (MSICG:2010). 

La migración externa tuvo sus más importantes aumentos desde los procesos de liberalización 
comercial en la década anterior. En el 2002, nuevos cálculos señalan que la población migrante 
era de 1.2 millones. Entre 2007 y 2010 la migración hacia el exterior tuvo un crecimiento del 
10% (de 1.4 millones a 1.6 millones). 

Debe señalarse que los principales departamentos que tienen población residente en el extran-
jero son San Marcos, Huehuetenango y Quetzaltenango. Estos son zonas, con alta cantidad de 
población rural, con alta vulnerabilidad alimentaria, y donde la producción alimentaria es una de 
las principales actividades económicas, la cual les da poco, por la cantidad tan reducida de tierra 
que tienen para su producción. 

Se puede deducir que al no cumplirse lo pronosticado por los promotores del TLC-CAUSA, en el 
campo la población se ve obligada a salir a buscar oportunidades fuera del país. 

Conclusiones
�	 El modelo económico impuesto en el campo, determinado por la apertura comercial y la 

agricultura de exportación, ha incidido para que los impactos negativos del TLC-CAUSA en 
la economía campesina y sus indicadores sociales que se previeron, estén ocurriendo. La 
agricultura de exportación no ha sido una respuesta al desarrollo en las comunidades cam-
pesinas. Con la reconcentración de la tierra productiva, los monocultivos de exportación han 
incidido en la baja productividad de los granos básicos nacionales, y han distorsionado el 
mercado de tierras para la siembra alimentaria.

�	 Los altos costos de producción, principalmente el arrendamiento de tierra y los fertilizan-
tes –de aquellos dependientes a los insumos químicos- han incidido para que la producción 
campesina tenga menos rendimientos y por lo tanto, no alcance para abastecer a las familias 
productoras durante todo el año. Aun más difícil es tener excedentes para la venta. De modo 
que el encarecimiento en el plano internacional de los granos básicos, no favorece al campe-
sino, pues no puede vender. Y al contrario tiene que comprar lo que le hace falta para comer 
y pagar esos altos precios. 

�	 La dependencia alimentaria, expresada en la necesidad de importar un 28% de la demanda 
nacional de maíz y un 70% de la demanda nacional de arroz, nos hace vulnerables ante los 
precios internacionales de los alimentos. Esto ha afectado al consumidor puesto que la ca-
nasta básica ha tenido abruptos incrementos.

�	 Mientras que la producción de granos básicos, principalmente el maíz, han perdido cualquier 
estímulo tanto desde el Estado, como desde la demanda de la industria nacional –al susti-
tuirse por las importaciones- el maíz en las actuales circunstancias presenta oportunidades 
importantes para la economía nacional. 
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�	 Reactivando la producción de maíz, se está menos vulnerable a la escasez de alimentos por 
fenómenos naturales u otras causas, y se puede atender de mejor manera a las comunidades 
en emergencia alimentaria. Y si junto al maíz blanco, se incentiva el crecimiento de la produc-
ción del grano amarillo, también se apoyará a la industria para reducir el costo de la produc-
ción de otros alimentos como huevos y pollo, lo cual sería beneficioso para el consumidor. 

�	 La población campesina puede tener mejores condiciones de vida si se retoma el apoyo esta-
tal a la producción de granos básicos, que se regularice la tenencia y costos de la tierra, como 
mecanismo para hacer más viable la producción campesina alimentaria, que sea rentable, y 
ayude a estabilizar la economía del país. Esto sería llevado a cabo de mejor manera bajo un 
proceso de Reforma Agraria Integral adecuado a las particularidades sociales y agroecológi-
cas de cada región del país. 

�	 Los campesinos y campesinas pueden contribuir a la economía nacional, reduciendo la de-
pendencia a las importaciones que nos hace vulnerables ante los constantes incrementos de 
los precios internacionales. Qué el campesino siembre maíz no es condenarlo a la pobreza, 
los altos precios internacionales de los granos básicos muestran que su producción puede ser 
rentable. 
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Los Estados, cuando convenga, deberían evaluar el mandato y el rendi-
miento de las instituciones públicas correspondientes y, de ser necesario, 

crearlas, reformarlas o mejorar su organización y estructura para contribuir 
a la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el 

contexto de la seguridad alimentaria nacional.

A tal fin, los Estados tal vez deseen velar por la coordinación de los esfuer-
zos de los ministerios, organismos y oficinas públicos pertinentes. Podrían 

establecer mecanismos nacionales de coordinación intersectorial para 
garantizar la aplicación, el seguimiento y la evaluación concertados de las 

políticas, los planes y los programas. Se alienta a los Estados a fomentar la 
participación de las comunidades pertinentes en todos los aspectos de la 

planificación y ejecución de actividades en dichas esferas.

*.	 Sociólogo Responsable de estudios Área de Economía Campesina y Comercio Instituto de Estudios Agrarios y Rurales Coordinación de 
ONG y Cooperativas

Ricardo Zepeda*
CONGCOOP

Otra oportunidad perdida: 
La política alimentaria en Tiempos de Solidaridad**
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Introducción

El Derecho a la Alimentación es amplio e integral. Implica el abordaje de importantes temáticas 
que determinan la posibilidad para que una población acceda a una alimentación adecuada 

en condiciones de dignidad. Dentro de la teoría de los Derechos Humanos, el Derecho a la Ali-
mentación ha logrado desarrollarse especialmente a partir de las dos primeras Cumbres Mundia-
les de la Alimentación, que posibilitó que en diversos encuentros de expertos se desarrollara no 
solo el concepto sino además, especificar con detalle las temáticas vinculadas y determinantes 
del mismo1. Las posibilidades del Derecho a la Alimentación son amplias; parten del equilibrio 
que debe existir entre las condiciones naturales y políticas de cada país.

El presente ensayo pretende contribuir a la superación de visiones que restringen la Alimentación 
al consumo de alimentos de poblaciones en situación de vulnerabilidad; tratamos de asumir las 
posibilidades que el actual marco jurídico y político permite a Guatemala superar las graves con-
diciones alimentarias en que se encuentra su población. El presente es el tercer producto de un 
proceso de monitoreo a las políticas alimentarias realizado desde la apertura del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Alimentaria y Nutricional (SINASAN) en el año 2005, que se ha presentado en 
ediciones anteriores de El Observador: Análisis Alternativo sobre Política y Economía2. Además 
de realizarse un análisis de carácter coyuntural, se trata de realizar un seguimiento a la política 
alimentaria basándonos en un enfoque de derechos humanos, con el objeto contribuir a la cons-
trucción de la Soberanía Alimentaria nacional.

I. El hambre y la desnutrición en la agenda estatal
Las recientes crisis alimentarias en diversas regiones del mundo tienen como principal origen el 
incremento del precio de los alimentos, lo que ha imposibilitado que los escasos ingresos de las 
poblaciones trabajadoras de los países empobrecidos logren alcanzar el desmedido incremento 
de los precios de los alimentos fundamentales para las poblaciones. Esta situación ha significado 
fuertes rezagos para millones de personas; una cuarta parte de la actual población en situación 
de hambre surge a raíz de la crisis del año 2007, mientras que en el presente año 2011 ya se ha 
iniciado una nueva crisis alimentaria.

1	 La 1ª Cumbre Mundial de la Alimentación se realizó en Roma en 1996. Se considera el primer paso para definir compromisos políticos 
de 185 Estados en la búsqueda de erradicar el hambre. La 2ª Cumbre se realizó en el año 2011, evaluándose ahí los avances de los 
compromisos asumidos. El principal resultado de esta reunión fue el abordaje de Directrices Voluntarias como una guía integral para 
las acciones estatales.

2	 El Observador No. 7, junio de 2007: “El abordaje del hambre por el Gobierno de Oscar Berger”; El Observador No. 15, noviembre de 
2008: “La crisis alimentaria mundial y el cumplimiento del Derecho a la Alimentación en Guatemala: Balance del primer año de las 
políticas alimentarias del gobierno de Álvaro Colom”.
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Si bien el cumplimiento del Objetivo de Desarrollo del Milenio No. 1 prácticamente se ha descar-
tado a nivel mundial, en algunos países se consideran avances al reducirse el índice de la pobreza 
en un 15% (la meta era reducirla a 23%); pero en los países más empobrecidos el incremento de 
población bajo la línea de pobreza, determina la consolidación de las inequidades3.

El impacto de estas crisis es más fuerte en países que han venido consolidando una situación de 
Dependencia Alimentaria frente a un sistema que cierra las posibilidades para superarla. En el 
caso de Guatemala, el evento que mayor impacto ha tenido en la ampliación de tal dependencia 
es el proceso de Apertura Comercial, pues ha promovido la abrupta importación de alimentos 
afectando la producción nacional, lo que se ha traducido en el abandono forzado de las activi-
dades agrícolas por parte de los pequeños productores, en tanto que no tienen la capacidad de 
competir frente a los mercados monopólicos. La agricultura familiar pierde sentido en un medio 
que se diseña para beneficiar a grandes monopolios alimentarios.

Aunque pareciera que las políticas alimentarias son contradictorias, no lo son. La apertura co-
mercial desmedida y el apoyo a medianos productores para actividades de agroexportación, por 
una parte, y entrega de apoyos alimentarios y monetarios a población en extrema pobreza, por la 
otra, se asumen como la más reciente versión del neoliberalismo, que reconoce como un riesgo 
a la gobernabilidad la ampliación de la pobreza y la desigualdad social. En el caso de Guatemala 
podemos observar cómo los más recientes gobiernos encaminan sus esfuerzos iniciales en conso-
lidar el proceso de apertura comercial, en el marco del Tratado de Libre Comercio entre República 
Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos (DR-CAFTA, por sus siglas en inglés). Mientras que 
en una segunda fase implementan las Transferencias Monetarias Condicionadas, algo que los 
candidatos del presente evento electoral anuncian mantener.

Por un parte, promueven la agricultura comercial de medianos y grandes productores, mientras que 
por otra, debilitan las políticas de apoyo a pequeños productores a los cuales, de ahora en adelante 
se les identifica como beneficiarios de programas asistencialistas. En complemento se invoca a la Res-
ponsabilidad Social Empresarial (RSE) y a la caridad pública, como una alternativa ante la condición 
de mantener un Estado debilitado en lo social y violento ante las expresiones de descontento social.

Si bien estas políticas se basan en asistencia alimentaria y monetaria, no logran impactar el in-
dicador más generalizado para medir avances y rezagos: el número de personas hambrientas; 
no consiguen cambios sensibles porque no fueron diseñadas para ese fin. Este tipo de acciones 
pueden ser parte fundamental de una Estrategia integral de lucha contra el hambre, solamente si 
son complementadas con otro tipo de políticas más integrales.4 En la medida que no se incluyan 

3	 El Objetivo de Desarrollo del Milenio No. 1 trata de erradicar la Pobreza Extrema y el Hambre. La Meta 1 aborda reducir a la mitad, 
entre 1990 y 2015, el porcentaje de personas cuyos ingresos sean inferiores a un dólar americano diario (US$1.25 en la actualidad). La 
Meta 2 trata de reducir a la mitad la cantidad de personas en situación de hambre. Es ampliamente reconocido que el factor que nivela 
los indicadores globales de la Meta 1 es el avance de China Popular e India, que habría avanzado en reducir en unos 455 millones de 
personas la población en situación de pobreza entre 1990 y 2005. Se espera que en China en 2015, la tasa de pobreza extrema sea 
inferior al 5%. Fuente: Objetivos de Desarrollo del Milenio. Informe 2011. Naciones Unidas.

4	 Para estudiar las políticas asistencialistas con enfoque de derechos revisar las Directrices Voluntarias para el Derecho a la Alimenta-
ción: Directriz 3: Estrategias, Directriz 13: Apoyo a grupos vulnerables y Directriz 14: Redes de seguridad. FAO. Directrices Voluntarias 
en apoyo de la realización progresiva del Derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria nacional. 
Roma, 2005.
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acciones que generen capacidades en la población destinataria se corren varios riesgos que en 
todo caso afectan a los posibles “beneficiarios”: que se estanque el abordaje de acciones más 
urgentes para situaciones de emergencia; que se comprometan los procesos a las posibilidades 
de obtener apoyos externos; que los apoyos sean aprovechados por personas o grupos intere-
sados en generar clientelismo. Sin embargo el riesgo más lamentable sería el de que se acallen 
las voces de protesta social por recuperar el derecho a alimentarse dignamente y por sus propios 
medios; así como controlar políticamente a las mayorías que se disputan entre ellas las mínimas 
ayudas. Mientras no se desarrollen políticas de carácter integral así como el derecho para que la 
población ejerza poder de decisión, el país pierde su Soberanía Alimentaria. 

La Dependencia Alimentaria en la que se encuentra Guatemala ha abierto la puerta a intereses 
comerciales cuyo interés es aprovechar los recursos nacionales a su favor, entre ellos la tierra y el 
agua. La captura de los Estados para abrir ventanas a estos intereses foráneos, tanto de forma 
jurídico-legal como mediante acciones de hecho, se constituye en una nueva modalidad que 
garantiza el avance de los agronegocios: empresas extractivas, megaproyectos y nuevos mega-
monocultivos para agrocombustibles, vulnerando la Soberanía Alimentaria de los pueblos.

Las acciones estatales se han venido concretando en la consolidación de mecanismos que buscan 
la modernización de la agricultura, sustentan modalidades que están afectando a las familias 
campesinas, sus economías y territorios, provocando una escalada de empobrecimiento gene-
ralizada. Se pretende la “inserción” y “adaptación“ a las nuevas condiciones establecidas por el 
mercado en el sentido de una Nueva Ruralidad, en la cual los pequeños productores no tienen 
cabida.

La caída de la producción nacional de alimentos provoca una dependencia de los precios inter-
nacionales, lo que se evidenció en la crisis alimentaria de 2007, en la cual el gobierno no pudo 
frenar la escalada de precios.

El incremento de los precios de los alimentos fue generalizado, pero en cuanto a los productos de 
la Canasta Básica Alimentaria (CBA) se observó un abrupto incremento, que afecta a las familias 
de más bajos recursos. Pasaron 12 años para que la CBA pasara de Q. 1,000.00 a Q1,500.00, 
(periodo A) pero el cambio de Q. 1,500.00 a Q. 2,000.00 ocurrió en tan solo cuatro años (pe-
ríodo B) y, más recientemente, en el año 2011 (periodo C) se identifica una nueva escalada de 
precios: tan sólo de enero a junio la CBA se ha incrementado en Q. 158.405.

La respuesta estatal a esta situación fue abrir las fronteras a más importaciones para evitar desa-
bastecimiento, mientras que la promoción de la agricultura nacional y el apoyo a los pequeños 
productores se mantuvo marginal. Promover la entrega de remesas estatales a las familias pobres 
y más asistencia alimentaria es el punto de referencia de la acción estatal.

5	 La Canasta Básica Alimentaria (CBA) la constituyen 56 alimentos definidos para el consumo de una familia promedio, que se considera 
en 5.6 miembros.
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II. La respuesta estatal contra el Hambre
A inicios de su gobierno en el año 2008, el Presidente de la República, Álvaro Colom, asume el 
fortalecimiento del Estado como una de sus grandes objetivos, en sintonía con un discurso de ca-
rácter socialdemócrata, y en un contexto en el cual los anteriores gobiernos neoliberales habían 
desmantelado al Estado de sus herramientas de política pública.

Contradictoriamente al discurso socialdemócrata, lejos de asumirse una estrategia para la recu-
peración de capacidades estatales, la administración Colom mantiene e incluso profundiza algu-
nas tendencias de limitación del gasto público al Gabinete Social, con la supuesta compensación 
de la entrada de políticas asistencialistas. Es decir, la aparición de nuevas modalidades de política 
social se basó en el debilitamiento de políticas ya establecidas, lo que implicó incluso el colapso 
de algunas acciones básicas. 

Entre los procesos de mayor relevancia vale la pena mencionar como hecho positivo que se 
mantengan algunos programas básicos para la población infantil, especialmente en el marco de 
los programas de alimentación del MINEDUC, que si bien tuvieron algunos tropiezos se lograron 
mantener. Por otra parte como vemos anteriormente el abordaje del MSPAS a la problemática de 
desnutrición aguda tuvo efectos positivos, especialmente a raíz del fortalecimiento de los pro-
tocolos de atención e incipientes procesos de alertas que podrían mejorarse. Sin embargo reto-
mando que hay fuentes de información cada vez más eficientes, da pauta para fortalecer algunas 
zonas geográficas importantes y en este caso los departamentos afectados por el Corredor Seco.

Por otra parte si bien la Inspectoría General del Trabajo mantuvo un presupuesto sumamente 
bajo durante los tres primeros años, es positivo que se mantenga el actual presupuesto en 2011 
y que además se fortalezca en las zonas rurales, donde prácticamente no hay presencia.

Fuente: Elaboración propia con datos del Índice de Precios al Consumidor 
(IPC) del Instituto Nacional de Estadística (INE). Guatemala, 2011.

Gráfica No. 1 
Guatemala: Incremento del costo de la Canasta Básica 

Alimentaria (CBA) 1995- junio 2011
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Sin embargo dentro de los procesos cuestionables en materia agrícola y de abordaje de la pobre-
za se hace necesario plantear dos: a) la implementación de programas asistencialistas, especial-
mente el Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas “Mi Familia Progresa”; y b) el 
debilitamiento y posterior reestructura del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación. 
Vale la pena comparar el desarrollo presupuestario que sufren un programa y un ministerio.

II.1 Mi Familia Progresa: Programa emblemático de la administración Colom6

El Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas “Mi Familia Progresa” (MIFAPRO) es 
creado por el Acuerdo Gubernativo 117-2008 a inicios del gobierno de Álvaro Colom y de la 
Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), en el marco de las acciones definidas para el abordaje 
de la pobreza. 

En tanto, mediante el Acuerdo Gubernativo No. 100-2009 se establece el Fondo Social Mi Fami-
lia Progresa que, para el año 2011 alcanza los Q. 1,026.2 millones sobre un Presupuesto General 
de Ingresos y Egresos de los Q. 54,390 millones. El programa es coordinado por el Consejo de 
Cohesión Social y tiene como objetivo general:

Mejorar la calidad de vida de las familias que viven en condiciones de pobreza, mejorar los nive-
les de asistencia escolar en los niños de 6 a 15 años, velar por la salud y nutrición de los niños 
menores de 6 años y de las mujeres embarazadas y lactantes7.

6.	 Para mayor información consultar el estudio Monitoreo a las políticas de apoyo a la economía campesina: de lo productivo a lo social. 
Susana Gauster, Ricardo Zepeda y Lucía Samayoa. IDEAR.CONGCOOP. Guatemala, 2011.

7.	 Plan Operativo Anual 2009, Mi Familia Progresa. Consejo de Cohesión Social.

Fuente: Elaboración propia con información del SICOIN-MINFIN

Gráfica No. 2  
Guatemala: Cuadro comparativo de los presupuestos del 

MAGA y MIFAPRO 
para el período 2007 - 2011 

(Cifras en millones de quetzales)
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El diseño del programa se basa en experiencias similares de otros países desde los años 1990, 
especialmente a raíz del efecto de las políticas neoliberales que incrementaron en gran medida 
la pobreza en el mundo. Si bien este enfoque plantea el abordaje de dos de las principales cau-
sales de la pobreza como lo son: los bajos niveles de salud y educación, especialmente durante 
la etapa de la niñez y juventud, no asume directamente las causales estructurales de la pobreza 
como lo es la Desigualdad Social, especialmente en el acceso a los recursos para generar riqueza.

Ante la situación de crisis económica que conlleva desempleo, bajos ingresos económicos e in-
formalidad laboral, este tipo de programas vienen a suplantar en gran medida el bajo ingreso 
económico de las familias. Tres de los principales Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) se 
enfocan en la población infantil, específicamente en cuanto al objetivo de la universalización de 
la educación, la disminución de la mortalidad infantil y la desnutrición8.

II.2 La funcionalidad del programa

La entrega de transferencias monetarias se condiciona al compromiso de una familia por coadyu-
var en el proceso de brindar servicios básicos de salud y educación; así como para no obstaculizar 
el desarrollo de la niñez por medio de la presión de los padres para que trabajen. Si bien se parte 
de una lógica de carácter integral que puede constituirse en una opción de cambio intergene-
racional, aún es insuficiente para significar un cambio en la reducción de las desigualdades, en 
tanto que no se plantean acciones tales como el mejoramiento de las condiciones laborales de 
la población trabajadora, de la calidad en el consumo alimenticio de la población, o promover el 
acceso a recursos productivos. Se parte del incremento de la cobertura de los servicios de salud y 
educación, aunque los criterios de calidad aún no son asumidos de forma integral, lo que com-
promete el efecto que se espera9.

Para inicios de 2011, MIFAPRO anunció la cobertura de un total de 307 municipios en todos los 
departamentos, beneficiando a 917.3 mil familias y 2.5 millones de niños y niñas. El 70% de 
las familias tienen hijos de 6 a 15 años, por lo que reciben el bono de educación, es decir 756 
mil niños en 12 mil escuelas. Se parte de la base de que el 78% de las familias beneficiarias son 
indígenas (q´eqchís 25.3%, k`ichés 18.2%, y mames 12.9%), que el 93% de las familias viven en 
el área rural. Además, que el 63.5% de las beneficiarias son analfabetas (83% en Chiquimula, 
77% en Quiché, y 75% en Alta Verapaz). El 51% de los padres de familia es analfabeto mien-
tras que la escolaridad promedio de los padres alfabetos es de 2.4 años. Esta información básica 
muestra que en gran medida, la población destinataria del programa es la adecuada, aunque es 
frecuente la denuncia de casos que se suponen no llenan los requisitos que se plantean.

8	 Objetivo 1: Erradicación de la pobreza extrema y el hambre; Objetivo 2: Universalización de la enseñanza primaria; Objetivo 4: Reduc-
ción de la mortalidad infantil.

9	 El apoyo consiste en la entrega de una transferencia monetaria por familia bajo dos denominaciones: a) bono de salud: entrega de Q. 
150 a las familias con hijos menores de 6 años, independientemente del número de infantes, y que cumplan con el requisito de asistir 
a un chequeo periódico de salud; y, b) bono de educación: entrega de Q. 150 a las familias con hijos entre 6 y 15 años que no hayan 
concluido la educación primaria y que mantengan una asistencia regular. En las comunidades de la región denominada Corredor Seco, 
se entrega un tercer bono de nutrición, consistente también en Q. 150 por familia.
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Las críticas al programa se centran en denuncias de tráfico de influencias y dudas sobre la iden-
tidad de las personas que reciben las remesas; sin embargo, desde la oposición política no se 
plantean propuestas a favor de la institucionalización del programa, por ejemplo acerca de la 
transparencia, del fortalecimiento de la capacidad gubernamental para brindar los servicios de 
salud y educación; del enlace con el Sistema de Consejos de Desarrollo para fortalecer la parti-
cipación social; sobre la obligatoria incorporación de MIFAPRO al SINASAN para coordinar con 
otras entidades relacionadas al abordaje de la problemática alimentaria, etc. En general temáti-
cas de fortalecimiento institucional y de vinculación a los principios del Derecho a la Alimentación 
en cuanto a acciones estratégicas y de apoyo a los grupos vulnerables.

Es importante mencionar el nivel de aceptación que logra el programa dentro de la población. En 
el debate político las críticas y los apoyos a MIFAPRO se constituyeron en uno de los principales 
puntos de debate en la vida nacional. En el transcurso del evento electoral prácticamente todos los 
candidatos prometen la futura vigencia del programa, lo que implicaría la oportunidad de que posi-
blemente en los primeros meses del próximo gobierno se aborden temáticas que pudieran fortalecer 
el programa: transparencia, participación social, autonomía del poder ejecutivo, sostenibilidad. En 
gran medida la campaña del partido gobernante UNE se basa en las posibilidades del programa, lo 
que motivó una estrategia del principal partido opositor, PP, para contrarrestar los efectos del mismo.

II.3 Puntos sensibles de MIFAPRO

a) Instalación del programa y los criterios de selección

El proceso de selección de los municipios en los cuales trabaja MIFAPRO se basó en los perfiles 
de pobreza elaborados por la Secretaria de Planificación y Programación de la Presidencia (SEGE-
PLAN). Posteriormente se aplicó un censo por parte del Instituto Nacional de Estadística (INE) que 
fue realizado a nivel comunitario para seleccionar a las personas que podrían ingresar al programa. 
Sin embargo, este censo ha sido uno de los principales problemas para MIFAPRO en tanto que se 
desarrolló de una forma acelerada y poco abierta. Los mismos funcionarios operativos reconocen 
que una de las principales dificultades que han tenido que afrontar en su trabajo es la desconfianza 
a los criterios de selección del programa, lo que ha significado algún nivel de conflictividad.

El proceso de selección no queda claro en las comunidades, derivando en descontentos y denun-
cias de favoritismos y amiguismos. En tanto que los niveles de pobreza son tan generalizados, 
la mayoría de las familias llenan los perfiles para ingresar al programa; sin embargo, a pesar que 
existían algunos criterios que sí eran reconocidos como por ejemplo, el tener familias en Estados 
Unidos, los mismos no siempre fueron respetados.

b) Desconfianzas y riesgos de clientelismo político

En las comunidades consultadas se reconoce la importancia de las acciones que desarrolla MI-
FAPRO en tanto que las situaciones de hambre y desnutrición son generalizadas; las “condicio-
nantes” para recibir la ayuda son consideradas como aceptables por la población, aunque se 
cuestiona la calidad de estos servicios.
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En el ámbito comunitario, esta situación ha significado que se generen divisionismos; que se 
profundicen las divergencias; que se cuestionen los liderazgos tradicionales y las formas de or-
ganización local; aspectos que si bien son normales en la vida comunitaria, corren el riesgo de 
tornarse en negativos y violentos cuando se enlazan a una injerencia externa que no es abordado 
por MIFAPRO.

En tanto que se manejan recursos monetarios la debilidad de los procesos de transparencia está 
implicando que se ponga en riesgo la estabilidad política dentro de la comunidad. Si bien se re-
conoce que la desconfianza en el programa es una de sus principales debilidades, no se plantea 
desde el gobierno una estrategia para clarificar y transparentar los procesos, lo que ha implicado 
que muchas personas que desconocen los mismos deban retirarse del programa.

c) La participación social y la suplantación de funciones

Como formato de enlace con las comunidades MIFAPRO estableció la conformación de vocalías, 
las que se plantean en tres ejes.

El primero, para abordar el cumplimiento de los procesos de salud; el segundo en las temáticas 
educativas, y el tercero relacionado a la transparencia, lo que funcionalmente es aceptable, aun-
que posteriormente se evidenció que sus funciones no son bien determinadas, viéndose obliga-
das a realizar actividades que no están bien delimitadas. La carencia de personal en las oficinas 
municipales de MIFAPRO para cumplir con las actividades fundamentales ha implicado que las 
vocalías deban asumir funciones que en principio no les corresponden; además, en tanto que 
las mismas deben realizarse de forma voluntaria y sin recursos institucionales, no siempre son 
asumidas con la misma voluntad.

Una preocupación manifiesta en las comunidades es con relación a que la conformación de las vo-
calías viene a competir con las instancias de representación social establecidas y reconocidas, tanto a 
lo interno de la comunidad como a nivel municipal, específicamente con los Consejos Comunitarios 
de Desarrollo (COCODES). De esta forma, son inevitables las situaciones de “competencia”, especial-
mente con los grupos de mujeres que dan seguimiento a sus problemáticas específicas.

La debilidad para responder a estas problemáticas implica que algunas personas no logren res-
ponder adecuadamente a los requerimientos de MIFAPRO, poniéndose en riesgo su permanencia 
en el programa. Si bien se dan dificultades naturales que obstaculizan a las personas cumplir con 
los requerimientos establecidos, la rigidez del programa no las aborda adecuadamente, lo que 
va acumulando un conjunto de tensiones que se constituyen en una dificultad que no estaba 
prevista.
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II.4 Percepciones sobre el impacto de MIFAPRO

a) Educación

A pesar de las debilidades, las maestras y maestros valoran positivamente el incremento en la 
asistencia y la reducción de las deserciones así como el mayor interés de las familias, de ingresar 
al sistema educativo a niñas y niños que no se encontraban inscritos en el mismo. Las quejas 
continúan girando en torno al gasto que hacen los responsables del bono de educación; pero, 
para contrarrestar esto, en muchos centros educativos se están involucrando en la supervisión y 
control del destino del monto recibido.

Es general, la opinión es acerca de que no se brindó el complemento necesario para atender 
el incremento de población escolar, lo que significa un empeoramiento de las condiciones de 
calidad. Se observa que la presión del aumento de población la han tenido que asumir los maes-
tros y maestras, lo que no implica necesariamente un mayor compromiso para brindarle mejor 
atención a los niños y niñas. En este sentido, es evidente la carencia de una estrategia propia del 
Ministerio de Educación para soportar el impacto del programa, tanto en lo administrativo y fun-
cional como en cuanto a estrategias pedagógicas orientadas a atender a la niñez que ha sufrido 
desventajas para estudiar normalmente. MIFAPRO ha informado que en el año 2010 se cumplió 
con el 92% de las corresponsabilidades, mientras que en 2009 fue del 87%.

b) Salud

Es evidente la insuficiencia en recursos financieros, materiales, insumos médicos y humanos para 
atender a las personas participantes de MIFAPRO. No se percibe mejoría en la cobertura de los 
servicios; en algunos casos, la asistencia de las “beneficiarias” del programa ha generado recha-
zo de la población que normalmente asistía a los controles de salud y que al no verse incluidas 
en los listados, o al enfrentar dificultades de tiempo, espacio y calidad en la atención, deciden 
desistir de la asistencia periódica a los centros y puestos de salud10.

Se reconoce que los chequeos de salud son muy débiles, especialmente debido a la gran can-
tidad de personas que acuden a las citas, mientras que en los casos en los cuales se requiere 
seguimiento a los niños, no hay suficiente medicina para brindarles. Además, en su mayor parte 
el personal que atiende se compone de técnicos que no tienen las capacidades para dar segui-
miento adecuado a los niños.

Se supone que la orientación del sector salud, según los protocolos oficiales, es preventiva al 
monitorear “brotes de desnutrición aguda” a nivel local, y curativa al atender los casos en riesgo 
de muerte. Pero como tal, en la estructura de MIFAPRO no se adjudican responsabilidades y ac-
ciones para proyectar e identificar situaciones de inseguridad alimentaria y seguimiento directo a 
los casos, involucrando a otras entidades del estado como el MAGA, Ministerio de Trabajo (MIN-
TRAB) y Ministerio de Economía (MINECO), dejando la responsabilidad en las familias, las cuales 
no tienen los medios económicos para apoyar a los niños a superar situaciones de crisis, lo que 
implica que no se logra romper el ciclo de la inseguridad alimentaria.

10	 Entrevista con funcionaria de Centro de Salud.
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III.	 El planteamiento de reestructura del Ministerio de Agricultura, 
Ganadería y Alimentación (MAGA)

Dentro de los principios básicos del Derecho a la Alimentación se establece la necesidad de dotar 
de Recursos y Bienes a la población para que puedan desarrollar sus propios medios de produc-
ción de alimentos, en la búsqueda de la autonomía alimentaria11. En términos generales este 
principio es el que plantea la propuesta de Desarrollo Rural Integral, lo que implicaría la sosteni-
bilidad de todo el sistema alimentario nacional.

La administración Colom aprueba en 2009 mediante un decreto gubernativo la Política Nacional 
de Desarrollo Rural Integral (PNDRI); sin embargo no da el paso siguiente para darle vida, una ley 
específica que establezca el Sistema Nacional de Desarrollo Rural Integral, que hubiera implicado 
la apertura de un ministerio específico. La administración Colom plantea en 2010 un proceso 
de reestructura del MAGA como la respuesta a la implementación de la Política Nacional de De-
sarrollo Rural Integral (PNDRI) que fue aprobada por este gobierno. Se argumenta que se trata 
de rescatar las funciones de este ministerio después que experimentó un desgaste institucional 
producto del cambio de orientación que se dio desde el gobierno de Álvaro Arzú y del Partido de 
Avanzada Nacional (PAN), por abandonar sus responsabilidades constitucionales. Si bien dentro 
del proceso de reestructura se asumen algunas de las líneas generales de la propuesta de ley 
consensuada con sectores sociales (iniciativa de ley 4084), los fondos que se establecen a estas 
actividades son muy limitados.

Por otra parte el proceso implica la desaparición del programa PRORURAL, el cual se había es-
tablecido como parte de la propuesta inicial de la administración Colom, y que se basaba espe-
cialmente en la entrega de fertilizantes químicos, y en menor medida otro tipo de apoyos como 
la Extensión Rural. En términos generales PRORURAL tuvo un desempeño deficiente y no logró 
trascender en el medio rural, además implicó duplicidad de funciones a las actividades realizadas 
por el MAGA.12 

Mediante el Acuerdo Gubernativo 338-2010 de fecha 19 de noviembre de 2010, el Organismo 
Ejecutivo renueva el Reglamento Orgánico Interno del MAGA basándose en la necesidad de…

reorganizarse para responder a las necesidades del desarrollo rural integral;…13.

11	 La Directriz Voluntaria 8 para el Derecho a la Alimentación: Acceso a Recursos y bienes, hace referencia a la obligación de los 
Estados para respetar y proteger los derechos de las personas en cuanto al acceso a los recursos naturales y de facilitar un acceso 
seguro, sostenible y no discriminatorio de estos recursos. Entre los recursos que se plantean están: Tierra, Agua, Bosques, Recursos 
Genéticos, Pesca, Ganado, Mercado Laboral, Sostenibilidad ecológica, Servicios. Op.cit FAO, 2006. Directrices Voluntarias para el 
Derecho a la Alimentación.

12	 Un análisis más profundo del programa PRORURAL se encuentra en el estudio de Ricardo Zepeda y Susana Gauster: Políticas 
agrícola y de seguridad alimentaria y nutricional aplicadas en el ámbito municipal. Campaña Vamos al Grano e/IDEAR-
CONGCOOP. Guatemala, 2010.

13	  Segundo considerando, Acuerdo Gubernativo 338-2010.
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El marco institucional que plantea este proceso de reestructura se basa en el planteamiento de 
cinco Viceministerios y tres coordinaciones por medio de los cuales se espera dar respuesta a 
esta necesidad. Además de la incorporación de las actividades que desarrollaba el desaparecido 
Programa de Desarrollo Rural (PRORURAL) dentro de la institucionalidad del MAGA, se aborda la 
apertura del Sistema Nacional de Extensión Rural (SNEA).

En términos generales, la aplicación del nuevo reglamento implica la apertura de un nuevo Vi-
ceministerio, el de Desarrollo Económico Rural, con el objeto de que cumpla las actividades 
del desaparecido PRORURAL. Para la creación del Viceministerio de Desarrollo Económico Ru-
ral se parte del supuesto de que los pequeños productores pueden convertirse en productores 
excedentarios.

El Viceministerio de Desarrollo Económico Rural parte de las acciones de Reconversión Productiva, 
de Desarrollo Agrícola, de Desarrollo Pecuario, de Infraestructura Productiva y de Fortalecimiento 
para la Organización Productiva y la Comercialización. Se explicita que esta dependencia es la 
encargada de promover el desarrollo económico rural, especialmente mediante la reconversión y 
reactivación económica productiva de las economías campesinas, el cual, a su vez, se basa en la 
adopción de nuevos sistemas y procedimientos de producción y gestión empresarial para apoyar 
la competitividad del sector agropecuario y el uso de insumos. Además, se contempla el desarro-
llo de infraestructura productiva como el riego y la promoción de la organización campesina para 
la producción y la comercialización. Para el año 2011, esta dependencia tiene una asignación 
de Q. 261.2 millones sobre un presupuesto ministerial de Q. 759.7, la tercera parte del mismo.

Bajo la reestructura del MAGA, el anterior Viceministerio de Normas y Regulaciones se convierte 
en el Vice ministerio de Sanidad Agropecuaria y Regulaciones. Se orienta a la promoción de ac-
ciones para el control de la inocuidad así como para fortalecer la competitividad del sector agro-
pecuario y agroindustrial para hacer frente al entorno de la apertura comercial y el proceso de 
globalización. Pretende dar seguimiento a las temáticas de Sanidad Vegetal y Animal, y estimular 
zonas de desarrollo agroindustrial.

Por otra parte, se crea la Dirección de Coordinación Regional y Extensión Rural, la cual tiene por 
objeto…

…velar porque se proporcione a las familias rurales los servicios de asistencia técnica 
y de educación no formal, que le permitan adoptar tecnologías e innovaciones, que le 
brinden la oportunidad de la satisfacción de sus necesidades básicas, la generación de 
excedentes y el desarrollo integral.

Mediante esta dirección, que funciona directamente bajo la coordinación del Ministro de Agricul-
tura, Ganadería y Alimentación, se orienta el Sistema Nacional de Extensión Rural (SNEA), el cual 
trata de retomar las acciones de Extensión realizadas anteriormente por el MAGA, las que aún 
son consideradas el mayor aporte estatal a la población campesina empobrecida. Como aspecto 
positivo, cabe mencionar que para las acciones de Extensión Rural se asignó un presupuesto 
inicial de Q. 89.2 millones.



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala46

Directriz 5 

Por su parte, el Viceministerio de Seguridad Alimentaria y Nutricional (VISAN) experimenta 
un cambio importante. Antes del proceso de Reestructura asumía las funciones de coordinación 
de la Asistencia Alimentaria, de promoción de la producción de Granos Básicos y apoyo para el 
Almacenaje. Para el año 2010, el VISAN experimentó un fuerte recorte presupuestario: de Q. 
481.9 millones asignados inicialmente, finalizó el año con un presupuesto de Q. 275 millones, 
43% menos. Solamente los programas que se orientaban a estas tres funciones contaron con un 
presupuesto de Q. 144.7 millones pero para el presente año el presupuesto es muy inferior, de 
Q. 46.8 millones.

Varias dependencias del VISAN se trasladan al Viceministerio de Desarrollo Económico y Social, 
entre estas, el Programa de Apoyo a la Producción de Granos Básicos, que el 2010 sufrió de un 
fuerte debilitamiento presupuestario cuando se le recorta el 54% para finalizar el año con Q. 
6.3 millones. Si bien, el 2011 inicia con un presupuesto de Q. 24.8 millones, al mes de marzo ya 
había sufrido un recorte del 5%.

En términos generales no se percibe que el proceso de Reestructura del MAGA implique un 
cambio fundamental a sus posibilidades; más bien se mantienen las carencias y limitaciones 
institucionales, así como el enfoque que ha prevalecido en los años anteriores, orientado a pro-
mover una agricultura competitiva que pueda engarzarse hacia el comercio exterior. El apoyo al 
pequeño productor es marginal: entrega de pequeñas e insuficientes dotaciones de semilla híbri-
da y fertilizante químico, que incluso ha sido rechazado en muchas comunidades por provocar 
conflictos internos en las comunidades. La asistencia social viene a constituirse en el mecanismo 
para atender la pobreza rural.

Conclusiones
�	 El gobierno de Álvaro Colom no logró avances significativos en la lucha contra la pobreza y 

el hambre en Guatemala. Si bien se implementa por primera vez en la historia política na-
cional, un conjunto de acciones de asistencia social y alimentaria a gran escala, como lo son 
el programa de Transferencias Monetarias Condicionadas Mi Familia Progresa y las Bolsas 
Solidarias, no fue suficiente para mitigar el fuerte impacto que constituyó la crisis alimentaria 
del periodo 2008-2009.

�.	 Las políticas asistencialistas lograron una importante cobertura poblacional en situación de 
pobreza extrema; sin embargo, no desarrollaron mecanismos aceptables para priorizar a la 
población en situación de vulnerabilidad, lo que más adelante se tradujo en problemas para 
la implementación de las políticas. Se evidencia la ausencia de mecanismos que blinden este 
tipo de programas, en aspectos tales como transparencia y legitimidad. Por el contrario, es 
evidente la utilización clientelar de esos programas a favor del partido gobernante, algo que 
puede ser aprovechado por futuros gobiernos de no aplicarse correctivos adecuados.

�	 Se evidenció un fuerte retroceso en cuanto el Derecho a la Alimentación como tal, en tanto 
que se debilitan programas que buscan la sostenibilidad de la producción nacional alimenta-



Monitoreo de las directrices voluntarias para el Derecho a la Alimentación 2011 47

Instituciones

ria a favor de programas que si bien, atienden las necesidades de consumo alimentario, no 
generan capacidades en la población y fortalecen la dependencia. La entrada de contingen-
tes de alimentos afecta la producción nacional y no impacta en la reducción de los precios. Es 
un hecho, necesario de reconocer, la situación de Dependencia Alimentaria, lo que debería 
implicar acciones urgentes para que los fuertes cambios en el comercio exterior no impacten 
de forma tan severa en la población nacional.

�	 Las tendencias históricas no cambian, la pobreza y el hambre se mantienen y profundizan 
dentro de la población campesina e indígena. Sin embargo, se observan avances significati-
vos de la pobreza dentro de la población urbana. Como un efecto directo del encarecimiento 
de los alimentos, se estima que al menos un millón de personas bajaron de la línea de po-
breza general. Se hace necesario asumir políticas a favor de los sectores más golpeados por 
las recientes crisis económicas y alimentarias, tales como la vigilancia de salarios mínimos en 
el área rural por parte del Ministerio de Trabajo; fortalecimiento de programas de alimenta-
ción escolar por parte del Ministerio de Educación; ampliación y fortalecimiento del Sistema 
Nacional de Extensión Agrícola, SNEA, por parte del Ministerio de Agricultura, Ganadería y 
Alimentación.

�	 No se asumieron políticas de carácter integral como ejemplo, la Política Nacional de Desarro-
llo Rural Integral (PNDRI), así como tampoco se asumió la oportunidad que implica el Sistema 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (SINASAN). Por el contrario se ensayó con 
algunas políticas copiadas de otras experiencias, que por su deficiente diseño no lograron 
constituirse en herramientas sostenibles para la lucha contra la pobreza y el hambre. Sin em-
bargo más allá de descartarse estas acciones, sería más estratégico plantearse un rediseño 
basado en un enfoque de derechos humanos, lo que implicaría su institucionalización.
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Brenda Magali Cano Dávila  

Campaña Guatemala Sin Hambre 

Se debería considerar la posibilidad de incorporar disposiciones al  
ordenamiento jurídico y político, para facilitar la realización progresiva del 

derecho a la alimentación.

Se podrían contemplar mecanismos administrativos cuasijudiciales y judiciales 
para proporcionar vías de acceso adecuadas, eficaces y rápidas accesibles, 

especialmente para los grupos vulnerables.

Cuando ya se haya establecido el DAA en los sistemas legales, se debería 
informar a la gente acerca de los Derechos y las vías de recurso disponibles 

que se pueden invocar
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Introducción

Para un análisis desde la perspectiva de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales –DESC-, 
no basta con describir y sistematizar los datos cuantitativos y cualitativos de la pobreza en un 

país o una región; no basta con identificar los grupos vulnerables y las razones de su pobreza. 
Aunque estos datos son relevantes para un análisis de la situación de pobreza, desigualdad y la 
identificación de las causas estructurales de violaciones de estos derechos humanos. 

Una acción efectiva ante las situaciones de exclusión en que se encuentran quienes padecen las 
situaciones de pobreza debe enfocarse en las respuestas y responsabilidades que el Estado está 
obligado a dar ante la situación de privación de los grupos vulnerables. Un análisis de los DESC 
examina los procesos y políticas gubernamentales que causaron o siguen causando la pobreza. 
Pero más allá deberá centrarse en la exigibilidad de las obligaciones de derechos humanos que 
han sido asumidas por los Estados, cuando estas no se cumplen y generan violaciones de los 
derechos de las personas.

Se debería considerar la posibilidad de incorporar disposiciones al ordenamiento jurídico y políti-
co, para facilitar la realización progresiva del derecho a la alimentación.

Se podrían contemplar mecanismos administrativos cuasi judiciales y judiciales para propor-
cionar vías de acceso adecuadas, eficaces y rápidas accesibles, especialmente para los grupos 
vulnerables.

Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales se sustentan jurídicamente en el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, PIDESC, elaborado por la Asamblea de 
Naciones Unidas en 1966, y que cobran vigencia en 1976. Guatemala lo ratifica por el Decreto 
legislativo 69-87, incorporándolo a la normativa jurídica nacional. y aunque el derecho a la ali-
mentación es un derecho humano, en la práctica se ha visto la necesidad de que se incorpore en 
las normas jurídicas relacionadas al tema y analizar si cumplen con los estándares internacionales 
de derechos humanos.
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I. Regulaciones Internacionales y Nacionales

I.1 Regulación a nivel Internacional1

Declaración Universal de los Derechos Humanos

Artículo 25 regula: Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso 
de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Artículo 11

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de 
vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una 
mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apro-
piadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia 
esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda per-
sona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación 
internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para: a) Mejorar 
los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utiliza-
ción de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el 
perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación 
y la utilización más eficaces de las riquezas naturales; b) Asegurar una distribución equitativa de 
los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que 
se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”

Artículo 12

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar 
del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual.

1	 Declaración Universal de los Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador, Convención Internacional Sobre los Derechos del 
Niño, 
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2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición, los Estados partes 
se comprometen a perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento y distribución de 
alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación internacional en 
apoyo de las políticas nacionales sobre la materia.

Convención Internacional Sobre los Derechos del Niño 

Artículo 24 regula la obligación del Estado para: 

�	 Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

�	 Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la 
salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro 
de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros 
y riesgos de contaminación del medio ambiente; 

�	 Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres; 

�	 Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, conozcan 
los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia mater-
na, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan 
acceso a la educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

�	 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para abolir 
las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños. 

Artículo 27 de la Convención se establece que:

�	 Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para 
su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 

�	 Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, 
adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el 
niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material 
y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 

Declaración del Milenio2

En septiembre de 2000, en la ciudad de Nueva York, realizan la Cumbre del Milenio. represen-
tantes de 189 estados recordaban los compromisos adquiridos en los noventa y firmaban la 
Declaración del Milenio.

Cada Objetivo se divide en una serie de metas, un total de 18, cuantificables mediante 48 indi-
cadores concretos.

2	 Declaración del Milenio y Objetivos de Desarrollo del Milenio. 
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Se asume el compromiso de “liberar a nuestros semejantes, hombres, mujeres y niñez, de las 
condiciones abyectas y deshumanizadoras de la pobreza extrema”. Los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio (ODM) formulan ocho objetivos vinculados a 18 metas específicas; para su realización 
la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo de 2002 propone los medios 
para movilizar recursos a fin de concretar los ODM. El Objetivo de Desarrollo del Milenio No. 1 se 
vincula directamente con la disminución de personas que padecen pobreza extrema y hambre.3

Objetivo 1: Erradicar la pobreza extrema y el hambre. 

�	Reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, la proporción de personas que sufren hambre. 

�	Reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, la proporción de personas cuyos ingresos son inferio-
res a un dólar diario. 

�	Conseguir pleno empleo productivo y trabajo digno para todos, incluyendo mujeres y jóvenes. 

Las metas de reducción de hambre y desnutrición fijadas para el 2015  por la ONU, no  se cum-
plirán si  no hacemos algo respecto a la forma en que encaramos el desarrollo.

Las políticas adecuadas deben apuntar a la prevención del hambre y la desnutrición. 

En Guatemala ha sido insuficiente contrarrestar la crisis alimentaria, los programas asistenciales 
existes como el Cohesión Social, no garantiza la erradicación del hambre en nuestro país, deben 
de estar acompañados de otros programas que resuelvan los problemas estructurales. 

La desnutrición constituye la cara de la pobreza que no se refleja en el nivel de ingresos y el mun-
do está lejos de cumplir las metas que se ha trazado para erradicarla.

I.2 Regulación a nivel Nacional4

En el Estado de Guatemala, recae la responsabilidad primordial de promover el desarrollo econó-
mico, social y cultural de su pueblo, de elegir sus objetivos y medios de desarrollo, de movilizar 
y utilizar sus recursos, de llevar a cabo reformas económicas y sociales progresivas y de asegurar 
la plena participación de su pueblo en el proceso y los beneficios del desarrollo. Para el cumpli-
miento de estos objetivos durante el proceso democrático se abrió un conjunto de instrumentos 
jurídicos que posibilitan el fortalecimiento de los derechos humanos de la población.

3	 Se plantea reducir a la mitad la proporción de la población que vive en situación de hambre y pobreza extrema, definiendo a las 
mismas como las personas que sobreviven con un ingreso diario por persona inferior a US$1.24 dólares diarios (un dólar diario a 
precios de 1985). Para el año 2009 el monto para Guatemala sería de Q10.30 aunque el precio del mismo dólar se ha devaluado a 
nivel internacional, por lo que el monto real podría superar los Q12.00.

4	 Constitución Política de la República de Guatemala, Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia de Guatemala, LPINyA
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Constitución Política de la República de Guatemala

Establece en su artículo 99, la obligación de las instituciones especializadas del Estado de coor-
dinar sus acciones entre sí, con la finalidad de lograr un sistema alimentario nacional efectivo.

Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia

Es necesario considerar que en la Convención Internacional Sobre los Derechos del Niño y en 
la Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia, LPINyA, no se regula en forma expresa 
el derecho de alimentación, (se menciona la alimentación en el cuerpo normativo, pero no se 
individualiza como un derecho), sin embargo, ambos instrumentos legales poseen mecanismos 
de reconocimiento de otros derechos no establecidos o reconocidos en los mismos o en otros 
instrumentos legales. 

En el artículo 4 regula que: Es deber del Estado promover y adoptar las medidas necesarias 
para proteger a la familia, jurídica y socialmente, así como garantizarle a los padres y tutores, el 
cumplimiento de sus obligaciones en lo relativo a… alimentación… de todos los niños, niñas y 
adolescentes. 

Esta ley regula la ruta legal que el proceso debe seguir, y quienes deben y pueden intervenir, así 
como en qué fases el proceso puede concluir.

En Guatemala se encuentra la ya mencionada Ley del Sistema Nacional de Seguridad Alimenta-
ria y Nutricional, SINASAN, mediante la cual se establecen los mecanismos para la coordinación 
de todas las acciones, tanto públicas como privadas, que tienen vinculación a la atención de la 
problemática alimentaria. La ley del SINASAN se enfoca más directamente a desarrollar los me-
canismos de funcionamiento y coordinación interinstitucional, aunque los principios políticos y 
ejes articuladores se desarrollan en la Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, 
PNSAN, la cual aborda los principios fundamentales del Derecho a la Alimentación.

En la Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, PNSAN, aunque el reconocimiento 
del Derecho a la Alimentación en Guatemala es frecuentemente evadido con argumentaciones 
opuestas al mismo, especialmente a raíz de la existencia de la ley del Sistema Nacional de Se-
guridad Alimentaria y Nutricional, SINASAN, en el cual se retoma el concepto del Derecho a la 
Seguridad Alimentaria y Nutricional. 

Por otra parte entre sus considerandos la ley del SINASAN retoma el Derecho a la Alimentación Ade-
cuada, mencionando especialmente el artículo 11 del PIDESC; y retoma que el Comité de los Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales asentó en la Observación General número 12 la interpretación 
del contenido normativo del artículo 11 del PIDESC, que define el concepto del Derecho a la Alimen-
tación.5 Estos énfasis que se dan en ambos documentos aclaran el sentido jurídico que el Derecho a 
la Alimentación tiene en Guatemala, a pesar que frecuentemente es negado como tal.6

5	 Decreto 32-2005, Ley del SINASAN. Párrafos 3ero. y 4to. 
6	 Zepeda, Ricardo, “Compromisos del Estado guatemalteco para hacer realidad el Derecho a la Alimentación”



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala56

Directriz 7 

II. Conceptualizaciones básicas7:
Marco Jurídico: Conjunto de disposiciones, leyes, reglamentos y acuerdos a los que debe apegar-
se una dependencia o entidad en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas.

Pacto: Tratado Internacional, acuerdo voluntario entre Estados. 

Ley: Norma dictada por una autoridad pública que a todos ordena, prohíbe o permite, y a la cual 
todos deben obediencia, norma jurídica dictada por el legislador.

Justiciabilidad: La existencia de mecanismos procesales aptos para entablar una demanda por 
violaciones a un derecho.

Derecho: Es el orden normativo e institucional de la conducta humana en sociedad inspirado 
en postulados de justicia, cuya base son las relaciones sociales existentes que determinan su 
contenido y carácter.

Desde el punto de vista objetivo, es conjunto de leyes, reglamentos y demás resoluciones, de 
carácter permanente y obligatorio, creadas por el Estado para la conservación del orden social

Litigio Estratégico: Conocido también como litigio paradigmático, litigio de interés público o de 
las causas justas, el común denominador de los conceptos está referido a sus efectos.

Más allá del interés particular y se persigue un interés social, el beneficio común o bien común. 

Es el conjunto de acciones jurídicas orientado a la consecución de un el interés público, del bien 
común; aquel que se realiza con el claro objetivo de contribuir al cambio social.

Demanda8: Toda petición formulada ante un tribunal de justicia, el medio a través del cual una 
persona expone sus pretensiones a un tribunal iniciando así un proceso judicial. 

Según FIAN mas allá de los conceptos meramente técnicos, la consideración de la alimentación 
adecuada como un derecho, tal como lo hacen los instrumentos internacionales de derechos 
humanos y las constituciones implica el reconocimiento de un poder jurídico de los titulares del 
derecho para exigir su realización y de un conjunto de obligaciones por parte del Estado, que 
deben ser cumplidas en beneficio de los titulares del derecho. La principal consecuencia de la 
consagración legal de la alimentación como un derecho es que la misma no se considere como 
un mero concepto técnico, como el de la nutrición o la seguridad alimentaria, sino como un 
verdadero derecho exigible política y jurídicamente. En materia jurídica la coercibilidad podrá ser 
administrativa, cuasi judicial o judicial.

7	 Diccionario Jurídico Elemental – Guillermo Cabanelas edición 2003, contiene 390 páginas. 
8	 Definición tomada de: www.abogadosconjuicio.com
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III.	 La Justiciabilidad del Derecho Humano a la Alimentación de la 
Niñez y la Adolescencia

La justiciabilidad puede entenderse como los mecanismos jurídicos de exigir el cumplimiento 
de los derechos humanos, es decir, que el Estado en su papel de garante, sea exigido para 
garantizarlos.

La Convención Internacional de los Derecho del Niño reconoce el derecho humano a la alimen-
tación, asimismo la Ley de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia en su artículo 4 esta-
blece la obligación del Estado de garantizarlo. 

La misma Ley regula el mecanismo de demandar judicialmente cuando exista amenaza o viola-
ción de los derecho humanos, estableciendo un procedimiento de protección, que se desarro-
llaría dentro de un tiempo de 40 días, si se cumplen los plazos, sin embargo en realidad, esto 
podría llevarse a cabo en los Juzgados en Guatemala, en un lapso de 18 meses y en el interior 
en un lapso de 6 meses.

Dentro de este esquema de protección tiene un papel fundamental la Procuraduría General de 
la Nación, pues tiene un doble papel, el que le corresponde el este proceso es el investigar y 
de aportar elementos de prueba que acrediten la amenaza o violación, esta sería su labor legal 
y natural, sin embargo, también le corresponde asumir la defensa de El Estado si sus intereses 
están en juego. 

Este puede ser el camino para hacer justiciables los derechos humanos de la niñez y adolescen-
cia, y lo ha sido en otro tipo de derechos humanos, en donde se ha determinado la violación de 
éstos, pero no se ha determinado que el Estado es el responsable, tampoco se ha determinado 
la violación al derecho a la alimentación, por lo que los juzgados no están familiarizados con esta 
temática, lo que no significa que no se pueda hacer.

La vía de la Justiciabilidad representa entonces un nuevo reto en la defensa de los Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, y muy especialmente en relación con el derecho a la alimentación. 
Sin embargo es imposible empezar a presentar casos de violaciones de los DESC ante las cortes, 
para poder generar cambios en la cultura jurídica, si no existe una cultura de reconocimiento 
de los DESC como verdaderos derechos exigibles, si los abogados de las víctimas carecen de los 
conocimientos necesarios para la adecuada argumentación de los casos, o cuando los jueces no 
están dispuestos o no cuentan con los conocimientos requeridos para la protección judicial de 
dichos derechos. 

Llevar casos de violaciones ante jueces que no se encuentran sensibilizados sobre la materia, o 
que no cuentan con los conocimientos jurídicos para aplicar el derecho internacional podría ge-
nerar fallos negativos, lo cual generaría un efecto contraproducente para el reconocimiento del 
derecho. Es por eso que antes de iniciar un trabajo activo en el apoyo a la presentación de casos 
por parte de las víctimas ante los tribunales se hace necesario informar, formar y sensibilizar a 
jueces y abogados sobre la materia.
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Una vez los jueces hayan decidido aplicar el derecho internacional aplicable a la materia y entien-
dan la necesidad y el rol que juegan en la construcción de una sociedad más equitativa, podrá 
comenzarse a presentar casos bien fundamentados y estratégicamente escogidos, a fin de gene-
rar un precedente judicial, que pueda irradiar todo el trabajo, no solo judicial, sino administrativo 
de los agentes estatales.

Dicho trabajo de formación, requiere generar conciencia a todo nivel sobre la importancia y el 
potencial de la Justiciabilidad de los DESC, sobre las tácticas y estrategias jurídicas requeridas 
para el efecto y sobre los resultados esperados. En el mundo globalizado dicha formación no sólo 
requiere el reconocimiento e implementación en el régimen jurídico interno, entendido como 
independiente y autónomo sino que invoca la integración de estándares regionales e internacio-
nales en el trabajo de defensa jurídica, e incluso de la instrucción sobre el aprovechamiento de 
diversos mecanismos regionales e internacionales de protección de los derechos.

En concordancia con las obligaciones del estado de respeto, protección y garantía, la Ley de Pro-
tección Integral de la Niñez y Adolescencia ha introducido un cambio radical en el tratamiento de 
la niñez y adolescencia desposeída. No fueron pocos los casos en los que, basados en la legisla-
ción anterior, se criminalizaba y victimizaba aun más a niños, niñas y adolescentes por su propia 
condición de pobreza. Ante la imposibilidad de los padres de familia de alimentar a sus hijos, la 
única reacción posible por parte del Estado era sustraer a los niños del seno familiar e internarlos 
en centros, esta situación ha sido modificada en buena parte por medio del reconocimiento de 
la función de protección y garantía del Estado: 

“Art. 21 Carencia Material. La falta o carencia de recursos materiales de los padres o de la familia 
no constituye motivo suficiente para la pérdida o suspensión de la patria potestad. 

(…) El Estado prestará la asistencia apropiada a los padres, familiares y a los representantes le-
gales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza y cuidado del niño, 
promoviendo y facilitando para ello la creación de instituciones, instalaciones y servicios de apoyo 
que promuevan la unidad familiar.” 

La condición de pobreza y desnutrición no es más condición que faculte al Estado a penalizar aun 
más a la familia y a los niños, niñas y adolescentes; antes bien se reconoce la obligación del Es-
tado de prestar la asistencia necesaria para que los padres puedan cumplir con sus obligaciones, 
incluyendo el de alimentación. Así lo reconoce el artículo 25 de la LPINyA: 

“Art. 25. Nivel de vida adecuado. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho, a un nivel de 
vida adecuado y a la salud, mediante la realización de políticas sociales públicas que les permitan 
un nacimiento y un desarrollo sano y armonioso, en condiciones dignas de existencia.” 

Es importante que tomemos en cuenta que en Guatemala no hay muchos registros que de-
muestren que la población hace uso del derecho a las alimentación, miles de personas padecen 
hambre porque el Estado no crea las condiciones reales para acceder a la alimentación en calidad 
y cantidad suficientes, sin embargo, nadie demanda esta situación judicialmente. 
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A continuación se presenta un ejemplo de casos que se han impugnado por violación del Dere-
cho a la Alimentación en Guatemala. 

Cuadro 1 
Violaciones al Derecho a la Alimentación en Guatemala

Año Expediente Acción Constitucional Motivo de Impugnación Sentencia

2002 983-2002 Acción de inconstituciona-
lidad del artículo 66 del Re-
glamento para la Inocuidad 
de los Alimentos, contenido 
en el Acuerdo Gubernativo 
969-99 del Presidente de la 
República

Impugnación de atribuciones 
asignadas al Ministerio de 
Salud, por virtud del artículo 
66 del Reglamento para la 
Inocuidad de los Alimentos, 
contenido en el Acuerdo 
Gubernativo 969-99 del Presi-
dente de la República, para la 
autorización de las importacio-
nes de alimentos procesados y 
materias primas procesadas o 
secundarias. 

Sin lugar

2003 1098-2003 Inconstitucionalidad del 
Acuerdo Ministerial 577-
2003, publicado el doce de 
febrero de dos mil tres, en el 
Diario de Centroamérica, el 
cual contiene disposiciones 
para desarrollar mecanis-
mos y procedimientos que 
contribuyan a la seguridad 
alimentaria de la población.

Impugnación de las funciones 
y atribuciones de la Mesa Na-
cional Alimentaria, por contra-
venir disposiciones del Código 
de Salud.

Amparo sin ma-
teria por deroga-
ción del Acuerdo 
Ministerial

2005 1894-2005 Acción de Inconstitucio-
nalidad General Parcial de 
los artículos 1°, 4° y 21 
del Acuerdo Gubernativo 
29-2004, Reglamento para 
la fortificación de la sal con 
yodo y sal con yodo y flúor

Por la disposición indiscrimina-
da de fortificar toda la sal de 
consumo humano con yodo 
y flúor, habiendo regiones del 
país en la que el agua ya cuen-
ta con yodo y/o fluor, lo que 
provoca la sobredosis dañina 
para la salud y alimentación

Inconstituciona-
lidad declarada 
con lugar

Fuente: Elaboración Stefan Hartleben en base a información de la Base de Datos de la Corte de Constitucionalidad

III.1 Estrategia de Litigio como Mecanismo de Promoción de los DESC

Las violaciones de los derechos humanos en el contexto de la desigualdad social, que marca de 
manera impresionante a los países de Latinoamérica, ha despertado entre los activistas de diver-
sos países de la región el interés por el uso de los recursos judiciales para la defensa de los de-
rechos sociales, en busca de combatir las causas estructurales de la pobreza, como instrumento 
complementario a la lucha política por la realización de dichos derechos.
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a) Para que nos puede servir el Litigio Estratégico:

�	 Apoyo de acciones sociales-políticas

�	 Visibilizar la situación social de minorías o grupos vulnerables

�	 Evidenciar deficiencias jurídicas y/o procesales

�	 Llamar e incorporar la atención internacional sobre casos concretos y específicos pero que 
evidencian una situación generalizada de amplios sectores de a población

�	 Promover la participación positiva y progresista de los juzgadores

�	 Construir a partir de precedentes o jurisprudencia

b) Criterios para elaborar estrategias de litigio en DESC:

�	 Selección de casos para promover impacto social

�	 Decisión sobre la jurisdicción

�	 Participación de víctimas en el proceso 

�	 Utilización de pruebas científicas

c) Rol de Jueces y Magistrados en el Litigio estratégico: 

�	 Garantizar el respeto de los DESC.

�	 Precisar su contenido jurídico.

�	 Fomentar las interpretaciones de las leyes nacionales que den efecto a las obligaciones 
derivadas del PIDESC (OG 9, párr. 11) 

�	 Sentar precedentes a fin de evitar futuras violaciones. 

�	 Garantizar la reparación de los daños causados y la no repetición de violaciones. 

�	 Abstenerse de decisiones que vulneren derechos. 

Los tribunales deben tener en cuenta los derechos reconocidos en el PIDESC9 cuando sea necesa-
rio, para garantizar que el comportamiento del Estado está en consonancia con las obli-
gaciones dimanantes del Pacto. La omisión por los tribunales de esta responsabilidad 
es incompatible con el principio del imperio del derecho, que siempre ha de suponerse que 
incluye el respeto de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos” Obser-
vación General No. 9 del Comité DESC10

9	 Pacto Internacional del los Derechos Económicos Sociales y Culturales. 
10	 Tomada de la Presentación de Ana María Suarez, marzo 2011
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Conclusiones: 
�	 En Guatemala hay muchos niños a quienes el derecho humano a la alimentación le es 

violado diariamente, y muchos otros niños se encuentran en permanente amenaza, sin 
que exista exigencia jurídica para respetar y cumplir este derecho de parte de El Estado. 

�	 Es obligación del Estado garantizar que DESC sean exigibles y justiciables, en el ámbito 
nacional e internacional.

�	 Contemplar mecanismos administrativos cuasi judiciales y judiciales para proporcionar 
vías de acceso adecuadas, eficaces y rápidas accesibles, especialmente para los grupos 
vulnerables en su Derecho a la Alimentación. 

�	 Las metas de reducción de hambre y desnutrición fijadas para el 2015  por la ONU, no  se 
cumplirán si  no hacemos algo respecto a la forma en que encaramos el desarrollo.

�	 En Guatemala ha sido insuficiente contrarrestar la crisis alimentaria, los programas asis-
tenciales existentes, no garantiza la erradicación del hambre, deben de estar acompaña-
dos de otros programas que resuelvan los problemas estructurales. 

�	 Los juzgados no están familiarizados con la Justiciabilidad del derecho a la alimentación, 
lo que no significa que no se pueda hacer.

�	 La vía de la Justiciabilidad es un nuevo reto en la defensa de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, y muy especialmente en relación con el derecho a la alimentación.

Recomendaciones: 
�	 Exigir judicialmente el cumplimiento del Derecho Humano a la Alimentación.

�	 Que sean atendidos de forma inmediata a las niñas y niños con desnutrición en nuestro 
país.

�	 Que se dicten las medidas cautelares pertinentes para atender los casos de desnutrición 
en niñas y niños primordialmente. 

�	 Garantizar que el comportamiento del Estado está en consonancia con las obligaciones 
dimanantes del PIDESC. 

�	 Sensibilizar a los jueces sobre la justiciabilidad de los Derechos Económicos Sociales y 
Culturales.





Directriz 8b 

Tierra

Wolfgang Krenmayr 
Diócesis de San Marcos*

“Los Estados deberían adoptar medidas para promover y proteger la seguri-
dad de la tenencia de la tierra, especialmente con respecto a las mujeres, los 
pobres y los segmentos desfavorecidos de la sociedad, mediante una legisla-

ción que proteja el derecho pleno y en condiciones de igualdad a poseer tierra 
y otros bienes, incluido el derecho a la herencia. Según convenga, los Estados 

deberían estudiar la posibilidad de establecer mecanismos jurídicos y otros 
mecanismos de políticas, en consonancia con sus obligaciones internacionales 

en materia de derechos humanos y de conformidad con el estado de dere-
cho, que permitan avanzar en la reforma agraria para mejorar el acceso de las 
personas pobres y las mujeres a los recursos. Tales mecanismos deberían pro-
mover también la conservación y la utilización sostenible de la tierra. Debería 

prestarse particular atención a la situación de las comunidades indígenas.”

*.	 Sociólogo con especialidad en Derechos Humanos, investigador regional de la Pastoral Social de la Diócesis de San Marcos en tema 
de conflictividad agraria, laboral y ambiental.”
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Introducción

El carácter rural y la importancia de la agricultura para la alimentación y el sustento familiar 
de las y los guatemaltecos le atribuyen mayor importancia al tema de la tierra respecto al 

derecho a la alimentación. La deuda política, de siglos, es reconocida como responsabilidad del 
Estado en el marco de los Acuerdos de Paz. Sin embargo, las respectivas políticas de desarrollo 
rural y las demás políticas que afectan a la población no han recogido de manera satisfactoria los 
pendientes históricos.

El monitoreo del año pasado1 se enfocó en el rendimiento de las dos principales instituciones 
públicas relativas a la problemática del agro: la Secretaria de Asuntos Agrarios, responsable de re-
solver la conflictividad agraria, y el Fondo de Tierras FONTIERRAS, destinado a proveer el acceso a 
tierras de campesinos empobrecidos. Desde entonces los papeles que referidas instituciones han 
desempeñado no han variado significativamente, únicamente el presupuesto de FONTIERRAS es 
mayor en el ejercicio fiscal 20112.

Los sucesos en los últimos meses, así como las realidades actuales, obligan a que se aborden 
cuatro temas específicos relativos a la importancia de los temas tierra y territorio; 1)Derecho Hu-
mano a la Alimentación: La necesidad de contar con un marco legal que favorece el desarrollo 
rural integral y las actuaciones dilatorias para evitar que la iniciativa 4084 sea aprobada; 2) La au-
sencia de políticas funcionales de acceso a tierra, pues el actual mecanismo del así denominado 
“mercado de tierras” ha confirmado ser inoperable por crear una burbuja especulativa y precios 
sobrevalorados de tierras que los campesinos no pueden pagar lo que les ha implicado una deu-
da económica, conocida como deuda agraria, originada por la deuda política en temas agrarios; 
3) otra deuda relevante del Estado con los Pueblos Indígenas es el reconocimiento de su papel 
decisorio en la definición de su propio destino y del destino del país – el respeto a las consulta 
comunitarias y 4) Como último punto específico, preocupa que en el año 2011 la administración 
del Presidente Álvaro Colom haya regresado a la práctica de desalojos violentos y asesinatos de 
campesinos. 

En la segunda parte del presente capítulo, a manera de ejemplo, se analizan dos conflictos agra-
rios acompañados por la Pastoral Social de San Marcos, lo que facilita a derivar conclusiones y 
proponer respectivas recomendaciones.

1	 Colectivo Social por el Derecho a la Alimentación: Informe Alternativo del Derecho a la Alimentación en Guatemala: Monitoreo de 
las Directrices Voluntarias para el Derecho a la Alimentación 2010, Magna Terra Editores S.A., Guatemala, 2010, páginas 89ff. Puede 
consultarse en http://pti.org.gt/publicacion/publicaciones.php?publicacion=12 

2	 El presupuesto vigente de FONTIERRAS aumentó de Q 36.8 millones en el 2010 a Q 97.6 millones para el año 2011.
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I. Estancamientos y dinámicas respecto al marco normativo
El presente informe de monitoreo abarca el período del segundo semestre del año 2010 y el 
primer semestre del 2011. Sin menoscabar la importancia de dinámicas legales de otros momen-
tos, en el presente apartado únicamente se abordan cuestiones conexas a dinámicas normativas 
relevantes respecto al tema de la tierra en el período mencionado, específicamente en dos te-
mas: a) la iniciativa de ley número 4084, popularmente conocida como “Ley de Desarrollo Rural 
Integral”, y b) el intento de regular la obligación del Estado de consultar a los Pueblos Indígenas 
sobre medidas susceptibles de afectarlos.

I.1 La iniciativa de ley 4084 para el Desarrollo Rural Integral

La deficiencia del marco normativo respecto al tema del desarrollo rural, tenencia de tierras y 
otros temas conexos, es de conocimiento común desde hace décadas. La Constitución Política 
de la República de Guatemala (CPRG) vigente desde enero 1986 tiene vacios, por ejemplo, refe-
rencias a “leyes específicas” que aún después de 25 años siguen siendo pendientes de ser apro-
badas para regular asuntos específicos3. En los Acuerdos de Paz se retomaron temas pendientes 
en la agenda nacional, especialmente el Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación 
Agraria (ASESA) y el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas (AIDPI) en los 
que se establecieron un conjunto de reformas necesarias para la inclusión de la población indíge-
na, femenina y rural, excluida y marginada desde hace siglos. En agosto 2005 el Congreso de la 
República aprobó la Ley Marco de los Acuerdos de Paz, que elevó el tipo de compromiso de los 
Acuerdos de Paz y los establece como obligación del Estado y sus organismos.

En materia agraria, sin embargo, dos compromisos del ASESA siguen pendientes de implemen-
tar: la “reforma del marco jurídico del agro y de un desarrollo institucional en el área rural que 
permita poner fin a la desprotección y el despojo que han afectado a los campesinos y, en parti-
cular, a los pueblos indígenas” (Art.37, ASESA) y además de “promover la creación de una juris-
dicción agraria y ambiental dentro del Organismo Judicial mediante la emisión de la ley corres-
pondiente” (Art.37, inciso (b), ASESA), en otros términos, la aprobación de la Ley de Desarrollo 
Rural Integral y del Código Agrario.

Para la elaboración del Código Agrario, se presentaron varias propuestas en los últimos años. 
La Ley del Registro de Información Catastral (RIC), aprobada en el 2005 previó a la creación de 
tribunales agrarios y se contempló que la Corte Suprema de Justicia elaborara una iniciativa de 
ley para regular la jurisdicción agraria4. Sin embargo, la iniciativa fue rechazada por el Comité 
Coordinador de Asociaciones, Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF), enton-
ces presidida por Carlos Zúñiga e impugnada por el presidente de la Cámara de Industria, Ricardo 
Sagastume. Recursos presentados ante la Corte de Constitucionalidad (CC), finalmente llevaron 

3	 Por ejemplo, relativo a la sección denominada “Comunidades Indígenas”, el Art.70 CPRG establece “Artículo 70. Ley específica. Una 
ley regulará lo relativo a las materias de esta sección.”

4	 Art.91 Ley del Registro de Información Catastral, Decreto Número 41-2005: “La Corte Suprema de Justicia deberá crear los 
tribunales agrarios, y haciendo uso de su iniciativa de ley, en el menor plazo posible presentará al Congreso de la Repú-
blica una iniciativa de ley con la legislación sustantiva y adjetiva para su aplicación…” – citada disposición fue suspendidas 
por la Corte de Constitucionalidad en marzo del 2007.
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a que se suspendiera la disposición que señala a la Corte Suprema de Justicia como responsable 
de elaborar y presentar una iniciativa de ley. Y con ello, la iniciativa quedó estancada en el año 
2006, estando pendiente retomar el tema.

Respecto al segundo compromiso, el 11 de agosto del 2009 el pleno del Congreso de la Repú-
blica de Guatemala conoció la iniciativa de ley número 4084, “Ley del Sistema Nacional del 
Desarrollo Rural Integral” la cual se presentó de parte de diputados de varias bancadas, ha-
biendo sido elaborada a partir de diversos sectores y con amplio consenso de participación entre 
organizaciones campesinas, indígenas y sociales. Pronto la iniciativa logró el dictamen favorable 
de la Comisión de Agricultura, Ganadería y Pesca, dando así luz verde para que el pleno del 
Congreso deliberara y aprobara la iniciativa. No obstante, a principios del 2010 el Congreso de-
cidió implementar un procedimiento Sui géneris : creó varios espacios de “diálogo”, también la 
“Mesa de Reactivación Económica, Desarrollo Rural y Pueblos Indígenas” con la finalidad de es-
cuchar la opinión de organizaciones de la sociedad civil. De hecho, se trata de un procedimiento 
extralegal, ya que según la ley, después de un dictamen favorable de la comisión responsable el 
pleno debe conocer la iniciativa y el dictamen y no que se forme otra mesa para debatirlo con la 
ciudadanía. Muchos cuestionaron el proceso de la presentación de la iniciativa porque la misma 
ya ha pasado por varios diálogos y construcción de consensos y que se ha dialogado del mismo5 
a lo largo de doce años6, para que ahora vuelva a iniciarse con nuevos así llamados “diálogos” 
en una así denominada “mesa”.

A partir de marzo del 2010 se realizó una serie de reuniones bajo la coordinación del diputado 
Unionista Mariano Rayo Muñoz, para intercambiar diversos análisis sobre la iniciativa de ley 
con la sociedad civil. Entre las 83 organizaciones inscritas en la mesa figuraron organizaciones 
campesinas, por ejemplo, Plataforma Agraria, Comité de Unidad Campesina, Alianza para el 
Desarrollo Rural Integral (ADRI), asociaciones empresariales, la cámara de Industria, Cámara del 
Agro, la Gremial de Minas, Canteras y Procesadoras de la Cámara de Industria y el Centro de In-
vestigaciones Económicas Nacionales (CIEN). Lamentablemente, el primer tropiezo se registró al 
momento de definir la metodología de la mesa. Hubo propuestas concretas para la metodología 
de trabajo de parte de la ADRI, sin embargo, no fueron consideradas, previamente ya se había 
decidido la modalidad de trabajo.

En varias audiencias públicas los inscritos en la Mesa presentaron sus opiniones, sus recomenda-
ciones y respondieron a preguntas de los demás. Tras haberse concluido esta etapa de trabajo 
de la mesa, se esperaba que el equipo técnico integrara las opiniones y redactara un informe 
para el pleno del Congreso. En algunos momentos el debate se puso más denso, por ejemplo en 
julio 2010 elPeriódico tituló el reportaje noticiero principal de la sección de Economía con: “La 
ley de Desarrollo Rural y el retorno del marxismo7”. La metodología tomó otro giro inesperado y 
la coordinación de la mesa propuso que se efectuara un análisis de la propuesta de ley artículo 
por artículo, similar a uno de los procedimientos previstos para el pleno del Congreso. Este paso 
llevó a las organizaciones campesinas, indígenas y de la sociedad civil a una reflexión sobre la 

5	 A manera de referencia, consulte: Adrian Zapata, El proceso de formación de la política pública de desarrollo rural en Guatemala, 
Período 1996-2006, FLACSO/ASDI, Guatemala, 2009.

6	 http://www.s21.com.gt/opinion/2010/05/19/ley-desarrollo-rural-otra-mesa , consultado el 01/09/2011
7	 http://www.elperiodico.com.gt/es/20100727/economia/166319 , consultado el 01/09/2011



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala68

Directriz 8B 

verdadera finalidad de la Mesa ya que en vez de permitir que avanzara la iniciativa de ley, pa-
reciera responder a intereses de algunos sectores de evitar que se aprobara la Ley de Desarrollo 
Rural Integral. En un lapso de dos meses y medio se analizaron tan sólo siete de los 43 artículos 
y finalmente la ADRI y otras organizaciones campesinas, indígenas y sociales decidieron ya no 
seguir avalando una práctica dilatoria con su presencia.

Mientras que el tema siegue siendo punto central en las agendas de organizaciones campesinas, 
indígenas y sociales, sin embargo, en los demás ámbitos no ha habido voluntad política para 
poner la iniciativa 4084 en la agenda del Congreso de la República. Quedando pendiente de una 
vez más que la reforma del agro y el que se establezcan reglas equitativas, incluyentes y justas 
que reconozcan los derechos humanos a las grandes mayorías, actualmente discriminadas y es-
tructuralmente excluidas.

I.2 El intento de regularizar las consultas comunitarias de los Pueblos Indígenas

El AIDPI contempla varias medidas concretas para garantizar derechos humanos específicos de 
los Pueblos Indígenas, entre estas, la aprobación y ratificación del Convenio 169 sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 
Ha sido uno de los pocos pasos muy importantes para el reconocimiento en Guatemala de los 
derechos de los pueblos indígenas. Es indispensable tener presente que mientras una parte del 
convenio es autoejecutable, es decir que no necesita legislación interna específica, otra parte sí 
requiere de la aprobación de normas adicionales que implementan los anuncios generales. La 
ratificación del Convenio creó mucha expectativa a fin de lograr respeto y equidad entre pueblos 
indígenas y demás población guatemalteca, sin embargo, no se previeron las medidas necesarias 
para la implementación de las disposiciones del Convenio 169.

En cuanto al tema central de la presente directriz – la importancia del recurso tierra para el de-
recho humano a la alimentación – el Convenio 169 prevé visiones más acertadas a la realidad 
al establecer que “deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de 
posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan…” (Art.14, iniciso 1, Convenio 169). En 
otra disposición enfatiza que el término de “tierras… deberá incluir el concepto de territorios, lo 
que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan 
de alguna otra manera” (Art.13, inciso 2, Convenio 169). En este sentido, al referirse a territorios 
implica que los derechos de los pueblos indígenas van más allá de los títulos legales y registrales 
de la propiedad previstos en el Código Civil con sus raíces mediterráneas.

Además, el Convenio 169 establece que los gobiernos deberán “consultar a los pueblos interesa-
dos, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones represen-
tativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente” (Art.6, iniciso a), Convenio 169). Y al abordar el tema de la minería expresamente 
menciona el deber del Estado de “consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados y en qué medida, antes de emprender o autorizar 
cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras”. Cita-
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das disposiciones le reconocen el carácter de sujetos a los pueblos indígenas que va más allá de 
sólo encontrarse en el territorio nacional, sino de definir su propio destino como pueblo.

En mayo y junio del 2004 se convocaron en el departamento de San Marcos a las primeras dos 
consultas comunitarias de buena fe en los municipios de Sipacapa y de Comitancillo8, basadas en 
las disposiciones del Convenio 169, así como el Código Municipal y la Ley de los Consejos de De-
sarrollo Urbano y Rural. Participó toda la población en la consulta y emitió su opinión al respecto 
de posibles autorizaciones de proyectos industriales de explotación de recursos naturales, como 
por ejemplo, de minería y otros. Las grandes afluencias a las consultas han reafirmado la necesi-
dad y urgencia de reconocer el derecho a la consulta y de respetar sus resultados. El número de 
consultas comunitarias realizadas ha crecido significativamente a manera que entre el año 2004 
y hasta mayo 2011 en Guatemala se han realizado más de 57 consultas comunitarias – encabe-
zados por Huehuetenango con 30 consultas y San Marcos con 14 – en rechazo los referidos tipos 
de proyectos de inversión.

A la vez, se registró una feroz oposición de parte de sectores empresariales que vieron sus in-
tereses amenazados al realizar proyectos de inversión en el área rural, emprendieron acciones 
jurídicas y políticas de dimensiones significativas a fin de detener la realización de consultas co-
munitarias, menospreciar sus resultados y de asegurar que no lleguen a tener carácter vinculante. 
Los argumentos jurídicos más frecuentemente expresados en contra de las consultas comunita-
rias se han concentrado principalmente: en lo formal, que hasta la fecha no se cuenta con una 
debida regulación interna (de Guatemala) de las consultas comunitarias; que los recursos consi-
derados como bienes del Estado no pueden ser sujetos de decisiones de pueblos indígenas y que 
los pueblos indígenas no saben lo que es de beneficio para todos – en otras palabras, la visión 
discriminatoria que las opiniones en contra de la minería supuestamente implicaría una visión de 
“atraso”, en contra del desarrollo y en contra del bien común.

Mientras tanto, en el Congreso de la República se presentaron varias iniciativas de ley para re-
gular diversos temas: consultas comunitarias, consultas a pueblos indígenas o consultas sobre 
proyectos de minería. Muy pocas cuentan con los dictámenes necesarios para ser sometidas a 
consideración del pleno del Congreso. Ninguna ha sido debatida en el pleno. Es inevitable que el 
Estado reconozca su obligación de respetar a los Pueblos Indígenas, no sólo por ser un derecho 
internacionalmente reconocido, además porque a lo largo de los desencuentros entre la falta de 
voluntad política disfrazada de resoluciones jurídicas negativas e iniciativas de ley engavetadas, y 
masivas movilizaciones en consultas comunitarias, manifestaciones y marchas, ha mostrado que 
es indispensable buscar consenso a fin de no prolongar la ingobernabilidad en referida temática.

A finales de febrero 2011 el gobierno de Guatemala publicó en el sitio de Internet del Ministerio 
de Trabajo y Previsión Social la propuesta de un “Reglamento para el Proceso de Consulta de 
Buena Fe, Libre, Previa e Informada a Pueblos Indígenas en el Marco del Convenio 169 OIT sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes”. A la vez, estableció un plazo de 30 días 
hábiles para pronunciarse respecto al documento propuesto.

8	 Además se efectuó en la misma fecha una consulta comunitaria en el municipio Río Hondo, departamento Zacapa, la cual no se basó 
en el Convenio 169.



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala70

Directriz 8B 

El Acuerdo Gubernativo propuesto establece varias definiciones y principios. De acuerdo al docu-
mento, bajo la rectoría del Ministerio de Trabajo y Previsión Social una Comisión de Consulta de 
carácter temporal, integrada por representantes estatales, de concejos municipales, de COCO-
DES, COMUDES, CODEDES, comunidades lingüísticas, autoridades ancestrales y representantes 
de particulares se debe buscar “arribar al mayor grado de acuerdo posible entre las partes”. El 
proceso de consulta iniciaría con la publicación de edictos. Posteriormente a la conformación 
de la Comisión de Consulta se realizará “la labor de socialización” y seguidamente a la “fase 
de reuniones de consulta”: En referidas reuniones expondrán varios actores: el interesado en la 
medida, representantes del Estado y de los pueblos indígenas. Al cerrar la fase de reuniones se 
dejara constancia de lo actuado en un acta. En caso que hubieran disensos, entonces, “…deberá 
prevalecer el interés nacional y el bien común, debiendo la autoridad que adoptar la medida, 
justificar racional y objetivamente por qué no fue posible alcanzar dicho acuerdo, indicar cuales 
sugerencias u opiniones de los representantes y comunidades indígenas afectadas no pueden 
incorporarse y las razones que hacen aconsejable la adopción de la medida administrativa o re-
gulatoria…” (Art.14, inciso c), propuesta de Acuerdo Gubernativo). Es importante tener presente 
que “el resultado del proceso de consulta, en ningún caso podrá contravenir las facultades del 
Estado reconocidas en la Constitución Política de la República y la legislación vigente, ni los de-
rechos del solicitante o de los pueblos indígenas, ni tampoco constituye un derecho de veto…” 
(Art.14, propuesta de Acuerdo Gubernativo).

Las respuestas de las organizaciones indígenas, campesinas, sindicales y sociales fueron inmedia-
tas, pues rotundamente rechazaron el reglamento, su elaboración y la forma de publicación. Así 
mismo no se aceptó el hecho que no se haya consultado a las organizaciones ni a las autoridades 
comunitarias responsables para coordinar las más de 57 consultas comunitarias celebradas hasta 
la fecha. Los argumentos sustanciales quedaron en segundo plano: un tratado internacional en 
materia de Derechos Humanos no se regula con un Acuerdo Gubernativo; este no puede asegu-
rar la consulta previa a “medidas legislativas”; no se respetaron los resultados de los 57 consul-
tas ya realizadas; se prohíbe “no” estar de acuerdo; el Estado puede justificar porque ignora la 
opinión de los Pueblos Indígenas, no al revés, no hay claridad porque a la fase de socialización 
sigue la fase de reuniones de una comisión con un número limitado de integrantes; entre otros 
más factores.

A pocos días el gobierno se vio obligado a retroceder y le encargaron al Sistema Nacional de Diá-
logo Permanente (SNDP) de informar sobre el reglamento planteado. Cuando aquellas autorida-
des comunitarias que fueron invitadas a los talleres pidieron más tiempo para el estudio y análisis 
de la propuesta, entonces, efectuaron otro paso atrás, pues, ampliaron el plazo hasta finales 
de mayo de 2011 para presentar opiniones respecto de la propuesta. Aún así, la metodología 
empleada para la elaboración de reglamento tampoco le convenció a la Corte de Constitucio-
nalidad, quien amparó provisionalmente a autoridades comunitarias que impugnaron el proceso 
y el reglamento. Hasta la fecha no existe voluntad política para el respeto a las opiniones de los 
pueblos indígenas en el reconocimiento de sus opiniones.
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II. Principales dinámicas de la institucionalidad agraria

II.1 La deuda histórica de acceso a tierra y deuda agraria9

Que los campesinos tengan acceso a tierra es otro compromiso previsto en el ASESA. El tema 
de la propiedad y acceso a tierra es fundamental para Guatemala, pues la mayoría de los guate-
maltecos dependen de la agricultura, en buena medida de propios cultivos y no necesariamente 
como jornaleros en tierras ajenas. En el ASESA se acordó crear un fideicomiso que “concentrará 
la potestad del financiamiento público de adquisición de tierras” cuyos “beneficios lleguen a los 
sectores más necesitados” y que debe tenerse en cuenta “criterios de sostenibilidad económica y 
ambiental”. Además, ASESA menciona varios tipos de tierras con las que inicialmente se confor-
mará FONTIERRAS: tierra de baldíos nacionales, tierras nacionales entregadas en forma irregular 
en zonas de colonización, tierras que se adquieran con los recursos que el Gobierno está desti-
nando al FONTIERRA y el FONAPAZ, entre otros más.

En 1997 el nuevo fideicomiso “Fondo de Tierras Acuerdo de Paz” sustituyó el fideicomiso “Fon-
do Nacional de Tierras FONATIERRA”. Desde entonces el patrimonio fideicometido ha crecido al 
monto total de Q1,48 mil millones10, en parte alimentado por donaciones de cooperación inter-
nacional – AID, Cooperación Japonesa, CARE y otras – y otra parte del Presupuesto de Ingresos 
y Egresos del Estado.

Dos años después, a partir de la vigencia de la Ley del Fondo de Tierras, Decreto Número 24-9911, 
el FONTIERRAS es fideicomitente y el Banco de Desarrollo Rural S.A. BANRURAL es el fiduciario. 

Hasta la fecha, la escritura de constitución del fideicomiso ha sufrido un total de nueve modifica-
ciones12, reformándose de esta manera el capital fidecometido, objetivos, destinos de los fondos, 
derechos y obligaciones de las partes, honorarios por administración, entre otras disposiciones. 
Respecto a la categoría de financiamiento, el fideicomiso Fondo de Tierras Acuerdos de Paz es de 
carácter mixto, es decir, con fines de asistencia crediticia y de financiamiento no reembolsable. 
Mientras que una de las finalidades es de mantener los fondos del fideicomiso y velar por que 
haya más fondos para más atención a campesinos pobres, sin tierra o con tierra insuficiente, a la 
vez, el patrimonio del fideicomiso se reduce por subsidios previstos, por apoyo y asistencia técni-
ca, además de honorarios para la administración por el fiduciario. El plazo del fideicomiso es de 
25 años, es decir hasta el 2022, pudiéndose prorrogar. Actualmente FONTIERRAS no sólo tiene 
el programa de acceso a tierra, sino también el de arrendamiento de tierras y de regularización 
de tierras.

9	  Para mayor información, revisar Revista ¿Hacia dónde vamos? – una mirada desde el campesinado, Pastoral Social de San Marcos, 
Guatemala, 2011.

10	  “Fideicomisos” en web del Ministerio de Finanzas Públicas: http://www.minfin.gob.gt/ , consultado el 01/09/2011
11	  El Decreto 7-2010 del Congreso de la República reformó la Ley a fin de seguir asignando presupuesto a FONTIERRAS.
12	  “Fideicomisos” en sitio de Internet de BANRURAL S.A.: http://www.banrural.com/ , consultado el 01/09/2011
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II.2 Programa de Acceso a Tierras

Hasta la fecha, el Fondo de Tierras informa de un total de 20,763 familias beneficiadas con la 
adquisición de 254 fincas con fondos del fideicomiso13, desde su creación hasta principios del 
año 2011. El valor total de las fincas adquiridas a través del así llamado “mecanismo del merca-
do” es de Q683.9 millones. Para apoyar el inicio del trabajo agrícola en las nuevas finca, se con-
templa cuatro tipos de subsidios: al crédito, al capital de trabajo, para alimentos y de asistencia 
técnica. Dependiendo de diversos factores los funcionarios del Fondo argumentaron que sería 
mejor apostar más a uno u otro tipo de subsidio, la decisión final era responsabilidad de las or-
ganizaciones campesinas. Respecto a la asistencia técnica en agosto 2011 FONTIERRAS expresó 
que “se reconoce que en años anteriores existió esta debilidad en algunos procesos de asistencia 
técnica y a partir del año 2009 se planteó un nuevo modelo…”. Junto con las sobrevaloraciones 
de fincas no es de sorprenderse que actualmente el 32.3% de todas las tierras accedidas estén 
registradas en mora, según muestra la siguiente gráfica – el 56.3% no ha podido cancelar sus 
deudas con FONTIERRAS.

13	 Para más datos de fincas entregas y arrendamientos concedidos por año consulte el Colectivo Social por el Derecho a la Alimentación, 
op.cit.

Fuente: Elaboración propia, datos de FONTIERRAS - UIP,  
Res-No.136-2011 de agosto 2011

Gráfica No. 1 
Situación actual de fincas adquiridas con financiamiento 

de FONTIERRAS. Años 1997 a 2011
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Entre 1997 y 2011 sólo 111 fincas han logrado ser canceladas completamente, cabe subrayar 
que 49 de estas se cancelaron directamente con subsidios de FONTIERRA, es decir, los montos 
de subsidios fueron iguales al valor de las fincas o mayores. Trece fincas se adquirieron muy 
recientemente, todavía se encuentran con estado “en gracia”. Únicamente 28 fincas están con 
sus pagos al día, 82 están registradas como en mora. 

En contra de 19 organizaciones se han iniciado o concluido procedimientos por el incumplimiento 
de pago: en la primera etapa, el cobro administrativo, se registran 14 fincas, dos en etapa de 
cobros judiciales y tres fincas ya no están a disposición de los campesinos, fracasaron en su 
intento de acceder a tierra y pasaron a propiedad del fideicomiso14.

La deuda que afectó a los campesinos les llevó a demandar al FONTIERRAS para buscar solucio-
nes. En marzo 2009 el Fondo aprobó de manera unilateral – sin consultar a organizaciones cam-
pesinas – la “Política de Emergencia para la Reactivación Productiva, Renegociación de créditos 
y Reestructuración de la cartera” que contempla una desacumulación del 100% de recargo por 
mora y del 99% de intereses acumulados hasta mayo 2009 y el reinicio del cobro de intereses 
a partir del enero 2011. Una posible renegociación de los créditos se limita a los reglamentos 
vigentes, respecto a asistencia técnica únicamente se contempla gestionar recursos a nivel inte-
rinstitucional o de cooperación externa. En total 144 organizaciones se adhirieron a la política y 
lograron la eliminación de Q6.0 millones de mora y una desacumulación de Q75.7 millones a un 
monto de intereses restante de Q764.8 mil (favor revisar si son millones o miles en esta cantidad); 
el momento de deuda de capital no ha cambiado. 

Hasta la fecha se desconoce si alguna organización haya logrado la modificación de su contrato 
de crédito más allá de la descacumulación de intereses, implicando que se mantienen los saldos 
de capital.

La búsqueda de una solución integral tiene que considerar las características de las fincas adquiri-
das, mientras que todos recibieron algún tipo de subsidios, sin embargo, los valores de las fincas 
fueron mucho más elevados para los que no han podido cancelar sus deudas, en comparación: 
las fincas pendientes a cancelar registran un precio por héctar 5.6 veces mayor que los que ya 
cancelaron sus créditos. Igualmente parece haber desproporcionalidad en el caso de los subsi-
dios: Al grupo de los que ya cancelaron sus fincas, los subsidios se les cubrieron el 60.8% del 
valor de las fincas, mientras que para las fincas no canceladas sólo representan el 28.1%. 

14	 Pasaron al fideicomiso las fincas de: Empresa Campesina Asociativa Nacimientos de Aguas Vivas de Santa Rosa, Comité de Mujeres 
Pobres y Desamparadas de Izabal y la Asociación Campesina Luchadores por el Futuro de Escuintla.

	 Están en la etapa antes de pasar al fideicomiso, registrados como “en cobro judicial”: Comité de Desarraigados Tercera Lotificación 
de El Petén y la Empresa Campesina Asociativa ECA Nueva Candelaria de Quetzaltenango.
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Cuadro 1 
Comparación entre fincas canceladas y fincas pendientes de cancelar 

En este cuadro sugiero se agreguen dos filas más para separar los porcentajes  
y en el valor de la hectárea no hay porcentajes

Canceladas % Pendientes % TOTAL

Número de fincas 111 43.7% 143 56.3% 254

Número de familias 5,537 26.7% 15,226 73.3% 20,763

Extensión total (hectáreas) 47,559 ha 50.5% 46,691 ha 49.5% 94,250 ha

Valor total de fincas 105,977,505.5 15.3% 587,719,005.67 84.7% 693,853,759.10

Valor por hectárea 2,228.34 / ha n/a 12,587.42 / ha n/a

Subsidios al crédito 64,438,793.33 28.0% 165,342,788.10 71.9% 229,938,829.37

Capital pagado por campesinos 41,538,712.16 35.3% 76,205,900.57 64.7% 117,744,612.73

Fuente: FONTIERRAS a través de UIP, Res-No.136-2011 de agosto 2011

Desde hace varios años las organizaciones campesinas están urgiendo una solución de la deuda 
agraria. Las respuestas dignas y correspondientes a los Acuerdos de Paz se exigieron inicialmente 
de manera individual y de parte de plataformas de organizaciones campesinas: CNOC, Platafor-
ma Agraria, CCDA y otras organizaciones. Posteriormente se conformó la Alianza de Organi-
zaciones Indígenas y Campesinas para la Resolución de la Deuda Agraria por la: Coordinadora 
Nacional de Organizaciones Campesinas (CNOC), Coordinadora Nacional Indígena y Campesina 
(CONIC), Comité de Unidad Campesina (CUC), Comité Campesino del Altiplano (CCDA) y Plata-
forma Agraria. Desde el 2009 se está promoviendo la propuesta de pagar el 25% del capital que 
se adeuda por amortizaciones en efectivo, mientras que el 75% se redujera el capital adeudado 
por concepto de compensación que hace el Estado por las obligaciones que dejó de cumplir en 
el marco del Programa de Acceso a la Tierra.

FONTIERRAS, en vez de dialogar y consensuar la solución para la problemática el Consejo Direc-
tivo, irrespetando el espíritu de participación de los Acuerdos de Paz, redactó y aprobó en abril 
2011 la “Política de Reestructuración Social de la Deuda del Programa de Acceso a la Tierra del 
Fondo de Tierras”. Un componente medular parece ser lo referido a procedimientos jurídico-ad-
ministrativos que contempla diversos mecanismos coercitivos: la ejecución del crédito completo o 
parcial, transmisión de la deuda y de la propiedad, pago por cesión de bienes a favor del fideico-
miso, renuncia de derechos de copropiedad y la modificación de créditos para casos especiales, 
por ejemplo, casos fortuitos con pérdida parcial de su área, entre otros. El interés principal parece 
ser de asegurar que los beneficiados de fincas estuvieran organizados y con personalidad jurídi-
ca, pues esto permitiría la aplicación de mecanismos administrativos y judiciales para recuperar el 
capital o las fincas. La modificación de los créditos y de contar con más créditos para proyectos 
productivos, parecen secundarios.
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II. 3 Programa de Arrendamiento a Tierras

A partir del año 2004 el FONTIERRAS inicia con apoyo crediticio y de subsidios para arrendamien-
to de tierras por un año, registrando un total de 282,630 créditos. Desde el punto de vista de la 
sostenibilidad económica y ambiental se califica de inadecuada la modalidad de arrendamiento 
de tierras, siendo otra modalidad de asistencialismo agrario, a la par de la entrega de fertilizante 
y otras manera de crear dependencias.

Preocupa además que de Q409 millones en créditos en los años 2004 al 2010 Q121.7 millones 
siguen sin cancelar, es decir que no se ha logrado recuperar el 29.76% del monto total de los 
créditos – cabe resaltar que se observan tasas semejantes de 23% al 29% de insolvencia no 
importando el año, si se cobrara intereses o no, o, si se pagaba subsidio o no. En conclusión, ni 
bajo la modalidad de arrendamiento a los campesinos les ha sido posible cancelar sus respectivos 
créditos. Finalmente debe subrayarse que el arrendamiento no resuelve el problema del acceso a 
tierra que los campesinos no son propietarios de sus medios de producción – compromiso adqui-
rido por el Estado con los Acuerdos de Paz y la Ley Marco de los Acuerdos de Paz. 

A modo de conclusión, a 15 años de la celebración de los Acuerdos de Paz, el FONTIERRAS no ha 
llenado las expectativas por varios motivos: El banco de tierras no ha sido conformado inicialmente de 
las diversos tipos de tierras mencionados en el ASESA, pues, únicamente se ha estimulado el “mar-
cado de tierras” a través de montos significativos de créditos, en un contexto de estudios técnicos 
insuficientes, en varios casos con nexos de intereses con terratenientes que vendieron sus tierras a 
precios sobrevalorados y/o con condiciones insuficientes de las fincas, por ejemplo, careciendo de 
nacimientos de aguas o similares. Finalmente, el volumen mayor de crédito disponible se constituye 
en una burbuja al mercado de tierras que no se sustenta en que las tierras sean económicamente más 
atractivas, por ejemplo, por mayores rendimientos para los compradores y endeudados... La cantidad 
de deuda indica que ya estalló la burbuja, ¿Cuándo lo reconocerá el Estado? 

III. La violencia y los muertos en nuevos desalojos
Desde que el autodenominado gobierno socialdemócrata asumió el tema de los desalojos, apa-
rentemente, han perdido ligeramente su importancia. No así en marzo del año 2011 cuando 
un tribunal de Cobán le otorga el desalojo al ingenio Chabil Utzaj S.A., propiedad de la familia 
Widmann, en contra de 14 comunidades del valle de Polochic. De acuerdo a los relatos de los 
campesinos maya-qeqchies, expulsados de sus territorio, en una mesa de negociación ya se 
había acordado la salida pacífica de las comunidades, esperando únicamente poder recoger la 
cosecha para no perder los frutos de su arduo trabajo. Esto ya no pasó, no se cosechó y tampoco 
se respetó el sagrado alimento, porque la maquinaria de la empresa pasó por la milpa a fin de 
destruir la siembra y además quemaron las humildes viviendas de los campesinos.

Mientras que es cierto que la orden de desalojo se dictó en un tribunal de Cobán, es decir, en el 
organismo judicial, no obstante, el desalojo se acompañó de parte de un contingente de dimen-
siones considerables: un aproximado de 2,000 elementos efectivos del ejército y policías – indu-
dablemente, el número elevado de elementos de seguridad pública es un indicador del aval de 
parte del organismo ejecutivo.
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Como si no fuera suficiente, en el presente caso hubo actuación indebida de particulares, cons-
cientemente tolerada por autoridades públicas: en muchos momentos el desalojo se dirigió por 
parte de los interesados agroempresarios quienes indicaron en dónde se tenía que destruir, qué 
casitas y qué cultivos. Además, se denunció que personas particulares pagadas por la empresa se 
vistieron con uniforme de seguridad pública para actuar en el desalojo. 

Lamentablemente el listado de violaciones e injusticias cometidas no termina con esto: porque 
además cobró la vida de varias personas: Antonio Beb Ac el 15 de marzo, Óscar Reyes, el 21 de 
mayo y de Margarita Chub Che, el 4 de junio, todos asesinados en el 201115. 

El Valle del Polochic es conocido por ser un espacio de fuertes conflictos históricos – el más des-
tacado, sin lugar a duda, ha sido la masacre de Panzos el 29 de mayo 1978, también titulada 
como última masacre colonial: por intereses de terratenientes se asesinaron aproximadamente 
160 campesinas y campesinos que demandaron el cumplimiento de derechos laborales – sin 
que al general responsable se le hubiera condenado por los atrocidades cometidas. Las ten-
siones actuales alrededor de las tierras en el Valle de Polochic son una versión actualizada de 
violaciones de parte de terratenientes que invocan con orgullo su origen extranjero en contra 
de comunidades maya-q’eqchies. A la vez, representa la forma más concreta la pugna sobre el 
destino de la tierra: a favor de agroindustrias de palma africana, de caña de azúcar y con el afán 
de comercializar agrocombustible – son dos visiones muy distintas con sus vínculos en cuanto a 
orígenes, culturas, relación con la tierra y madre naturaleza, así como el enfrentamiento de una 
visión agro-explotadora a una economía de subsistencia. 

Lamentablemente esta violación al derecho a la alimentación no fue la única: En la referida zona 
del valle de Polochic, sigue habiendo violencia, en la actualidad de parte de particulares cercanos 
a fincas que amenazan e intimidan a los campesinos.

En otras regiones del país también se han dado desalojos, por ejemplo, a finales de julio 2011 en 
la finca Los Cafetales, en Santa Cruz Muluá, Retalhuleu muriendo el campesino Sergio de León. 
Y el último desalojo más grande se realizó el 24 de agosto 2011 en la Sierra Lacandona en contra 
de 300 campesinos quienes posteriormente solicitaron asilo político al gobierno de México, pues 
altos funcionarios del gobierno los criminalizaron indiscriminadamente de tener supuestos nexos 
con el narcotráfico lo que a criterio de autoridades guatemaltecos sería suficiente para justificar 
el desalojo.

En marzo del 2011 el gobierno de Álvaro Colom no limitó su actuación a la ejecución de des-
alojos con numerosos policías y militares, además, de manera ofensiva publicó un comunicado 
en medios escritos y radiales, en los cuales el gobierno acusó y denunció que “...algunas or-
ganizaciones sociales de comportamientos radicales han recurrido de manera sistemática a la 
implementación de medidas de hecho, incluyendo bloqueos de carreteras, toma de instalaciones 
públicas, toma de rehenes, promociones de no pago de servicios públicos...”. Y sigue afirmando 
que el gobierno “...tiene la obligación legal y moral de detener esta ola creciente de acciones 
ilegales que ponen en gravísimo riesgo la gobernabilidad del país”. Como medidas inmediatas el 

15	 Marielos Monzón: Otra vez el Polochic. Prensa Libre 16/8/2011, Pág.18
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Ejecutivo anunció implementar desalojos, capturas relacionadas con medidas ilegales y de hecho, 
así como congelar espacios de diálogo. Debe tenerse presente que esta postura confortativa del 
gobierno va de la mano con permanentes suspensiones de garantías constitucionales durante 
la gran mayoría de su administración, justificando que sea por diversos motivos: sequía, inunda-
ciones, violencia, etcétera. – no obstante, siempre limitando diversos derechos y comúnmente la 
libertad de reunión y de manifestación, entre otros.

III.1	Casos ejemplares de conflictividad agraria acompañados por la Pastoral 
Social de San Marcos

En al marco del proyecto “Incidencia para la resolución de conflictividad agraria, laboral y am-
biental en comunidades campesinas e indígenas” la Pastoral Social de San Marcos está apoyando 
once conflictos de carácter agrario, laboral y ambiental. En el presente apartado se describen a 
modo ejemplar dos casos caracterizados por actuaciones deficientes de instituciones públicas, 
discriminando de esta manera a comunidades maya-kiche’s.

a) Caso Llanos de la Cruz y las decisiones erróneas de FONTIERRAS

Uno de los casos acompañados afecta a la Aldea Llanos de la Cruz, comunidad cercana a la ca-
becera departamental de Quetzaltenango. Como práctica social y común, hace más de un siglo 
se le adjudicó al Hospital Regional de Quetzaltenango un terreno de 26 cuerdas, según datos 
registrales ubicados en el lugar denominado “Chuipis”, suponiéndose un futuro uso preferente 
con fines de salud o, en su defecto, para fines sociales. Sin embargo, ni el hospital y tampoco el 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social le han dado el respectivo uso. En los años ‘80 las 
propiedades de instituciones públicas pasaron a propiedad de la Nación.

A principios de los ’90 un grupo de 68 personas inicialmente se acercó al Instituto Nacional para 
la Transformación Agraria (INTA) y posteriormente al FONTIERRA, solicitando la adjudicación de 
estas 26 cuerdas de terreno. A pesar de que la Ley del Fontierras establece como sujetos benefi-
ciarios a campesinos sin tierra o campesinos con insuficiente tierra, un número relevante de los 
integrantes del grupo solicitante no son ni empobrecidos y tampoco campesinos, sino, trabaja-
dores de instituciones públicas. Aparentemente ninguno de los funcionarios de FONTIERRA se 
dio cuenta de este hecho, y tampoco que posteriormente comenzaron a identificarse como au-
toridades de una supuesta comunidad “Chuipis”, pues según informó la municipalidad de Quet-
zaltenango, no existe ni ha existido ninguna comunidad con este nombre. Tras llevar trámites por 
cierto tiempo, en el año 2003 FONTIERRAS decidió adjudicar la finca a favor de los solicitantes, 
pidiendo una cuota de Q 2,327.07 por cada persona. El referido pago lo efectuaron al contado 
los interesados en el momento de suscribir el convenio con FONTIERRAS y de celebrar la escritura 
pública, recibiendo en este mismo instante los títulos de las tierras, pudiéndose de esta manera 
registrar las tierras en al Segundo Registro de la Propiedad a su favor.

En el momento que los interesados tratan de tomar posesión del terreno, la comunidad de Llanos 
de la Cruz se alertó sobre la intención por parte de este grupo de beneficiados por FONTIERRAS, 
terreno que a la comunidad le ha servido para fines sociales a lo largo de muchas décadas por 
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uso común. La población comunitaria se mostró muy preocupada y molesta con el FONTIERRAS 
y con los interesados que buscan lotes para la construcción de viviendas o negociar con los in-
muebles, y expresan su descontento pidiendo a los interesados que no insistan en entrometerse 
de manera irrespetuosa en la comunidad con la cual nunca han tenido vínculos ni buscado un 
diálogo respetuoso.

El mencionado desencuentro entre la comunidad maya-kiche' y quienes lograron tierras a través 
de diversas falsedades reafirman y refortalecen a ambas posturas: la comunidad decidida que no 
aceptará la injusticia de entregar una tierra con actual uso comunitario y de parte de los bene-
ficiados el que no cederán sus títulos. Mientras que los unos buscan recursos administrativos y 
jurídicos para revertir la decisión de FONTIERRAS los otros invocan haber sido víctimas de coac-
ción – una estrategia común de penalizar conflictos agrarios. Finalmente los beneficiados abier-
tamente violan la disposición del convenio con FONTIERRAS que impide dividir las 23 cuerdas y 
de no venderla para beneficios individuales.

Por el momento las actuaciones de la comunidad no han prosperado por dos motivos principales: 
por un lado, el FONTIERRAS invoca que ya no tendría mecanismos legales para actuar, pues, de 
acuerdo a ellos ya se entregaron los títulos lo que implica que el Fondo ya no puede hacer nada 
más. Por otro lado, la institución pública expresó en varios momento que la comunidad Llanos de 
la Cruz formalmente no sería parte interesada, pues no ha sido propietario de las tierras en juego 
– este argumento está abiertamente en contraposición al Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales que exige aplicar el concepto de territorio en el sentido de “la totalidad del hábitat 
de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera” 
(Art.13, Convenio 169) y no de un análisis legalista limitado que además se les desconoce el ca-
rácter de sujeto colectivo a la comunidad maya-kiché.

Mientras tanto la Procuraduría General de la Nación (PGN) ha expresado su disposición de in-
formarse sobre el caso. En mayo 2011 la comunidad Llanos de la Cruz presentó una petición 
ante el Fondo de Tierras exigiendo que se aclare si el FONTIERRA formalmente ya dio aviso al 
Segundo Registro de la Propiedad sobre la entrega de las tierras a favor del grupo de individuos 
y en caso que sí, trasladar el expediente a la PGN, pues, entonces la PGN debería resolver sobre 
las peticiones y recursos presentados por Llanos de la Cruz. Este proceso sigue experimentando 
desesperanzas y discriminaciones hacía autoridades de la comunidad indígena-maya-kiche’ y de 
sus vecinos, antes y hasta que se reconozcan los errores del pasado. 

b) Finca El Polígono y la aspiración de CONAP a tierras adscritas

En el Valle de Palajunoj, Quetzaltenango la Asociación Pro-Tierra Sembrador Chuipache busca 
el reconocimiento de sus derechos. Las 98 familias miembras viven en cuatro comunidades: 
Chuicaracoj, Llanos del Pinal, Xecaracoj y Xepache. Tienen en común la trayectoria de cultivar 
un terreno en las faldas del volcán Santa María que sus familiares han venido trabajando desde 
hace un siglo. A pesar de la vocación agrícola de las tierras y de los campesinos, en 1965 las 
familias sufrieron un duro golpe cuando el Ejército amenazó y obligó a los campesinos para que 
le cedieran la propiedad de la finca que cultivaran. Sólo en el contexto del conflicto armado y de 
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la violencia institucional estatal es entendible que tuvieron que entregar las tierras a las fuerzas 
armadas. Otro grupo de los asociados de la Asociación Pro-Tierra Sembrador Chuipache tenía 
pequeñas propiedades colindantes con la finca en juego, hasta que se decidieron vender para no 
tener propiedades colindantes con las fuerzas armadas de aquel momento.

Avanza la negociación de la paz, en 1995 los campesinos decidieron solicitar a las autoridades 
de la zona militar de Quetzaltenango el derecho de cultivar las tierras. Fue hasta entonces que se 
celebraran contratos de manera individual entre los campesinos y el coronel de la zona, implican-
do un pago de Q30.00 por cuerda cultivada. Aceptaron a pesar de tener que retirarse mientras 
que el Ejército practicaba tiro. Otra limitante ha sido el no poder prever cultivos interanuales o 
construir viviendas en la finca. En el año 2004 se desactivó la zona militar de Quetzaltenango y 
con ello, se desaparecen los comandantes, los interlocutores con quienes los campesinos habían 
negociado el alquiler de las tierras.

Mientras que los campesinos dependían de los cultivos en la finca formalmente registrada a favor 
de la Nación y adscrita al Ministerio de la Defensa, a la vez, ellos siguieron con sus gestiones bajo 
otra modalidad: a fin de fortalecer su posición en las negociaciones, formalizaron los lazos de 
coordinación y constituyeron en el 2004 la Asociación Pro-Tierra Sembrador Chuipache ASOTI-
SECH, la cual presentó varias solicitudes ante diversas autoridades, entre estos: el Ministerio de 
Defensa Nacional, el Presidente de la República, la Dirección de Bienes del Estado del Ministerio 
de Finanzas Públicas, FONTIERRAS y la Secretaria de Asuntos Agrarios (SAA).

Sin embargo, sus gestiones no han prosperado. Dos factores han cambiado: primero, desde hace 
algunos años la municipalidad está depositando la basura del municipio en la finca vecina a la 
tierra de interés. Y el punto mucho más relevante, en 1998 se estableció el Área Protegida Parque 
Regional Municipal Saqb’e, incluyendo en el amplio polígono de 5,661.45 hectáreas también 
una parte de la finca de interés. Con esto apareció un nuevo actor en el escenario, el Consejo 
Nacional de Áreas Protegidas, (CONAP). 

Otro actor relevante ha estado presente desde el regreso en el 1995 pero cuya relevancia había 
sido subestimada por cierto tiempo: el Comité de Agua de Chuicaracoj, una comunidad de unas 
30 familias, siendo la mitad miembros de la Asociación Pro-Tierra Sembrador Chuipache. La refe-
rida comunidad es la geográficamente más cercana a la finca de interés, y tiene, con el Ejército, 
desde el año 1990 un acuerdo respecto al agua que nace dentro de la finca, el referido acuerdo 
se celebró en presencia del entonces alcalde municipal Ingeniero Omar de León Argueta y el Ge-
neral de Brigada Guillermo Enrique Rodríguez Menéndez. En el acta celebrada en esta ocasión se 
estableció el derecho del uso y aprovechamiento de agua a favor de la comunidad Chuicaracoj, 
sin embargo, el inciso B del punto segundo establece el límite del derecho concedido: “...que del 
aprovechamiento del agua del nacimiento ubicado en la finca ya descrita, tendrá uso preferente 
y en la cantidad que se requiera la finca ya descrita o sea la propietaria del nacimiento de agua, 
tanto para surtir su requerimiento presente como lo que necesite en el futuro...”. El referido 
acuerdo nunca llegó a tener carácter formal, pues, no se celebró una escritura de servidumbre, 
el instrumento común para ceder y reconocer este tipo de derechos.
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Probablemente por el número incrementado de actores en el caso los mismos comenzaron a 
sentir sus intereses amenazados: algunos funcionarios del CONAP, por ejemplo, expresaron que 
la finca bajo ninguna circunstancia podría ser destinado a fines de agricultura, invocando un 
Acuerdo Presidencial del año 1956 que declaraba a los volcanes hasta el 30% del desnivel como 
zonas de veda definitiva. Algunos integrantes del Comité de Agua de Chuicaracoj, por otro lado, 
denunciaron a asociados de Pro-Tierra Sembrador Chuipache de una supuesta tala inmoderada 
de árboles y animó a la zona militar de Huehuetenango de denunciar a los campesinos de la 
usurpación de la finca. La Asociación, a su vez, exigió recibir toda la finca sin cláusula alguna que 
podría limitar su posible uso. En este contexto el CONAP planteó que no se trataría de acceso a 
tierra o de devolución de tierra, sino de un conflicto entre el Comité de Agua de Chuicaracoj y 
los campesinos de la Asociación – y plantearon que existiera sólo una única solución: adjudicar 
la tierra a favor de CONAP quien lo administrara.

La propuesta de la oficina regional del CONAP es poco común por diversas razones: Primero, a pesar 
de cuestionamientos fundamentados de parte de la Pastoral de la Tierra, mantiene la opinión que 
la finca es parte de una zona de veda definitiva, sin que aclararen hasta dónde llegaría esta zona. 
Igualmente insistieron en la importancia de una zona de amortiguamiento. El primero, la zona de 
veda definitiva, no alcanza la finca, lo segundo no existe para el Parque Regional ni para la zona de 
veda definitiva de los volcanes. De hecho, en ningún momento la delegación regional de CONAP se 
preocupó por las dimensiones de la finca que corresponden al área protegida y la parte fuera del al-
cance de esta. Y cuando la Pastoral de la Tierra pidió la respectiva información, entonces, se le sugirió 
a que Pastoral de la Tierra solicitara estudios técnicos en las oficinas centrales del CONAP. Sorprende 
además que el CONAP no propusiera la adjudicación de la finca a favor de la municipalidad de Quet-
zaltenango, ya que parques regionales comúnmente se constituyen en tierras municipales. 

Hasta la fecha la Dirección de Bienes del Estado, no ha resuelto sobre el procedimiento, sin 
embargo, ya señaló que probablemente seguirá a las recomendaciones de algunos funcionarios 
de la oficina regional del CONAP. En mayo 2011 la Asociación Pro-Tierra Sembrador Chuipache 
planteó un memorial que subrayó los sesgos existentes de los informes de algunos funcionarios 
regionales del CONAP, a pesar de ser difícilmente predecible cómo reaccionaría la Dirección de 
Bienes del Estado del MINFIN, el CONAP central y CONAP regional, se espera que se cumplan las 
aspiraciones de la Asociación Pro-Tierra Sembrador Chuipache y del Comité de Agua de Chuica-
racoj, gozando ambos de derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas.

IV. Las consecuencias para la seguridad alimentaria y nutricional
La tierra es una de las partes de la naturaleza con mayor relevancia para asegurar el derecho 
a la alimentación. Actualmente extensiones considerables de la tierra se destinan a cultivos de 
palma africana, caña de azúcar, entre otros. Es indispensable asegurar la tierra para cultivos de 
consumo humano: maíz, fríjol, verduras y muchos otros, alimentos que crecen principalmente en 
tierras de los campesinos – muchos tienen insuficiente tierra o no cuentan con la posibilidad de 
cultivar. Es indispensable contar con un mecanismo de reorganizar la tierra, algunos hablan de 
“democratizar la tenencia de la tierra”, otros de reforma agraria. 



Monitoreo de las directrices voluntarias para el Derecho a la Alimentación 2011 81

Tierra

La necesidad de ofrecer acceso a tierra a campesinos empobrecidos es reconocida como obliga-
ción del Estado en los Acuerdos de Paz, proponiendo al Fondo Nacional de Tierras FONTIERRAS 
como institución encargada de ello. En teoría, la propuesta contempló diversas modalidades – 
en la práctica, FONTIERRAS se limita al “modelo de mercado”, facilitando créditos para que los 
campesinos financien por sus propios medios la democratización de la tenencia de tierra. Por 
no contar con apoyo técnico adecuado la apuesta se convirtió en nuevo problema: tres de cada 
cuatro de las 20,763 familias que accedieron a tierra no pueden pagar la deuda. En este con-
texto las tierras hipotecadas se han vuelto un endeudamiento de los campesinos y una amenaza 
de futuros desalojos. Hay varios planteamientos para resolver la deuda agraria, sin embargo, las 
políticas públicas aprobadas por el FONTIERRAS no han sido consensuadas. 

Por aparte existe otro programa gubernamental llamado “Atención a casos en conflictos de tie-
rra en situación de vulnerabilidad” que apenas atendió un 8% de las familias registradas en el 
Programa Acceso a Tierra del FONTIERRAS, limitándose a casos muy específicos. En los últimos 
cinco años, FONTIERRAS también previó un Programa de Arrendamiento de Tierras el cual no 
ofrece la opción de adquirir la tierra sino sólo de cultivar un año en tierras ajenas. Se concluye 
que no hay políticas públicas funcionales de acceso a tierra y tampoco para resolver la deuda 
agraria que favorecieran el derecho a la alimentación.

Además de los problemas de atender la nueva demanda a tierra, tampoco hay seguridad jurídica 
sobre tierras que ya están en posesión de comunidades. Según datos oficiales, en los últimos 
cinco años se ejecutaron 115 desalojos. El problema se agudizó a principios del 2011 cuando el 
Gobierno de Álvaro Colom se prestó a justificar desalojos caracterizados por exceso de fuerza, 
muertes violentas y la actuación de actores privados en los desalojos. En la mayoría de los casos 
los desalojos se motivan en el interés empresarial de destinar tierras a agronegocios. Común-
mente la población desalojada queda desamparada, culminando en un caso del 2011 en que los 
campesinos pidieran asilo político a México.

En varios casos el problema de desalojos se debe a que comunidades indígenas viven en fincas 
históricamente atendidas como “accesorios de la finca” y no reconocidos como comunidades in-
dígenas. El Convenio 169 de la OIT reconoce la importancia de tierras y territorios de los pueblos 
indígenas así como de consultar a los pueblos indígenas sobre acciones que les podría afectar, sin 
embargo, en los últimos años la presión de actividades empresariales para la explotación de re-
cursos naturales sobre las comunidades indígenas se ha aumentado, especialmente la construc-
ción de hidroeléctricas y de explotación de minería de metales. Para el Estado, las 58 consultas 
comunitarias de buena fe realizadas hasta la fecha no son vinculantes, ni pretende reconocerlas. 
La falta de seguridad jurídica se refleja también en que sólo en muy pocos casos excepcionales se 
reconoció legalmente las tierras comunales de pueblos indígenas, mientras que la mayoría sigue 
siendo registrada como municipales o tierras en copropiedad.

Hasta la fecha Guatemala carece de legislación en materia de desarrollo rural. A pesar de esfuer-
zos coordinados entre diversos sectores, especialmente de campesinos e indígenas, sin embargo, 
falta voluntad política de aprobar la iniciativa de ley 4084 y de implementarla. La política de de-
sarrollo rural aprobada por el Organismo Ejecutivo no ha llegado a niveles significativos que me-
joren sustancialmente las condiciones del derecho humano a la alimentación, mientras tanto el 
campesinado está condenado a esperar más tiempo hasta que sus derechos estén reconocidos.
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Conclusiones
�	 La iniciativa de ley 4084, Ley del Sistema Nacional del Desarrollo Rural Integral, una vez 

más fue víctima de una política dilatoria que busca no aprobar un marco legal que favo-
rece a campesinos empobrecidos. Las organizaciones campesinas confirmaron su dispo-
sición de apoyar un marco legal más equitativo y durante años realizaron sendos viajes a 
reuniones en la ciudad capital para “dialogar”. En el contexto de nuevas autoridades que 
asumirán sus cargos a principios del año 2012 se deberá esperar para conocer de qué 
manera se logrará incluir la iniciativa en la agenda legislativa.

�	 En febrero 2011 el ejecutivo presentó su propuesta de un “Reglamento para el Proceso de 
Consulta de Buena Fe, Libre, Previa e Informada a Pueblos Indígenas”. Lamentablemente 
la elaboración no se ha caracterizado por el respeto hacia los Pueblos Indígenas. El tipo de 
instrumento propuesto no es idóneo y tampoco convence en cuanto a los planteamientos 
contemplados, pues, no se reconocen las consultas comunitarias ya efectuadas. Aún en 
este contexto adverso de racismo y discriminación los Pueblos Indígenas han reafirmado 
estar dispuestos a defender su territorio y dignidad.

�	 La administración saliente de Álvaro Colom parece haber perdido la oportunidad de resol-
ver la problemática de la deuda agraria en su último año de gobierno. En las condiciones 
actuales reales ni el acceso a tierra y tampoco el arrendamiento son capaces de generar 
condiciones para que los campesinos puedan cancelar su crédito, por completo. La deuda 
agraria evidencia una vez más la deuda política que tiene el Estado guatemalteco con las 
y los campesinos del país respecto a su derecho a la alimentación.

�	 En el año 2011 el autodenominado gobierno social-demócrata levantó las armas en con-
tra de población campesina indefensa y además, no le impidió a empresas particulares 
actuar en contra de campesinos indefensos. Con cientos de elementos de ejército y PNC 
se ejecutaron varios desalojos y se destruyeron las cosechas de varias comunidades. Las 
resoluciones judiciales fueron implementadas con crudeza y, además de implementar de 
manera desmedida las órdenes judiciales, el gobierno no tardó en emitir un comunicado 
acusando a organizaciones indígenas, campesinas y sociales que demandan el respeto de 
sus derechos.

�	 Los conflictos agrarios, laborales y ambientales acompañados por la Pastoral Social de San 
Marcos no han sido considerados con respeto por el gobierno actual. No se han recono-
cido ni los derechos humanos existentes y tampoco errores de instituciones públicas en 
momentos del pasado reciente.
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Recomendaciones

Recomendación general 

�	 A fin de lograr el cumplimiento del derecho a la alimentación es indispensable democra-
tizar la tierra y los territorios en todas sus dimensiones: desde el marco regional, el tema 
de la tenencia, la forma de atender los conflictos y muchas más. Urge implementar los 
Acuerdos de Paz

Recomendaciones específicas

�	 Al nuevo Congreso de la República, que reconozca su papel histórico en cumplir con 
los compromisos del Estado de mejorar las condiciones de vida en el área rural y que se 
apruebe con urgencia nacional la iniciativa de ley 4084, Ley del Sistema Nacional del De-
sarrollo Rural Integral, sin más tácticas dilatorias. El Estado debe destinar el presupuesto 
necesario para implementar las políticas de desarrollo rural, cumplir su papel en la resolu-
ción de la conflictividad agraria, laboral y ambiental, previendo instituciones dotados de 
presupuestos y mecanismos idóneos para solventar las diversas problemáticas pendientes. 
No debe seguir permitiendo la violación a los derechos de campesinos e indígenas.

�	 Al Estado; que respete el derecho colectivo de los Pueblos Indígenas al ser consultados 
sobre decisiones que les podría afectar y se reconozcan las consultas comunitarias de 
buena fe ya efectuadas. Las lecciones aprendidas permitirán concluir en buenas prácticas 
y determinar sobre la necesidad de un marco regulador. Toda acción emprendida debe 
caracterizarse por reconocer el papel decisorio de los Pueblos Indígenas.

�	 Realizar una revisión crítica de la política actual de acceso a tierra y dar una propuesta 
viable para resolver la deuda agraria. Es urgente rescatar el carácter social que le atribuyen 
los Acuerdos de Paz al FONTIERRAS, en vez de ser otro banco inmobiliario rural más, debe 
buscar la transformación rural pendiente desde hace siglos.

�	 En lugar de desalojos y violencia en contra de las y los campesinos, debe respetarse el 
derecho a la alimentación de los más necesitados. Deben perseguirse penalmente los 
autores de los asesinatos sucedidos en los desalojos así como del uso excesivo de fuerza. 
Es indispensable resolver la conflictividad agraria, laboral y ambiental con diálogos carac-
terizados por respeto y partiendo de los derechos humanos de los campesinos.
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Se debería promover y proteger la seguridad de la tenencia de la tierra, 
especialmente de los sectores vulnerables, mediante una legislación que  

proteja el derecho a tener tierra.

Según convenga, se deberían estudiar la aplicación de medidas que permitan 
avanzar en la Reforma Agraria para mejorar el acceso de las personas pobres y 

las mujeres a los recursos.

Se debería poner especial atención a la conservación y utilización sostenible de 
la tierra, además a la situación de las comunidades indígenas.

Promover que la población acceda a la tierra de una forma progresiva, 
reconociendo a la tierra como fuente de empleo, de alimento y como medio 

de desarrollo social

* Director Coordinación de ONG y Cooperativas CONGCOOP
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Introducción:

Este informe. Contrasta el contenido de la Directriz voluntaria, número 8 de FAO sobre el 
derecho a la Alimentación y la política de acceso a tierra para los campesinos pobres en Gua-

temala. Para ese efecto se presentan rasgos históricos del problema, la respuesta punitiva del 
Estado –hoy-, ejemplificada con datos sucintos de tres casos, que involucran desalojo y muerte 
de campesinos. Señalamos las respuestas sociales al problema, particularmente lo pactado en los 
Acuerdos de Paz y un balance de resultados de la aplicación o inaplicación de los mismos.

Hacemos un brevísimo repaso de la Legislación concernida al acceso a la tierra y un señalamiento 
de lo complejo que se torna el acceso mismo por vía la vía expropiatoria, que aunque aceptada 
por la Constitución Política de la República, su desarrollo en la Ley ordinaria y la actitud política 
del Estado, hace prácticamente imposible su aplicación.

Para concluir –este informe- refiere datos de las políticas por campesino durante la presente 
gestión gubernamental.

I. Elementos Centrales del Problema Agrario en Guatemala:

I.1 Una pincelada de historia:

Llegados los Europeos, a estas tierras y no encontrar ricas vetas de oro, que facilitaran su enrique-
cimiento “se conforman” con acumular capital a partir de la apropiación de la tierra indígena y 
de estos, como esclavos. La cita de la Bula, papal –Inter Caeteras, de 1493- expedida ha pedido 
de los Reyes de España, deja en clara la pretensión:

“Por donación de la Sante Sede Apostólica y otros justos y legítimos títulos, somos Señor de las 
Indias Occidentales, Islas y Tierra firme, del Mar Océano, descubiertas y por descubrir, y están 
incorporadas en nuestra Real Corona de Castilla”.1

1	 Citado en Palma Gustavo, Taracena Arturo, Baumaister Eduardo, Cambios en la tenencia de la tierra: tendencias históricas, PNUD, 
Guatemala 2004 página 19.
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Para consolidar “su nueva propiedad”, surgen a posteriori las instituciones del: repartimiento, la 
encomienda, y los mandamientos, que garantizan el trabajo esclavo de la población. 

La situación no varía, con el advenimiento de la independencia, únicamente se “legalizo” el des-
pojo de la tierra, para ese efecto los gobiernos liberales, herederos de los conquistadores –naci-
dos en estas tierras: “arremetieron contra la gran terrateniente de la época, la Iglesia Católica y 
contra la propiedad comunal indígena y para lo cual prepararon una legislación adecuada a tales 
fines…se emite el Decreto 104 (1873) que nacionaliza la propiedad de la Iglesia y el decreto 170 
(1877) aboliendo el censo enfítéutico mediante el cual se concedían derechos ad-perpetuam de 
ocupación al arrendatario“2. 

La historia del despojo se prolonga hasta nuestros digas, tal y como afirmara el informe de 
Amnistía Internacional “Guatemala ¿Tierra de Injusticia?” -2006-: “La lucha por la tenencia 
de la tierra ha sido un fenómeno permanente en la historia de Guatemala. Desde los tiempos 
de la conquista hasta la actualidad, la pobreza y marginación de la población indígena, en un 
país donde la mayor parte de la tierra esta concentrada en manos de unos pocos, ha generado 
disputas sobre la tierra. La conflictividad agraria en la actualidad tiene hoy las mismas caracte-
rísticas que presentaba hace cien años y, en particular, las mismas raíces de injusticia que dieron 
origen al conflicto armado interno…que cobró la vida de más de 200,000 guatemaltecos y 
guatemaltecas”.

Esta conformación histórico social guatemalteca, ha determinado que una de las más profundas 
atrofias al desarrollo sea, -justamente- el acceso y tenencia de la tierra. Desequilibrio que es y ha 
sido fuente de ignominia e inequidad, tal y como lo afirma la Coordinadora Nacional de Organi-
zaciones Campesinas CNOC “El tema agrario constituye el eje de los obstáculos para el desarro-
llo humano en Guatemala. A su alrededor se articulan los factores que impiden la consolidación 
de la paz y la construcción de una sociedad democrática, equitativa y multicultural. El racismo, 
la exclusión social y el desarrollo desigual, entre otras realidades, tiene su origen en un modelo 
basado en la apropiación de la tierra y el trabajo de las poblaciones indígenas del país”3

I.2 Que tenemos ahora:

La tierra está al centro y sintetiza el carácter del Estado Nacional: concentrador y excluyente. A 
la fecha: “El índice de Gini referido a la concentración de la tenencia y propiedad de la tierra es 
el segundo más alto en América Latina, y de acuerdo al último Censo Nacional Agropecuario 
es 0.84, lo cual se manifiesta en el hecho de que 92.06 % de las y los pequeños productores 
ocupan el 21.86 % de la superficie, mientras el 1.86 % de los productores comerciales ocupan 
el 56.59 %”4

2	 Ordoñez Cifuentes, José Emilio Rolando, La Constitución del Estado-Nación Guatemalteco: El ascenso etnocrático ladino, la 
configuración del colonialismo interno. Bibliojurídica.org/libros/1/98/7.pdf

3	 Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas, Propuesta de Reforma Agraria Integral, junio 2005.
4	 Política Nacional de Desarrollo Rural Integral, Guatemala, mayo 2009. Texto reproducido por la Coordinación de ONG y Cooperativas 

-CONGCOOP-
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Esta situación da pié a la propuesta lanzada por la Coordinadora Nacional de Organizaciones 
Campesinas CNOC -2005-, en donde demando del Estado y la Sociedad una política de Reforma 
Agraria Integral, al centro de la cual este el acceso a la tierra: 

“Política de Acceso a la Tierra. El corazón de la propuesta de Reforma Agraria Integral es la pro-
moción del acceso a la tierra por parte de las campesinas y los campesinos empobrecidos”…”El 
proceso de redistribución de la tierra debe ser acompañado por una serie de medidas de desa-
rrollo rural, como la asistencia técnica, crediticia y de mercado, servicios complementarios como 
salud, educación, vivienda, infraestructura, etcétera”.5

Una de las bases de la propuesta es reconocer que: pese a la debacle y las reiteradas crisis eco-
nómicas que afectan el campo nacional, existe una marcada resistencia a abandonar lo rural, 
lo campesino. Así encontramos que Guatemala, es el último país de América Latina. Con el 53 
% de su población viviendo en el área rural, el país depende para la generación de empleo, su 
soberanía y seguridad alimentaria, del campo.

El gobierno nacional –por suparte- y como repreentante del Estado de Guatemala, suscribió la 
Declaración Final de la Conferencia Internacional sobre la Reforma Agraria y Desarrollo Integral, 
-Porto Alegre Brasil 2006-, que reza:

“6.Reafirmamos que el acceso más amplio, seguro y sostenible a la tierra, el agua y demás re-
cursos naturales relacionados con los medios de vida de las poblaciones rurales, especialmente, 
inter alia, las mujeres, los grupos indígenas, marginados y vulnerables, son fundamentales para la 
erradicación del hambre y de la pobreza, contribuye al desarrollo sostenible y debería por ello ser 
parte integral de las políticas nacionales. 7. Reconocemos que las leyes deberían ser diseñadas y 
revisadas para garantizar que a las mujeres rurales se los otorgue derechos iguales y completos 
sobre la tierra y otros recursos, incluso a través del derecho a la herencia, y reformas administra-
tivas así como otras medidas necesarias deberían ser tomadas para dar a las mujeres el mismo 
derecho que a los hombres al crédito, capital, derecho laboral, documentos de identificación 
legal, tecnologías apropiadas e igual acceso a los mercados y a la información.”6. Sin embargo, 
el Estado nacional no actúa en consecuencia. A Juzgar por las actuales políticas públicas sobre 
la materia.

II. La Respuesta del Estado:
Señalamos, elementos que consideramos esenciales de la acción u omisión Estatal en relación 
conl problema agrario.

a) Función Social de la propiedad: No se reconoce Legislativamente la Función Social de la 
Propiedad. Por el contrario se atribuye a la misma –la propiedad- carácter absoluto. Otorgándole 
supremacía sobre cualquier otro derecho de las personas.

5	 Op.Cit 
6	 Conferencia Internacional sobre la Reforma Agraria y Desarrollo Rural, Porto Alegre, 6 al 10 de marzo 2006.
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b) Inexistencia de Legislación Ad hoc: -Guatemala no cuenta con Legislación Agraria, sus-
tantiva y procesal. Juzgándose erróneamente los litigios agrarios en la vía civil y-o penal. -Tampo-
co existe jurisdicción especializada: Tribunales Agrarios.

Ambos instrumentos, por mandato de los Acuerdos de Paz. Deben crearse. Sin embargo, a la 
fecha ninguno de estos ha sido creado, en razón –a nuestro juicio- de la falta de voluntad política 
de los órganos del Estado y la presión de las cámaras empresariales.

c) Débil institucionalidad pública para dirimir los conflictos agrarios; efectivamente se 
instituye la Secretaria de Asuntos Agrarios, -abril 2002-, misma que reconoce la existencia de 
1800 Conflictos por tierra en el país. Sin embargo su mandato limita su intervención. Solamente 
actúa a voluntad de las partes, de lo contrario se inhibe de intervenir. Muy escasamente algún 
terrateniente se aviene a sus oficios.

d) La acción punitiva del Estado ejercida, desde el Código Penal7: contempla los delitos de 
usurpación y usurpación agravada. Artículo 256 y 257 del Código Penal vigente..Artículos redac-
tados manera tal que criminalizan y consecuentemente reprimen la reivindicación campesina. 
(mayor explicación del tema en paginas subsiguientes). 

e) El Racismo como política de Estado. La opresión económica, no agota el expolio de los 
pueblos indígenas, en esta subyace y se expresa una concepción Estatal que considera a los pue-
blos indígenas como pueblos subordinados. “A pesar de mantenerse luchando, el 90 por ciento 
de los indígenas siguen viviendo en condiciones de pobreza y su explotación económica, ha sido 
delineda por el racismo histórico y estructural que se reproduce en el andamiaje estatal, en insti-
tuciones privadas e impacta en la vida diaria”8

f) La política oficial de Dotación de Tierras: Guatemala adopto desde el año de 1985, re-
frendado por los Acuerdos de Paz durante 1996, como política de Estado, la llamada Reforma 
Agraria Asistida por el mercado para dotar tierras a la familia campesina.

Para ese efecto se crea el Fondo de Tierras, entidad Autónoma, cuya cobertura ha sido la 
siguiente:9 (ver otras consideraciones en paginas siguientes).

g) Dotación de tierras en propiedad -vía crédito-: 12 años de operaciones 258 fincas en-
tregadas, 19,910 familias beneficiadas, 17,722 hombres, 6,208 mujeres -En este periodo de 
Gobierno 22 fincas entregadas. ( no se tiene el dato de número de familias)10

7	 Sin embargo, esta demostrado que la aplicación de la ley penal no hace más que agudizar la conflictividad agraria y 
dejar una cauda desoladora en la familia campesina que se complica con la prisión, generalmente del padre, lo que, 
como es comprensible, agrava las contingencias económicas de las familias

8	 Velasquez Nimatuj, Irma Alicia, Pueblos indígenas, Estado y lucha por la tierra en Guatemala, Estrategias de sobrevivéncia y negociación 
ante la desigualdad globalizada, AVANCSO, Guatemala 2008, pagina 84.

9	 Boletín 2005. Mayo 2011 Fondo de Tierras.
10	 Información verbal del Gerente del Fondo de Tierras 2.09.2011
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Nota. La demanda de tierras en Guatemala, según datos del Fondo de tierras es de alrededor de 
300,00 mil familias –dato considerado conservador por los expertos-. Es decir que si en 12 años 
el fondo logro beneficiar a 19, 910 familias. Su cobertura poblacional es poco significativa para 
la densidad de población demandante.

h) Programa de Arrendamiento (en 7 años de operaciones): -233,536 créditos. 114,505 
hombres y 119,031 mujeres -Meta 2011 75, créditos. El objetivo del programa es la seguridad 
alimentaria y generación de empelo de familias rurales pobres.

i) Programas de Fomento a la Agricultura Campesina 2006-2011, datos estadísticos:11

j) Programa de Fertilizantes: Entrega de un cupón por valor del 50 % del costo de un quintal 
de fertiliza nte por familia campesina.

Cuadro 1 
Número de beneficiarios 
Programa de Fertilizantes

Año Hombres Mujeres

2006 25,000 10,000

2007 25,000 10,000

2008 75,000 35,000

2009 35,000 15,000

2010 50,000 23,000

			               Fuente: elaboración propia con datos  
			               proporcionados por ProRural

k) Programa de Extensión Rural: Este programa es “responsable de transferir los resultados 
de la investigación y validación de tecnologías agropecuarias, brindar la asistencia técnica, dar 
la capacitación y promover la participación activa de los pequeños y medianos agricultores y sus 
familias”. En 2010 se atendió a 50,590 familias de 83 municipios del país eta a cargo de equipos 
de extensionistas uno de cada cual atiende entre 6 y 8 comunidades.

11	 Programas de Apoyo a la Economía Campesina. Gauster, Susana, Zepeda Ricardo, 2011, Instituto de Estudios Agrarios y Rurales de la 
Coordinación de ONG y Cooperativas, Guatemala 2011.
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Cuadro 2 
Programa de Extensión Rural

Municipios atendidos

Año Municipios

2008 52

2009 79

2010 83

Fuente: Elaboración propia con datos pro-
porcionados por el Minsiterio de Agricultura, 
Ganadería y Alimentación. 

l) Programa de Arrendamiento de Tierras de FONTIERRA: Tanto el monto total de la inver-
sión/usuario como el monto del subsidio han ido bajando en el transcurso de los años, llegado a 
un crédito de Q.1,700.00 para crédito y Q.510.00 de subsidio el 2010. 

Cuadro 3
Fondo de Tierras

Programa de Arrendamientos
Monto de crédito y subsidio

2004 - 2010

Año Crédito Subsidio Total

2004 1,000 2,000 3,000

2005 1,300 1,200 2,500

2006 1,500 500 2,000

2007 2,000 0 2,000

2008 2,000 500 2,500

2009 1,700 300 2,000

2010 1,700 510 2,210

Fuente: Elaboración propia con datos del Fondo de 
Tierras-FONTIERRAS
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III. Los desalojos en Guatemala
La desatención del Estado hacia los derechos campesinos e indígenas, ha motivado que, en 
Guatemala, la ocupación de fincas –por parte de campesinos e indígenas pobres- con fines de 
producción alimentaria, empleo y vivienda. A partir de reivindicarla posesión y propiedad. [Gene-
ralmente estas ocupaciones son “resueltas”, por el Estado a pendido de los terratenientes, por 
la vía de los desalojos violentos. 

No existe una estadística oficial, del número de desalojos efectuados en el actual período de 
gobierno, las Organizaciones campesinas agrupadas en la Coordinadora Nacional de Organiza-
ciones Campesinas –CNOC-, refieren 86 desalojos ejecutados, a la fecha. Señalamos acá 3 casos 
paradigmáticos, ocurridos en el presente año.

a) Desalojo de 800 familias en el Valle del Polochic, Alta Verapaz-

Estas familias ocupaban terrenos que reivindica como “propios” el Ingenio de Azúcar Chabil 
UTZ¨AJ. La ocupación –campesina- ocurrió durante el año 2009, sobre la base de derechos de 
propiedad histórica. Sin embargo, el 15 de mazo 2011, alrededor de 200 policías Nacionales, 
apoyados por aproximadamente 100 campesinos de la zona, guardias privados, tropas del ejér-
cito, autoridades judiciales y ejecutivos de la empresa de caña: Ricardo Díaz, Carlos Widman.

Desalojan a las 800 familias, que habitaban 14 comunidades. En la agresión policial fallece el 
campesino Antonio Beb Ac. Las siembras de milpa y frijol son destruidas al igual que sus ranchos.

En ese mismo lugar durante junio de este año María Margarita Chub Ché, -dirigente de los cam-
pesinos- fue asesinada, Posteriormente, la guardia privada, al servicio del Ingenio referido agrede 
a un grupo de campesinos indígenas, en donde resultan heridos de bala Martín Tec May y Carlos 
Ical. Nadie ha sido procesado por estos crímenes.

En este caso de desalojo y acciones posteriores actúan bandas armadas legalizadas como policías 
privadas por el Ministerio de Gobernación. Quienes actúan sin orden judicial –únicamente- a 
decisión de los empresarios con total impunidad.

b) Desalojo 91 Familias, Aldea Nueva Esperanza, Municipio de La libertad, Peten

El 25 de agosto del 2011. Alrededor de noventa un familias, que se encontraban asentadas en 
la aldea Nueva Esperanza, municipio de La Libertad, departamento de Peten, fueron desalojadas 
por fuerzas de la Policía Nacional Civil y el ejército de Guatemala, esta es un área cercana a la 
frontera con México. Por tanto los campesinos desalojados solicitaron refugio en Tenosique, Es-
tado de Tabasco, México. Se trata de alrededor de 460 personas entre hombres, mujeres y niños 
en el desalojo participaron, alrededor de doscientos cincuenta agentes de la policía nacional y 
aproximadamente sesenta soldados del ejercito de Guatema.

El gobierno guatemalteco argumento que la causa del desalojo no es la lucha por la tierra, sino 
que se trata integrantes del crimen organizado. Campesinos –se dice-, que “colaboran” con el 
narcotráfico, lo cual fue desmentido con vehemencia por la dirigencia campesina. 
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c) Comunidad Brisas del Samala. (Finca los Cafetales)

28 de julio 2011, la comunidad Brisas del Samala, de Santa Cruz Mulua en del departamento de 
Retalhuleu, compuesta por 200 familias, sufrió un violento intento de desalojo. ejecutado por 
mas de 200 policías nacionales apoyados por soldados de la tropa del ejercito nacional.

En la agresión policial, fue muerto el campesino Sergio de León de 31 años y padre de 5 hijos. 
El juez de Paz de la localidad ordeno la acción a pedido de la supuesta propietaria de las tierras. 

IV. Legislación en Guatemala: Esfuerzos Sociales por Revertir la Situación:
Es el Movimiento Campesino y las Organizaciones del Pueblo maya, que a lo largo de la historia, 
han desplegado ingentes esfuerzos por revertir la situación, y democratizar la tenencia de la 
tierra. La historia registra gran cantidad de motines y revueltas de los pueblos indígenas, que sin 
embargo no han logrado se determinantes para cambiar la situación. 

Una de las vertientes de la expresión social, fue la cruenta guerra interna, -1962-1996- que inicio 
y se desarrollo con un postulado fundante: “La tierra quien la trabaja”, es decir, la organización 
popular armada se proponía una Reforma Agraria Integral, que devolviese la tierra al campesino 
y al indígena. Esta proclama, condujo a miles de campesinos e indígenas a apoyar la insurrección. 
Ya desde las trincheras armados, ya en la lucha política.

La guerra que recién finaliza (1996), sobre la base de Acuerdos de Orden sustantivo y operativo, 
en los primeros son tres los Acuerdos en donde el eje acceso a la tierra es fundamental, a saber: 
El Acuerdo para el Reasentamiento de la Población Desarraigada por el Conflicto Armado Inter-
no, Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas y Acuerdos sobre Aspectos So-
cioeconómicos y Situación Agraria. Nos referiremos ahora al segundo y tercer Acuerdo citados; el 
primero –sobre desarraigo- tuvo un carácter más bien coyuntural frente a una situación de crisis. 

IV.1 Tierra y Acuerdos de Paz12

a) El Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas13, dedica buena parte 
de su contenido sustantivo a lo que denomina derechos relativos a la tierra de los pueblos indíge-
nas y cita: “F. Derechos Relativos a la Tierra de los Pueblos indígenas1. Los derechos relativos a la 
tierra de los pueblos indígenas incluyen tanto la tenencia comunal o colectiva, como la individual, 
los derechos de propiedad, de posesión y otros derechos reales, así como el aprovechamiento de 
los recursos naturales en beneficio de las comunidades, sin perjuicio de su hábitat. Es necesario 
desarrollar medidas legislativas y administrativas para el reconocimiento, titulación, protección, 
reivindicación, restricción y compensación de estos derechos”.

12	 Secretaría de la Paz, Presidencia de la República de Guatemala, Acuerdos de Paz, firmados hasta el 31 de octubre 1996, Tipografía 
Nacional de Guateamla, Guatemala junio 1998

13	 Acuerdo suscrito entre el Gobierno de la República de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca, el 
31 de marzo de 1995”.
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Se dedica atención especial –en el contenido del Acuerdo- a las tierras de las comunidades indí-
genas esto a partir de que el Estado reconoce que existió un despojo histórico, el cual es necesa-
rio reparar y para que esta situación no vuelva a repetirse . 

b) El Acuerdo sobre Aspectos Socio Económicos y Situación Agraria;

Desde una visión más bien campesina. No hay que olvidar que desde la insurgencia, privo, la con-
cepción de clase en la lucha por la tierra-. Se pacto el Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos 
y Situación Agraria14, cuyo eje central se sintetiza en: “

27. La resolución de la problemática agraria y el desarrollo rural son fundamentales e ineludibles 
para dar respuesta a la situación de la mayoría de la población que vive en el medio rural, y que 
es más afectada por la pobreza, la pobreza extrema, las iniquidades y la debilidad de las institu-
ciones estatales. La transformación de la estructura de tenencia y el uso de la tierra debe tener 
como objetivo la incorporación de la población rural al desarrollo económico, social y político, a 
fin de que la tierra constituya para quienes la trabajan base de su estabilidad económica, funda-
mento de su progresivo bienestar social y garantía de su libertad y dignidad”.

Y para resolver el Acceso a Tierra y Recursos Productivos, se acordó:

“(a) Crear un Fondo Fideicomiso de Tierras dentro de una institución bancaria participativa para 
la asistencia crediticia y el fomento del ahorro preferentemente a micro, pequeños y medianos 
empresarios. El Fondo de Tierras concentrará la potestad del financiamiento público de adqui-
sición de tierras, propiciará el establecimiento de un mercado transparente de tierras y facilitará 
el desarrollo de planes de reordenamiento territorial. La política de adjudicación de tierras del 
Fondo priorizará la adjudicación de tierras a campesinos y campesinas que se organicen para el 
efecto, teniendo en cuenta criterios de sostenibilidad económica y ambiental”15.

Esta es la tesis fundamental del acuerdo, que fue adversada por organizaciones campesinas y 
sociales. Al asumir el Acuerdo la propuesta de reforma agraria asistida por el mercado, propues-
ta por el Banco Mundial, al respecto de la cual se conocen las experiencias de Brasil en donde 

14	 Acuerdo suscrito en México Distrito Federal el 6 de mayo de 1996.
15	 Acuerdo sobre aspectos Socio Económicos y Situación Agraria.

Dentro de otros importantes mandatos estipula:

“Regularización de la tenencia de la tierra de las comunidades indígenas
-Tenencia de la tierra y uso y administración de los recursos naturales: …
-Restitución de tierras comunales y compensación de derechos y en su defecto 
Adquisición de tierras para el desarrollo de las comunidades indígenas. 
-Desarrollo de normas legales que reconozcan a las comunidades indígenas la 
administración de sus tierras de acuerdo con sus normas consuetudinarias”.
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esta no resolvió la problemática de fondo del tema agrario. El Acuerdo en referencia propone la 
creación de una estructura del apoyo al modelo de acceso a la tierra que incorpora elementos 
como: Infraestructura básica. Crédito y servicios financieros, Capacitación y asistencia técnica, 
Información (agropecuaria, forestal, agroindustrial, y de pesca). Comercialización

Un elemento clave en la propuesta del acuerdo es el apoyo a la organización productiva de la 
población y un marco jurídico favorable que implique la creación de una procuraduría agraria, 
que asesore a los campesinos en sus conflictos de tierra y la creación de la jurisdicción agraria y 
ambiental (tribunales agrarios), con su respectivo Código Sustantivo y Procesal, que permitan la 
resolución expedita de los conflictos agrarios.

Los Acuerdos de Paz, fueron transformados en compromisos de Estado, dándoles fuerza jurídica, 
por el Congreso de la República, a través del Decreto 52-2005.

IV.2	Un Balance Necesario sobre el cumplimiento de los Acuerdos de  
Paz concernidos a los Derechos a la Tierra

La problemática de la tierra y los derechos ancestrales sobre la misma, no se logran modificar, en 
lo pactado en los Acuerdos de Paz, la recuperación de tierras arrebatadas a pueblos, familias o 
comunidades no encuentran asidero en la legislación, ni se vislumbran medidas legislativas para 
su aprobación.

En general el tema agrario, no logra avances al no lograr imponerse un proceso de Reforma 
Agraria Integral dirigido por el Estado, En síntesis, los Acuerdos de Paz no lograron desatar el 
proceso de transformaciones en el agro. Las medidas legislativas no han avanzado, y las medidas 
prácticas de dotación de tierras están ahora en franco deterioro (ver datos sobre cobertura del 
fondo de tierras, en este trabajo). Es previsible la quiebra financiera del Fondo de Tierras, en el 
año 2012 dada la mora que acumula, y la escasa dotación Estatal de fondos. Este debe funcionar 
con los fondos que recupere de sus inversiones, así que con una mora de alrededor del 70%, su 
futuro es fatalmente incierto.

IV.3	Ausencia de Legislación Agraria, Sustantiva y Procesal y la  
Utilización de Ley Civil y Penal en Materia Agraria

Como afirmamos en páginas anteriores. Producto de nuestro devenir histórico y la conformación 
del Estado, recurrentemente los Congresos de Diputados se han negado a disponer de leyes que 
permitan la resolución de la conflictividad agraria, dentro de los parámetros del Derecho Agrario. 
Es esta una materia que ha tenido un escaso desarrollo en el país. Los pocos científicos dedicados 
a esta rama de la ciencia jurídica han sido objeto de hostigamiento, represión, amenazas, exilio 
e incluso el asesinato. 

Esta inexistencia de legislación y de Tribunales Agrarios, es reflejo de la débil política que el Es-
tado ha desarrollado en esta materia lo cual, de década en década, ha ido propiciando que la 
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situación se agrave. Por eso no es casual que los Acuerdos de Paz insistan de manera tan reite-
rada, en la necesidad de buscar “formas expeditas” para resolver la conflictividad en el campo. 
Sin embargo y pese a ello, Guatemala carece de leyes atingentes a la materia, y en tanto eso, se 
hace un uso y abuso del Código Civil y en su caso Penal, para solventar los casos de disputa de 
derechos sobre la propiedad o posesión de la tierra. No es difícil colegir que la aplicación de estas 
materias opera la totalidad de las veces en contra de los campesinos sin tierra.

Los Códigos Civil y Penal garantizan el carácter absoluto de la propiedad y su defensa a ultranza, 
de tal forma que se garantiza al propietario, -legítimo o no-, el pleno uso y disfrute de sus bienes 
sin ninguna limitación, más que las devenidas del uso del subsuelo –cuyo uso soberano corres-
ponde exclusivamente al Estado-, excavaciones, construcciones peligrosas, daños a paredes me-
dianeras. No es posible contraponer frente al derecho de propiedad, cualquier acción derivada de 
casos de hambre extrema u otra necesidad humana, aún y cuando la satisfacción de estas esté 
garantizada en la Constitución de la República

Por ejemplo, es recurrente en Guatemala, que los trabajadores del campo ocupen el fundo en 
función de exigir así el pago de sus prestaciones laborales y/o salarios atrasados; aún en estos 
casos, el Juzgador no toma en cuenta el origen del conflicto, y utilizando la legalidad, aplica la 
legislación penal para lograr el desalojo y, en su caso, la detención de los ocupantes

Es entonces la legislación actual inoperante, para resolver la conflictividad agraria. En su caso los 
procedimientos civiles, son estrictamente formales, su tramitación es escrita y los juicios de reivin-
dicación de la propiedad, son realmente longevos, hay juicios que han durado más de una déca-
da y el promedio de un juicio por la propiedad es de alrededor de cinco años. Estas condiciones 
dejan fuera de cualquier posibilidad de reivindicación a los campesinos pobres. Además, al no 
valorarse las pruebas devenidas de derechos históricos o de posesión pacífica no declarada, hace 
que la prueba formal proveniente de Escrituras Notariales, documentos registrales, o dictamen 
de peritos, tenga mayor fuerza probatoria en juicio. Y no es casual que esta solamente exista en 
manos de los detentadores de la 

IV.4	La acción punitiva del Estado ejercida, desde el Código Penal: 
esta contempla los delitos de usurpación y usurpación agravada

Este último artículo está pensado y redactado para criminalizar y reprimir las acciones de cam-
pesinos en casos de reivindicación en que estos acuden a la ocupación del fundo. La agravación 
de la pena, fue introducida en la Ley de Guatemala, en la década de los años 90, en el medio 
de fuertes presiones campesinas por el acceso a la tierra. Nótese que la respuesta del Estado 
fue endurecer la legislación en un intento por disuadir las ocupaciones campesinas. Reza así el 
Código Penal:

Usurpación agravada articulo 257 Código Penal. La pena será de dos a seis años de prisión, 
cuando en alguno de los supuestos a que se refiere el artículo anterior, concurra cualquiera de 
las circunstancias siguientes: 
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a)	 Que el hecho se lleve a cabo por más de cinco personas; 

b)	 Cuando el o los usurpadores se mantengan en el inmueble por más de tres días; 

c)	 Cuando a los poseedores o propietarios del inmueble, sus trabajadores, empleados o 
dependientes, se les vede el acceso al inmueble o fuesen expulsados del mismo por los 
usurpadores o tuvieren que abandonarlo por cualquier tipo de intimidación que estos 
ejercieren en su contra; 

d)	 Cuando el hecho se lleve a cabo mediante hostigamiento, desorden, violencia, engaño, 
abuso de confianza, clandestinidad o intimidación; 

e)	 Cuando se cause cualquier tipo de daño o perjuicio al inmueble, sus cultivos, instalacio-
nes, caminos de acceso o recursos naturales. 

Las penas señaladas en este artículo o en el anterior, según el caso, se aplicarán también a quie-
nes instiguen, propongan, fuercen o induzcan a otros a cometer este delito o cooperen en su 
planificación, preparación o ejecución”.. 

La aplicación de la ley penal no hace más que agudizar la conflictividad agraria y dejar una cauda 
desoladora en la familia campesina que se agudiza con la prisión, generalmente del padre lo que, 
como es comprensible, agrava las contingencias económicas de las familias.

V.	 Las nuevas amenazas sobre el agro: El tratado de libre comercio en-
tre República Dominicana, Centro América y Estados Unidos. 2005.16

El carácter de la tierra en el tratado y la homologación de “nacionales” de los inversionistas 
extranjeros se ha constituido en la práctica en otro valladar para cualquier proceso de reforma 
agraria, debilita la capacidad del Estado, cuando en el proceso estén en juego, tierras de un 
inversionista extranjero. Habrá que decir que buena parte de las tierras guatemaltecas, tienen 
propiedad compartida entre empresas nacionales y extranjeras, fenómeno agudizado con la glo-
balización económica.. Ya que esta a más de la legislación nacional ahora tendrá limitaciones 
internacionales producto del tratado en referencia.

La conceptualización de la tierra como inversión que se hace en el Capítulo 10, sección C, artícu-
lo 10.28, tiene diversas consecuencias para el recurso: Primero no se hace ninguna salvedad de 
la tierra, como “madre tierra”, herencia cultural, o cualesquiera de las diferentes concepciones 
mayas sobre la misma. Es decir, la tierra como el centro de toda la cultura y eje reproductor de la 
misma. Esta concepción –la del Tratado- tiene un efecto desestructurador de la cultura.

La prohibición expresa de expropiación de las inversiones “incluye la tierra- deja al Estado con 
limitadas posibilidades de desarrollar procesos de reforma agraria expropiatoria, prescribiendo el 
Tratado aquellos casos en que sí es posible hacerlo, artículo 10.7. Como se expresó anteriormen-

16	 Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos y América Central. Aprobado por el Congreso Nacional el 10 de marzo 2005, Decreto 
31-2005, Ratificado por el Presidente del la República el ocho de agosto de dos mil siete.
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te, en Guatemala los procesos expropiatorios vinculados a la tierra, prácticamente no han existi-
do en los últimos 50 años. Con la regulación que impone el Tratado, se adiciona una dificultad 
más a un proceso ya de por sí prácticamente inexistente en el país.

V.1 Nuevos procesos de reconcentración de la tierra

Guatemala como muchos de los países de América Latina, asistimos a nuevos procesos de acu-
mulación y reconcentración de la tierra, con vistas a la satisfacción del mercado internacional. 
Este es nuestro caso desde los tiempos coloniales. Dos son, ahora, los cultivos “lideres” en el 
país, cuya creciente expansión se corresponde con viejos patrones de despojo, -“cuando el caso 
lo amerita”- y por la vía de la compra, “negociada” entre campesinos pobres y desprotegidos 
jurídicamente y grandes empresas de capital transnacionalizado regularmente ligadas a las viejas 
familias oligárquicas del país.

Palma Aceitera –conocida como Palma Africana- y el Azúcar, monocultivos, que en Guatema-
la avanzan sobre tierras tradicionalmente “maiceras”. “Empresas agroindustriales y extractivas, 
tanto nacionales como transnacionales, con apoyo financiero nacional e internacional, están 
involucradas en un nuevo ciclo de acaparamiento de tierras y concentración de la propiedad 
agraria, en función de establecer plantaciones de monocultivo y agroindustrias”.17 

Esto se expresa en cifras como las siguientes: En 2012, se prevé que 3,333 caballerías estén 
cultivadas de palma africana, sumadas a alrededor de 4,444 caballerías de caña de azúcar. (1 
caballería equivale a 45.12 hectáreas), lo cual para Guatemala, un país pequeño, no solamente 
supone concentración sino una grave amenaza a la producción de alimentos, especialmente 
granos básicos.18 “Las externalidades” negativas, suman aún más. El avance del monocultivo 
obliga a comunidades mayas de la zona de la etnia Kekchí, a abandonar sus antiguos campos 
de cultivo. Esto tiene un impacto directo de desestructuración de la cultura y una agresión a sus 
fuentes de sustento.

El bosque de las zonas a donde llega la palma y el azúcar, es arrasado, con el grave daño ambien-
tal, y lo que más evidencia la población es el aprovechamiento unilateral de las fuentes de agua, 
y los ríos, en detrimento del uso comunitario del recurso.

a) Modalidades de apropiación de la tierra: Laura Hurtado en su citado libro, distingue tres 
modalidades del proceso de apropiación de la tierra en la zona norte del país –hoy-, que en su 
mayoria operan en favor de la agroindustria de la palma y el azúcar:

b) Apropiación, Acaparamiento y Concentración: Los tres procesos ocurren en el momento 
actual, de forma simultánea, pero son de naturaleza distinta.

17	 Hurtado Laura, Dinámicas Agrarias y Reproducción Campesina en la Globalización. El Caso de Alta Verapaz. F&G Editores, Guatemala 2008
18	 Alonso Fradejas Alberto, IDEAR/CONGCOOP, Caña de Azúcar y Palma Africana, Combustibles para un nuevo ciclo de acumulación y 

dominio en Guatemala. Guatemala 2008. 
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“Las dos primeras dinámicas –apropiación y acaparamiento-, que llevan a cabo terratenientes y 
capos de distintos negocios ilícitos, se han realizado y se realizan en la actualidad acudiendo a 
mecanismos ilegales tales como la corrupción y el tráfico de influencias, las amenazas y el uso 
de la violencia, para hacerse de tierras e inscribirlas en propiedad a su favor, ya se trate de tierras 
del Estado o bien de tierras comunales o privadas de pequeños propietarios sin capacidad de 
defensa ante el despojo”.

c) La Concentración de la Propiedad Agraria: “se refiere a la acumulación de tierras en pro-
piedad por un mismo propietario –sea éste una persona física o una persona jurídica-, a través de 
procedimientos legales de compra-venta de propiedades privadas ya existentes –generalmente 
“creadas” o “constituidas” en períodos históricos anteriores, o bien a partir de compra de tierras 
recién incorporadas al régimen de propiedad privada a través del proceso de regularización en 
marcha, en zonas de frontera agrícola”.

Si bien se trata de transacciones “legales”, Laura no hace ninguna observación sobre la legiti-
midad de las operaciones, aunque se infiere a lo largo de su escrito igual que en el de Alberto 
Alonso, sobre las presiones ejercidas a los pequeños propietarios para la venta.

Alberto Alonso deja constancia de la expresión o “O me vendés a este precio, o vuelvo luego a 
negociar con la viuda”, por parte de operadores locales de los agronegocios en el país.

Otro mecanismo citado por Alonso, son “Alianzas Productivas”, según el cual medianos y 
pequeños productores de alimentos ceden sus tierras a la siembra semi-permanente de caña y 
permanente de palma, por la vía del arrendamiento de largo plazo.

Estamos –de nuevo- como país y como sociedad frente a fenómenos originados en la demanda 
mundial, asumiendo nuestro rol histórico de proveedores de materia prima. 

Conclusiones:
a)	 La estructura agraria nacional no ha sufrido modificaciones importantes a favor de la 

población campesina pobre, durante los últimos 26 años. Esto significa, entre otras consi-
deraciones, la constatación del fracaso de la Estrategia de reforma agraria asistida por el 
mercado. Que adopto como política el Estado nacional.

b)	 En términos prácticos, no existe hoy en el país dotación de tierra en propiedad para la 
familia campesina, el Fondo de Tierras, tiene una cobertura muy escasa y ha privilegiado 
como salida de “emergencia” el apoyo a los programas de arrendamiento, los cuales por 
tratarse de contratos de cortísimo plazo y sin opción de compra, no logran un impacto 
importante en la superación de la pobreza campesina e indígena.

c)	 La ausencia de Legislación y Jurisdicción agraria en el país, es en definitiva, un valladar, 
para la resolución de la conflictividad agraria. Esta omisión de Estado, no es casual, esta 
determinada por el monopolio que en el control del mismo ejerce la élite económica del 
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país. Para quienes, el origen de su acumulación de capital, esta signado por la explotación 
del campo.

d)	 La debilidad institucional del Estado no coadyuva a que este, tenga una ingerencia decidi-
da e impactante en el problema agrario nacional. Producto de esta debilidad es la ausen-
cia de un organismo de Estado rector de la política agrícola y agraria nacional. Lo cual se 
expresa en la dispersión de acciones y en el surgimiento de mecanismos clientelares y de 
compensación para abordar las crisis del aro.

e)	 La expresión racial como política de Estado, y la visión de los pueblos indígenas como 
subordinados y con pocas capacidades de desarrollo tiene su base –histórica y actual- en 
la manifiesta intencionalidad de explotación económica de su fuerza de trabajo y la expro-
piación de su tierra y territorio con fines de expolio comercial

f)	 La conflictividad agraria, provoca recurrentes niveles de ingorbernabilidad en el país que 
afectan, la vida, económica, social y política, nacional, sin embargo, la causa de la misma 
no es la reivindicación campesina, sino en la ausencia de políticas de Estado para resolver-
la, mas allá de la represión y la criminalización.

Recomendaciones:
a)	 Emisión de una real política de Estado concertada con las organizaciones campesinas e in-

dígenas que promueva el desarrollo rural, a partir de su base agraria que incluya el acceso 
campesino a la tierra y servicios tecnologicos, crediticios y de mercado.

b)	 La creación de la institucionalidad Estatal necesaria para el acompañamiento de la reso-
lución de la problemática agraria y el incentivo a la producción familiar campesina, como 
base para el desarrollo campesino.

c)	 Cumplimiento de los tratados y acuerdos internacionales en materia de Derechos Econó-
micos Sociales y culturales y sobre derechos de los pueblos indígenas.

e)	 Impulso a la Legislación agraria y a la creación de los tribunales Agrarios, mecanismos 
imprescindible para el desarrollo y la estabilidad nacional.

f)	 Fomento de la organización campesina de orden político, social y productivo, como base 
indispensable para el proceso de desarrollo nacional.





*	 “Wolfgang Krenmayr, sociólogo con especialidad en Derechos Humanos, investigador regional de la Pastoral Social de la Diócesis de 
San Marcos en tema de conflictividad agraria, laboral y ambiental.”

Directriz 8c*

Agua

Wolfgang Krenmayr 
Diócesis de San Marcos*

“Teniendo presente que el acceso al agua en cantidad y de calidad suficientes para todos es 
fundamental para la vida y la salud, los Estados deberían esforzarse para mejorar el acceso a los 

recursos hídricos y promover su uso sostenible, así como su distribución eficaz entre los usua-
rios, concediendo la debida atención a la eficacia y la satisfacción de las necesidades humanas 
básicas de una manera equitativa y que permita un equilibrio entre la necesidad de proteger o 

restablecer el funcionamiento de los ecosistemas y las necesidades domésticas, industriales y 
agrícolas, en particular salvaguardando la calidad del agua potable.”
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Introducción

El agua juega un papel fundamental para el derecho a la alimentación por ser alimento e indis-
pensable para la agricultura. En las últimas décadas el tema ha cobrado mayor importancia, 

especialmente a partir de los efectos que ha dejado el cambio climático cuyos extremos van des-
de sequías hasta inundaciones. Guatemala ha sido afectado por ambos fenómenos y a mediados 
del año 2010 hubo dos estados de calamidad pública vigentes en el mismo momento: uno por 
sequías y otro por las inundaciones causadas por Agatha.

Muchos conflictos sociales actuales están vinculados al tema del agua. Uno de los principales 
problemas de la minería de metales a cielo abierto tiene que ver con la contaminación del agua. 
El aprovechamiento del agua en la construcción de muchas nuevas hidroeléctricas en estos años 
se ha encontrado con fuertes resistencias. Además en las zonas con agroindustrias los campesi-
nos han denunciado la usurpación de ríos, cambios de causes y el desabastecimiento de la pobla-
ción pobre. Los megaproyectos son parte fundamental en esta problemática sumando además la 
deforestación que aumenta la problemática de las aguas.

El presente artículo presenta una primera aproximación al tema del agua en el marco del moni-
toreo en Guatemala de las directrices voluntarios de la Organización para la Agricultura y la Ali-
mentación. En este contexto, se trata de responder a tres objetivos: establecer una línea base en 
la temática, analizar las dinámicas más recientes y presentar un caso ejemplar de problemas con 
el agua vinculados a la actividades agroindustriales. De manera deliberada se tomó la decisión de 
no abordar a fondo los temas importantes de hidroeléctricas y minería, quedando pendiente su 
abordaje en una futura edición del monitoreo. 

El tema de interés especial del artículo es el uso y aprovechamiento del agua, así como la conflic-
tividad que surge sobre la misma, teniendo presente las tensiones entre demandas industriales 
y de necesidades para la subsistencia humana debiendo prevalecer el derecho humano al agua.
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I. Marco legal sobre el agua

I.1	 Derechos internacionalmente reconocidos y disposiciones constitucionales 
nacionales

Parte del reconocimiento en Guatemala del derecho humano al agua se deriva del ámbito in-
ternacional. El momento más significativo fue en julio 2010 cuando la Asamblea General de la 
ONU aprobó la resolución que “Declara el derecho al agua potable y el saneamiento como 
un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos 
humanos”1. Fue un paso muy importante ya que anteriormente no hubo ninguna resolución 
específica como esta, los principales instrumentos de derechos humanos del ámbito universal y 
regional interamericano tampoco mencionaron expresamente este derecho – siempre ha sido 
parte del derecho a la alimentación y parte del derecho a condiciones de vida adecuada, por 
ejemplo, al “abastecimiento de agua” o al “agua potable salubre”. Además fue muy re-
levante el nombramiento de la Relatora Especial sobre el derecho humano al agua potable y el 
saneamiento a principios del 2008.

En la legislación guatemalteca, el reconocimiento principal se encuentra en tres artículos de 
la Constitución Política de la República de Guatemala (CPRG): El artículo 97 sobre medio 
ambiente y equilibrio ecológico establece que: “El Estado, las municipalidades y los habi-
tantes del territorio nacional están obligados a propiciar el desarrollo social, económico 
y tecnológico que prevenga la contaminación del ambiente y mantenga el equilibrio 
ecológico. Se dictarán todas las normas necesarias para garantizar que la utilización y 
el aprovechamiento de la fauna, de la flora, de la tierra y del agua, se realicen racional-
mente, evitando su depredación”. Esta disposición se desarrolló a través de la Ley de Protec-
ción y Mejoramiento del Medio Ambiente (Decreto No. 68-86). Además se establece el régimen 
de agua: “Todas las aguas son bienes de dominio público, inalienables e imprescriptibles. 
Su aprovechamiento, uso y goce, se otorgan en la forma establecida por la ley, de acuer-
do con el interés social…2”; y se especifica que el aprovechamiento de aguas, lagos y ríos “…
está al servicios de la comunidad y no de persona particular alguna, pero los usuarios 
están obligados a reforestar las riberas y los cauces correspondientes, así como a facilitar 
las vías de acceso…”3. Además, anuncia que una ley específica regulara el régimen de aguas 
– normativa inexistente hasta la fecha. Las demás disposiciones constitucionales declaran una 
parte de las aguas como bienes del Estado, por ser reservas territoriales del Estado o aguas de 
intereses estratégicos4.

1	 Resolución A/RES/64/292; http://daccess-ods.un.org/access.nsf/Get?Open&DS=A/RES/64/292&Lang=S
2	 Art.127 de CPRG
3	 Art.128 de CPRG
4	 Art.121 y 122 de CPRG
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I.2 El difícil camino de legislación específica interna

La legislación ordinaria referida al agua se encuentra en diversas normas, según el análisis en el 
2005 efectuado por Elisa Colom de Morán en su estudio titulado “Situación Legal del Agua en 
Guatemala”: desde el Código Civil, Código Municipal, Ley de Minería, Ley Forestal, entre otras 
más, habiendo múltiples instituciones con diversas responsabilidades. En el marco del presente 
capítulo interesan especialmente el uso, el aprovechamiento y la protección del recurso agua. Es 
importante tener en consideración que el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales MARN 
se creó a finales del 20005, reemplazando la anterior Comisión Nacional del Medio Ambiente 
y reformando la parte orgánica de la Ley de Protección y Mejoramiento del Medio Ambiente6. 
Una parte de las decisiones sobre el agua, que anteriormente fueron tomadas por diversas enti-
dades, entonces pasaron a ser responsabilidad del MARN. En teoría, esto implicaría que toda la 
documentación pasara de la entidad anterior hacía el MARN. Para poder cumplir sus funciones el 
MARN necesitaría un registro completo de usuarios y autorizaciones. En la práctica, sin embargo, 
se observa que la Unidad de Recursos Hídricos y Cuencas del MARN, creada en el 2005 no tiene 
la información completa de todas las autorizaciones de uso y aprovechamiento de agua emitidas 
hasta la fecha, únicamente se tienen copias de un libro del Registro de la Propiedad y pocos do-
cumentos más. Es sumamente penoso que la institución responsable de analizar y pronunciarse 
sobre la factibilidad de usar aguas no cuenta con la información necesaria para cumplir su papel.

I.3 La ausencia de una ley específica que regula el uso del agua

Hasta la fecha, sin embargo, no hay legislación específica respecto al régimen de agua. Varios 
estudios y propuestas recomendaron criterios que debería cumplir el futuro régimen de aguas. 
La Relatora Especial sobre el derecho humano al agua potable y el saneamiento, enumera en su 
informe presentado en julio 2011 varios factores de éxito para el cumplimiento del derecho al 
agua7: un marco jurídico sólido basado en los derechos humanos y el acceso a la justicia; institu-
ciones sólidas y asignación clara de responsabilidades previendo coordinación para superar frag-
mentación, descentralización y consideración de autoridades locales, participación de agentes 
no estatales; garantizar financiación suficiente; que haya participación, transparencia, igualdad 
y no discriminación.

En el 2003 Carlos Alberto Cobos analizó para la Coordinación de ONG y Cooperativas  
CONGCOOP la institucionalidad del agua en Guatemala8. En su propuesta para la gestión del 
agua él subrayó que la futura institucionalidad debe trabajar bajo varios criterios: la separación de 
funciones debe asegurar que la entidad no preste servicios a ningún sector, debe ser un adminis-
trador imparcial; propone que sea un ente técnico, evitando que se tomen decisiones con base en 
coyunturas políticas, que haya participación multisectorial, autonomía, fortalecimiento de poder 
local y participación ciudadana. La planificación y administración del agua debe efectuarse en tres 
niveles: ámbito nacional relativo a planteamientos del país y de relaciones con países vecinos; en 
lo regional el manejo de cuencas y en lo local las unidades administrativas dentro de las cuencas.

5	 Decreto No. 90-2000, Ley de Creación del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales
6	 Decreto No. 68-86, Ley de Protección y Mejoramiento del Medio Ambiente
7	 http://www2.ohchr.org/english/bodies/hrcouncil/docs/18session/A-HRC-18-33_sp.pdf , consultado 1/9/2011
8	 Carlos Alberto Cobos: Institucionalidad del Agua en Guatemala 2003, CONGCOOP, Magna Terra Editores S.A.; págs.45ss
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A la fecha se está subrayando la importancia de contar con una entidad pública responsable de 
coordinar los esfuerzos y de impulsar la temática del agua. Hay quienes enfatizan en una entidad 
de carácter técnico y hablan de un Instituto Nacional del Agua, otros de un Consejo Nacional 
del Agua o de una Comisión Nacional para el Desarrollo de los Recursos Hídricos. Por aparte 
están las propuestas que se concentran en espacios del Organismo Ejecutivo, por ejemplo, un 
Viceministerio, una Secretaria del Agua de la Presidencia, una Dirección de Política del Agua en 
SEGEPLAN, entre otras propuestas.

Desde hace más de medio siglo se está intentando de crear un marco legal para regir lo relativo al 
agua y para establecer un espacio institucional. Entre el año 2000 y el 2011 el Congreso recibió 
por lo menos cinco iniciativas de ley sobre el tema de agua, con diversos títulos: “Ley General de 
Aguas” (Iniciativas 3118, 2865), “Ley para el Aprovechamiento y Manejo Sostenible de los Re-
cursos Hídricos” (3419) o enfocando la necesidad de definir una entidad encargada de coordinar 
el tema del agua: “Ley de la Autoridad Hídrica Nacional” (2227) o la “Ley que sitúa bajo la rec-
toría técnica y administrativa del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales a las autoridades 
de los diferentes cuerpos de agua” (3815). Algunas iniciativas cuentan con dictámenes de las 
respectivas comisiones del Congreso de la República, otras no. Una cuestión fundamental es de 
lograr una propuesta consensuada que considere las diversidades culturales, de organizaciones 
sociales y de autoridades en el país.

I.4 Autoridades tradicionales mayas en la regulación del agua

El reconocimiento del carácter multiétnico, pluricultural y multilingüe de Guatemala frecuente-
mente se queda a nivel de un simple enunciado y no superan el plano de folklorismo. El tema de 
agua, requiere de un paso más, para el ser humano, el tema del agua es fundamental, todas las 
sociedades cuentan con formas de administrar este recurso – comúnmente el análisis racional de 
ser un líquido indispensable para la vida se vincula con la cosmovisión de los pueblos. Muchas 
veces el agua es parte central de las narrativas del mito de creación y hay normas que regulan su 
uso. La diversidad cultural y sus fundamentaciones exigen el reconocimiento de derechos colec-
tivos como pueblos, sus formas de organización y sus autoridades.

La disposición de defender este derecho está claro en la resistencia de las autoridades indígenas-
mayas de Totonicapán, específicamente de los 48 Cantones, quienes exigen el respeto a su pro-
pia forma de administrar los bosques y aguas. En muchos municipios se mantiene exitosamente 
la administración de bosques comunales y de parcialidades - dirigentes kiche’s hablan de 16 
diferentes formas de organización con sus propias fundamentaciones, visiones, formas de orga-
nización y reglamentaciones. 

En el 2005 y varios momentos posteriores, los descendientes de Atanasio Tzul manifestaron en 
Cuatro Caminos en contra de la aprobación de la Ley de Aguas. En el 2008 los pueblos indígenas 
establecieron como compromisos del Consejo Gobernando con la Gente que “…se gestiona-
rán los enlaces necesarios para exponer ante los responsables de la iniciativa de la ley 
de agua los mecanismos utilizados en Totonicapán para la gestión y manejo de recurso 



Monitoreo de las directrices voluntarias para el Derecho a la Alimentación 2011 109

Agua

hídrico”9. En julio 2009 Carlos García expuso ante el Gabinete de Agua los motivos de los 48 
cantones de estar en contra de la iniciativa 3118 Ley de Agua: resaltando que deben de respe-
tarse las diversas formas de organización existentes de los Pueblos Indígenas, que no existió una 
negociación entre Estado y comunidades indígenas, que no fueron consultados para la realiza-
ción de la iniciativa, que no se tomó en cuenta la visión de las comunidades indígenas, la crea-
ción de un Instituto Nacional de Aguas tendría altos costos para el Estado, que el levantamiento 
de un inventario del agua implicaría trasladar todo los servicios al Estado desestimando de esta 
manera los esfuerzos de las comunidades, y que no se consideraba la organización comunitaria. 
En abril 2010 se efectuó una reunión en el MARN para otro acercamiento entre autoridades de 
instituciones estatales y autoridades kiche’s de Totonicapán.

Como autoridades mayas, es indispensable que un consenso sobre el tema de agua considere 
las diferencias entre lo rural y lo urbano, que tome en cuenta el conjunto de formas de admi-
nistración del agua de las comunidades, que considere el papel que corresponde a las munici-
palidades, que tenga en cuenta una regularización del uso industrial, entre otros aspectos más. 
Es indispensable que los pueblos indígenas sean invitados a formar parte en la construcción 
de decisiones consensuadas, en vez de estar sentados en una mesa de diálogo diseñada para 
viabilizar decisiones tomadas en otros espacios – no lo aceptarían. No cabe duda, 57 consultas 
comunitarias realizadas en contra de megaproyectos, subrayan que los pueblos indígenas están 
ejerciendo sus derechos colectivos y exigiendo su cumplimiento.

II. Institucionalidad pública del agua
En la actualidad muchas instituciones juegan más de algún papel respecto al tema del agua: las 
municipalidades, el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación (MAGA) en tema de rie-
go, el Ministerio de Energía y Minas (MEM) en cuestiones de hidroeléctricas, el Ministerio de Am-
biente y Recursos Naturales (MARN), el Instituto de Fomento Municipal (INFOM) en asuntos de 
sistemas de agua, el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) relativo a calidad de 
agua, la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia (SEGEPLAN) respecto a una 
planificación integral, el Consejo Nacional de Áreas Protegidas (CONAP) sobre áreas protegidas 
y bosques nubosos, entre muchos más. Mientras que las instituciones tienen sus atribuciones, a 
la vez, la mayoría parece limitarse a visiones proyectistas o para autorizar megaproyectos – pocas 
veces se escuchan visiones que se sustentan en el derecho humano al agua en conexión al de-
recho a la alimentación. El papel de subordinación que deben de jugar las instituciones públicas 
relativas a las empresas llevó en el 2008 a que la Mina Marlin le impidió al MARN el ingreso a la 
mina a fin de tomar muestras de agua para controlar el cumplimiento de disposiciones legales en 
materia ambiental. Teniendo presente la debilidad institucional y tras varios fracasos de aprobar 
una Ley de Aguas, entonces, el Organismo Ejecutivo creó un espacio para la coordinación en la 
temática, el Gabinete Específico del Agua cuya funcionalidad también está limitada.

9	 http://www.guatemala.gob.gt/docs/ACTA%20DE%20COMPROMISOS%20TOTONICAP%C3%81N.pdf , 1/9/2011



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala110

Directriz 8C 

II.1 Gabinete Específico del Agua GEA

A través de Acuerdo Gubernativo 204-2008 se creó el Gabinete Específico del Agua GEA “con 
el propósito de coordinar los esfuerzos gubernamentales de diseño y gestión de polí-
ticas, planes y presupuestos del agua, para contribuir al logro de metas y objetivos de 
desarrollo nacional”. Lo preside y coordina el Vicepresidente de la República, integrándose por 
10 ministerios y 7 secretarias, Cuenta con una secretaria técnica ST-GEA, la cual, en su momento 
tenía más cercanía a SEGEPLAN, mientras tanto se vincula más directamente con la Vicepresi-
dencia. A mediano plazo GEA podría constituirse en entidad propia, o proponer otra entidad; A 
largo plazo se reemplazará por la(s) institucionalidad(es) prevista(s) en el marco de una normativa 
específica para el agua.

Desde 2008 se celebran sesiones de GEA para coordinar esfuerzos entre instituciones y evitar 
duplicidades, previendo presentaciones de las instituciones sobre sus enfoques al tema agua, así 
como las acciones realizadas. Aún teniendo presente la importancia de legislación específica, 
GEA se concentra en el ámbito del Ejecutivo, igualmente las actuales propuestas para institucio-
nalizar el tema: la preferencia actual es de crear un Viceministerio de Agua en el MARN. En varios 
momentos GEA ha jugado un papel relevante para el análisis conjunto y la coordinación: sequía 
y corredor seco, cianobacterias en el lago de Atitlán, emergencia de tormenta Stan, lo relativo río 
La Paz y el Trifinio Sur. La secretaría juega un papel fundamental en trazar las líneas de acción a 
mediano y largo plazo.

No obstante, se observan algunas debilidades, pendientes de atender en el futuro: En el marco 
de las emergencias del 2010 pareciera que hubo puntos de vista encontrados sobre quien de-
bería aportar visiones para la reconstrucción relativa al tema del agua y se observó que debería 
haber mayor consciencia sobre la temática, ya sea en el marco de GEA o fuera de él. Un progreso 
fundamental ha sido la aprobación de la Política Nacional del Agua en Guatemala y su Estrategia, 
recogiendo las experiencias de GEA, ofreciendo una oportunidad a futuras administraciones para 
seguir avanzando. 

Como retos específicos se observa la importancia de las negociaciones bilaterales, regionales y 
multilaterales, de mejorar la coordinación intra e inter institucional, de seguir consolidando el 
Sistema de Información y Conocimiento del Agua de Guatemala SIAGua, entre otros más.

Indudablemente el GEA es un espacio del Organismo Ejecutivo, y como tal predomina la institu-
cionalidad pública. El tema del agua, sin embargo, requiere de un involucramiento más amplio. 
Hasta la fecha muy pocos actores sociales asistieron a sus reuniones. Sólo en un momento hubo 
participación de representante de los 48 Cantones de Totonicapán, fueron propuestos como 
miembros asesores de GEA. Similar en el caso don Cirilo Pérez Oxlaj, Embajador Itinerante de los 
Pueblos Indígenas, quienes asistieron un momento y luego ya no. Pocas veces se considera tomar 
en cuenta la multiculturalidad del país para lograr mejores decisiones.

Por aparte parece que algunos de los puntos de mayores tensiones sociales están ausentes o 
no reconocidos por el GEA. Temas como la construcción de hidroeléctricas y de minería, impli-
cando elevados niveles de conflictividad social, casi no se abordan, únicamente se lamenta que 
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hay insuficiente información para las comunidades y que debe haber más proyectos sociales en 
los alrededores de estos megaproyectos. En fin, las posturas de algunos dan a entender que el 
tema de recursos naturales se limita a una cuestión de definir adecuadamente los precios de los 
mismos. En conclusión: hay avances pero también pendientes.

II.2 Política Nacional del Agua en Guatemala y su Estrategia

En mayo 2011 se aprobó la Política Nacional del Agua en Guatemala que tiene el objetivo ge-
neral de “Asegurar la contribución del agua al cumplimiento de metas y objetivos de 
desarrollo económico, social y ambiental del país, mediante la institucionalización del 
sistema nacional de gestión y gobernanza del agua que satisfaga el mayor número de 
demandas, prevea los requerimientos futuros, gestione los riesgos hídricos y proteja el 
bien natural, en un marco de armonía social, desarrollo humano transgeneracional y 
soberanía nacional”. Específicamente busca contribuir al mejoramiento de las condiciones de 
calidad de vida, bienestar individual y social; contribuir a la adaptación nacional al cambio climá-
tico; contribuir con los objetivos de desarrollo económico y social y con la adaptación nacional al 
cambio climático, mediante la gobernabilidad y gestión eficaz del agua: Adoptar gradualmente 
un sistema nacional de gestión del agua que promueva la modernización del régimen legal e 
institucional; y de contribuir al logro de los valores de justicia, seguridad y bien común del país, 
mediante la implementación de los lineamientos y principios de negociación que establecen es-
quemas de compensación para proteger los cursos de agua internacionales.

La Política Nacional del Agua y su Estrategia se basan en un conjunto de principios básicos: equi-
dad social, eficiencia económica, sostenibilidad ambiental, administración de carácter integral y 
la solidaridad. Según los conceptos, mediante la equidad social “…se hace operativa la garan-
tía constitucional de acceso al agua para consumo humano y para consolidar el sistema 
de seguridad alimentaria-nutricional, con enfoque de género y pertinencia cultural”10. 
En otra parte de la política se refleja que el camino de la inclusión y participación parece ser un 
punto a considerar al expresar que “La aplicación de las medidas de gestión integrada de 
los recursos hídricos significa el concurso de todos los actores del agua. El sistema admi-
nistrativo que se diseñe debe prever cómo, cuándo y en qué participará cada uno de es-
tos (públicos, centralizados, descentralizados, locales, usuarios, privados, comunitarios y 
otros) conforme estrategias de enfoque de género y pertinencia cultural y principios de 
solidaridad y equidad…, haciendo claros y evidentes los beneficios y responsabilidades 
que a cada grupo de actores les corresponden”11.

La política nacional aborda el tema de la posible futura institucionalidad del agua y enumera 
varias opciones, aclarando que sea necesario seleccionar la opción que tenga mayor viabilidad 
política y financiera. Entre otras se proponen: Mantener vigente el Gabinete Específico del Agua, 
crear el Viceministerio del Agua en el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales, crear la Se-
cretaría del Agua adscrita a la Presidencia de la República, y la Dirección de Política del Agua en 
SEGEPLAN, entre otras opciones más.

10	 Política Nacional del Agua en Guatemala y su Estrategia, mayo 2011, página 13
11	 Op.cit. página 19
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En total se contemplan cuatro líneas estratégicas: (1) Agua potable y saneamiento para el de-
sarrollo humano, (2) Conservación, protección y mejoramiento de fuentes de agua, bosques, 
suelos y riberas de ríos en cuencas, (3) Planificación hidrológica, obras hidráulicas de regulación 
y gobernabilidad del agua, (4) Política pública y régimen legal e institucional de cursos de aguas 
internacionales.

Por el enfoque del presente artículo se enfatiza en la tercera línea estratégica de “Planificación 
hidrológica, obras hidráulicas de regulación y gobernabilidad del agua”, para lo cual se prevén 
varias acciones12: la participación ciudadana para construir acuerdos sociales a favor de la go-
bernabilidad eficaz hídrica, identificación y sistematización de prácticas sociales de gestión y 
gobernanza del agua, estrategias y lineamientos para la modernización del régimen legal e insti-
tucional, mediación y resolución de conflictos, la formulación de lineamientos para planificación 
hidrológica y obras hidráulicas de regulación, contar con un Sistema de Información y Conoci-
miento del Agua de Guatemala SIAGua, así como la formulación e implementación de políticas 
y planes de los usos sectoriales del agua (agropecuario, hidroelectricidad, industria, minería y 
turismo), entre otras más. Es de esperar qué acciones se implementarían a manera prioritaria y de 
qué forma se implementarán para lograr los resultados previstos en la Política Nacional del Agua 
en Guatemala y su Estrategia.

III. Realidades de disponibilidad y acceso al agua

III.1 Disponibilidad general de agua y uso para principales actividades económicas

Desde hace algunos años el Instituto de Agricultura, Recursos Naturales y Ambiente (IARNA) de 
la Universidad Rafael Landívar junto con el Banco de Guatemala diseñó e implementó el Sistema 
de Contabilidad Ambiental y Económica Integrada SCAEI, conocido como “Cuentas ambienta-
les”, junto con otras entidades más13. En el 2006 se registró una disponibilidad total de agua 
de 32,021.7 millones de metros cúbicos, proveniente principalmente de las lluvias, es decir del 
sistema natural. La mayoría de esta agua se usa para actividades de agricultura y ganadería, entre 
50% y 55% en los años 2001 al 2006. La segunda actividad económica más importante en con-
sumo de agua son las industrias manufactureras, con una tendencia decreciente en los últimos 
años, de 35% a 24% en un período de cinco años; a cambio, para el suministro de electricidad, 
gas y agua la importancia del agua ha crecido de 11% al 15.3%, los demás sectores requieren 
menos del 2% del volumen total14, en orden de importancia: caza y silvicultura, consumo final de 
los hogares y pesca, entre otras más.

12	 Págs.26ss
13	 Implementación del SCAEI a través de alianzas entre IARNA/URL, Instituto Nacional de Estadística INE, Banco de Guate-

mala BANGUAT, la Secretaría de Programación y Planificación de la Presidencia SEGEPLAN, la Secretaría Presidencial de 
la Mujer SEPREM, el Instituto de Incidencia Ambiental IIA y el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales MARN.

14	 Cuadros estadísticos de cuenta integrada de los recursos hídricos en http://www.infoiarna.org.gt/article.aspx?id=158
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El 76% del agua utilizada en la agricultura es almacenada en el suelo, el resto proviene de la cap-
tación de fuentes superficiales o subterráneas, por ejemplo en sistemas de riego. La mayor de-
manda de agua para riego se observa en la caña de azúcar, un 43% del total para riego, seguido 
del banano, 14%, y otras semillas y frutos oleaginosos diferentes a berries, mango y melón uno 
de estos frutos oleaginosos es la palma africana, con el 12% del agua de riego. En comparación: 
Los volúmenes de agua de riego para cada uno de estos cultivos son superiores al volumen total 
del consumo de todos los hogares; tan sólo la caña de azúcar consume cuatro veces más agua 
de riego que necesitamos nosotros para consumo humano. Es importante tener presente que el 
30% de las fincas de caña de azúcar y el 40% de las plantaciones de palma africana utilizan riego 
por inundación lo que es una forma poco eficiente de riego. A mediano plazo es inevitable ana-
lizar el valor económico que representa el agua como parte de producciones (agro) industriales y 
las implicaciones para la sociedad.

III.2 Amenazas por sequía en el corredor seco

La distribución del agua y accesibilidad están estrechamente vinculadas a zonas climatológicas 
del país y al fenómeno del cambio climático que afecta con diversas consecuencias, especial-
mente sequías e inundaciones. Las áreas amenazadas por sequías requieren de atención espe-
cial, ya que se complica la disponibilidad del agua para el consumo humano y para los cultivos. 
Insuficiente atención a la problemática agudiza la falta de alimentos de subsistencia. Ninguna de 
estas situaciones puede resolverse con medidas cortoplacistas y asistencialistas, sino se requiere 
de medidas integrales.

Mapa No. 1
Amenaza por sequía, 2002

Fuente: MAGA, Atlas Temático, 2002
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III. 3 Acceso a agua potable

La importancia del agua se reconoció en la Asamblea General de las Naciones Unidas del año 
2000 al establecer una meta para el tema de agua entre los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
ODM, el objetivo 7 de “Garantizar la Sostenibilidad del Medio Ambiente”: Meta 7.C: “Re-
ducir a la mitad, para 2015, la proporción de personas sin acceso sostenible al agua potable y a 
servicios básicos de saneamiento”. En 1990 el 63% de la población guatemalteca tuvo acceso 
a fuentes mejoradas de abastecimiento de agua, lo que implica que para 2015 la tasa debería 
aumentarse a 81.5%15. De hecho, entre todos los Desarrollo de las Metas del Milenio (ODM), 
el acceso al agua potable es una de las metas con mejores posibilidades de lograrla, pues, en el 
2006 78.7% de las viviendas tuvo acceso a fuentes mejoradas de abastecimiento de agua. Al 
analizar los datos de acuerdo al número de población en vez de vivienda se reduce ligeramente: 
76.8% de los guatemaltecos están en mejores condiciones. Las realidades urbanas y rurales son 
muy distintas: Mientras que el 90.5% de la primera está en mejores condiciones, en área rural 
sólo 63.9% tiene la suerte de fuentes mejoradas de agua.

Cuadro 1  
Acceso principal al agua por persona para consumo del hogar, 

personas, desglose por etnicidad y área urbano-rural

¿De dónde obtienen principalmente el agua 
para consumo del hogar?

Etnicidad Área
Global

Indígena Mestizo Urbana Rural

Tubería (red), dentro de la vivienda 52.3% 63.5% 76.5% 43.1% 59.2%

Tubería (red), fuera de la vivienda pero en el terreno 16.6% 14.4% 12.8% 17.4% 15.2%

Chorro público 2.7% 2.2% 1.2% 3.4% 2.4%

Pozo perforado público o privado 10.9% 11.5% 4.6% 17.5% 11.3%

Río, lago, manantial 11.6% 4.3% 0.7% 13.0% 7.1%

Camión cisterna 0.5% 1.6% 1.8% 0.6% 1.2%

Agua de lluvia 2.6% 0.2% 0.1% 2.0% 1.1%

Otro 2.8% 2.4% 2.2% 2.8% 2.5%

TOTAL en millones de personas 4,97 8,01 6,25 6,74 12,99

Fuente: Cálculo propio, datos ENCOVI 2006

De todas las viviendas conectadas a una red de tubería, el 81.0% utiliza el agua sólo para su 
hogar, las demás comparten con otro(s) hogar(es). Un 31% del agua de red de tubería es admi-
nistrada por comités de agua, el 59.4% por entidades públicas y 9.6% de actores privados. Tener 
conexión a una red de agua no necesariamente significa tener agua todos los días: uno de cada 
tres viviendas no lo tiene por 10.8 días por mes, es decir, uno de cada dos días. Además, los días 
con agua la mitad de las viviendas sólo tiene agua por poco más de 7 horas.

15	 SEGEPLAN, Tercer informe de avances en el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Objetivo 7: Garantizar la soste-
nibilidad del medio ambiente Guatemala: Serviprensa, 2010. pág.31
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Aparte del acceso al agua, se observa un problema en la calidad del agua del 2009 al 2011, 
por ejemplo, el 58.3% de pruebas de clorificación de agua realizadas por el Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social MSPAS no registraron niveles adecuados, el 31.3% registró contami-
nación bacteriológica en marzo 2010 el MSPAS informó que sólo el 30% de las municipalidades 
está clorando el agua. La situación es de fuerte preocupación, tomando en cuenta que la cuarta 
parte de las viviendas no tratan el agua que beben en el área rural: el 35% no trata el agua, en 
cada dos de cinco viviendas se hierve el agua para beber. Una parte de la contaminación se debe 
a la falta de instalaciones sanitarias, otra parte por insuficientes plantas de tratamiento de aguas 
servidas y la descarga industrial de desechos en las aguas del país.

III. 4 Panorama de la actual conflictividad alrededor del agua

Los conflictos sobre el agua, su uso y su manejo llegan a diversas instituciones. Tres entidades 
reciben casi iguales números de denuncias entre enero 2010 y agosto 2011: la Dirección General 
de Cumplimiento Legal del MARN recibió 201 denuncias, el Ministerio Público recibió 183 de-
nuncias por contaminación y contaminación industrial. La Procuraduría de Derechos Humanos 
PDH y sus auxiliaturas departamentales fueron informados de 193 violaciones relativas al agua.

Gráfica No. 1 
Denuncias recibidas relativas al agua, entre 2007 y 2011

Fuente: PDH, MP y MARN, por vía de Unidades de Información Pública

2011, enero -julio
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Según detalles en el siguiente cuadro, la PDH recibió diversos tipos de denuncias. La contamina-
ción del agua por desechos tóxicos o peligrosos es el problema más frecuentemente denunciado, 
seguido por el desvío del curso de agua, así como la realización de actividades industriales o 
comerciales ambientalmente peligrosas.

Cuadro 2 
Denuncias recibidas por la PDH con relación directa al agua, 

nivel nacional, de enero 2010 a agosto 2011

Derechos económicos, sociales y culturales 
Medio ambiente sano – relación directa a agua

2010 
enero-dic

2011 
enero -agosto

Total

Contaminación del agua por desechos tóxicos o peligrosos. 37 14 51

Desviar o detener el curso normal del agua 32 10 42

Realizar, permitir o autorizar actividades industriales o comerciales 
ambientalmente peligrosas 21 16 37

Distribuir agua contaminada 10 17 27

Descargar aguas servidas en los ríos, lagos, lagunas y otras 16 4 20

Arrojar residuos a las aguas de los ríos, riachuelos, manantiales y 
lagos 12 4 16

TOTAL 128 65 193

Fuente: PDH, Memorandum Ref.DEAI-083-08-sep-2011, por vía de UIP-PDH

Es indispensable tener presente que en la PDH se presentó un número similar de denuncias que 
indirectamente se relacionan con el agua, de enero 2010 al agosto 2011 en total 219. Los dos 
tipos de denuncias más frecuentes son de contaminación del aire y la de la deforestación; se-
guido de manejo inadecuado de residuos peligrosos o tóxicos y de la destrucción de recursos no 
renovables. De acuerdo a información de IARNA, la importancia de los conflictos sobre el tema 
de agua ha aumentado en los últimos años. Menciona que hasta 1997 la gran mayoría de las 
denuncias presentadas reportaban el tema forestal, aproximadamente un 90%. Indica que para 
el año 2008 el tema de agua ya representó el 21% de todas las denuncias presentadas16.

De las denuncias presentadas ante el Ministerio Público muy pocos llegan al ámbito judicial. De 
enero 2005 al noviembre 2008 sólo 23 casos ingresaron al Organismo Judicial OJ por contami-
nación y seis por contaminación industrial. En comparación: en el mismo período el OJ sólo dictó 
cuatro sentencias absolutorias relativas a casos que denunciaron contaminación industrial17. El 
análisis de la efectividad de la judicialización de conflictos ambientales relacionados con el agua 
así como las denuncias debe considerar el nivel muy insignificante de penas y la poca probabili-
dad de concluir con condenas se constata una peligrosa injusticia ambiental18. 

16	 http://www.infoiarna.org.gt/based.aspx?id=20 , consultado el 1/9/2011
17	 Centro Nacional de Análisis y Documentación Judicial del Organismo Judicial: Informador Estadístico del OJ No. 6 - Casos 

Ingresados: Delitos Ambientales en los Órganos Jurisdiccionales del Ramo Penal Años 2005-2006-2007, 2008, Noviem-
bre 2008

18	 http://www.prensalibre.com/noticias/Injusticia-ambiental_0_283771670.html , consultado 1/9/2011
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Para un mejor respeto al agua y al medio ambiente es indispensable fortalecer los controles de 
oficio de entidades como el MARN, así como medidas efectivas de sanción en caso de infrac-
ciones. Hasta entonces podría pensarse en arbitrajes sobre conflictos respecto al tema del agua, 
como punto de partida no negociable el derecho humano y social al agua que no puede quedar-
se en segundo plano, detrás de intereses individuales.

IV.	Caso específico de aprovechamiento y abuso del uso de agua por 
agroindustrias

Desde al año 2005 la Pastoral Social de San Marcos acompaña al Comité Pro-Pérdida en el con-
flicto respecto al agua – inundaciones en invierno, sequías en verano y contaminación de diferen-
tes orígenes – en tres municipios:: Ocós, Coatepeque y Retalhuleu. Ninguno de los fenómenos 
se puede explicar únicamente por causas naturales, en buena medida están originados por la 
actuación de agroindustrias que se encuentran en la zona costera, el monocultivo de banano 
para exportación y la palma africana. También es la historia de varios ríos: Ocosito, Pacayá, Ro-
sario y otros.

Los campesinos están cultivando parcelas de 10 a 50 cuerdas con maíz y plátano en las planicies 
cercanas al río Pacayá. En una relación armónica con la naturaleza los vecinos estaban acostum-
brados que en los meses de octubre y noviembre el río se desbordaría e inundara parte de las 
tierras. Su relación con la madre tierra es diferente a la de la agroindustrias, caracterizándose la 
última por (intentar) subordianr a la naturaleza. A partir del 2005 las modificaciones de Banane-
ra Nacional S.A. BANASA, se generaron mayores inundaciones de las tierras a partir de mayo y 
junio. Desde que la bananera comenzó en 1994 ha tenido una estrategia expansiva de banano y 
palma africana. En la actualidad el apellido Bolaños de los propietarios figura a lo interno de em-
presas con varios nombres: Bananera Nacional S.A. BANANSA, Bananera del Sur S.A. BANASUR, 
Corporación Bananera S.A., Palma Africana S.A., entre muchas más. 

IV.1 Aprovechamiento agroindustrial del río Ocosito, pugnas entre empresas

La responsabilidad del Estado aparece en el momento que las agroindustrias alteran al medio 
ambiente. Antes de la creación del MARN las autorizaciones para fines de riego para los agroin-
dustrias las emitió el MAGA. En el año 1997 se concedió a la Corporación Bananera S.A. varios 
caudales del río Ocosito de un total de 2955 lts./seg. En mayo del 2001 el MAGA autorizó otros 
dos derechos al uso de agua del río Ocosito de 938 y 212 lts./seg. a favor de Bananera del Sur 
S.A. La autorización establece que “el caudal autorizado con fines industriales deberá ser 
devuelto al río Ocosito en su totalidad” y que “el beneficiario debe colaborar en el man-
tenimiento de recursos naturales, reforestando las márgenes en la longitud que atravie-
san las fincas y devolver el agua utilizado al cauce natural”. En las resoluciones se menciona 
como caudal total del río Ocosito 4,266.00 lts./seg. en época de estiaje comparado con el total 
autorizado en 2001 y 1997 de 4,105.00 lts./seg. restan tan sólo 161 lts./seg, equivalente al 3.8% 
del caudal original.
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Otras agroindustrias, por ejemplo, Palmas del Horizonte S.A. y Agropecuaria San Miguel S.A., 
ambas cultivan palma africana, ni siquiera cuenta con autorizaciones. Sin embargo, el uso de 
agua para sus fincas en lugares río arriba, pronto causó tensiones con BANASA y BANASUR. Las 
bananeras reclamaron que las palmeras utilizan siete estaciones de bombeo para riego con ca-
pacidad de 5,600 lts./seg. y además la existencia de canales cementados para desviar más agua. 
El punto central del reclamo ha sido que las palmeras dejan sin agua a las tomas de agua de las 
bananeras, reduciéndose el volumen de agua a su alcance en un 45%. Además reclamaron que 
las palmeras utilizan el ineficiente sistema de inundación como sistema de riego.

En el transcurso de las pugnas entre las empresas, Palmas del Horizonte S.A. y Agropecuaria San 
Miguel S.A., solicitaron caudales a MAGA y MARN. Al respecto el MAGA se dirigió al Director 
General de Gestión Ambiental del MARN19 haciendo un recuento de caudales autorizados (4,105 
lts./seg.), sumando las solicitudes presentadas de un total de 6,480 lts./seg. y concluye que esto 
implicaría un déficit de 6,319 lts./seg. para dejar el río Ocosito sin agua en época de estiaje. 
Finalmente el MAGA concluyó que “Por lo anteriormente expuesto se hace necesario un 
ordenamiento del uso, manejo y aprovechamiento del agua en el río Ocosito, motivo 
por el cual se recomienda no emitir ninguna Autorización hasta que se haya realizado 
un estudio detallado de este problema.”. 

IV.2 Extracción agroindustrial de agua del río Pacayá, sequía para campesinos

Los campesinos están más afectados por las extracciones de agua del río Pacayá. La finca San 
Juan El Horizonte atrae el agua para la palma africana a través de presas de dimensiones signi-
ficativas. Un problema muy relevante es que los problemas que causa la extracción para el dere-
cho humano a la alimentación transcienden a lo público mientras que las alteraciones al medio 
ambiente se ubican al interior de propiedad privada, impidiendo conocer las causas de derechos 
violados a los campesinos.

Hay múltiples consecuencias: La primera y más cercana es la falta de agua desde hace años en 
la Aldea El Troje. A pesar de que la Cruz Roja instaló un tanque de agua, el líquido no alcanza 
para todos. Las mujeres están obligadas a cargar la ropa sucia por kilómetros hasta el primer 
lugar dónde reposa un poco de agua a fin de poder lavarla – debajo del puente de Santa Fé. 
En los meses de marzo, abril y mayo hay tan poca agua, afectada por jabón, que sólo reposa. 
Cuentan las mujeres que únicamente los domingos corre un poco de agua y sólo por un par de 
horas hay agua limpia hasta el próximo domingo. El segundo problema es la ausencia de agua 
para el riego, mientras que en el pasado los tubos de agua para el riego se colocaron en el río, 
actualmente muchos se vieron obligados a construir pozos en sus terrenos para el riego y cada 
vez tiene que ser más profundos, implicando gastos de combustible para las bombas y tiempo 
para la colocar los tubos en los diferentes lugares del terreno. El tercer problema al no tener agua 
en el cauce del río Pacayá lo afectó severamente en años pasados, pues llegó a tales extremos 
que hasta una distancia de más de ocho kilómetros del mar entró agua salada en el cauce del río 
Pacayá afectando a los campesinos en los alrededores.

19	 Oficio UNT-AAS-113-2003 del 6 de agosto del 2003, recibido por el MARN el 12 de agosto
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IV.3 Desvío de ríos por agroindustrias, inundaciones para campesinos

El segundo problema es de las inundaciones. La coexistencia entre cultivos sostenibles de los 
campesinos y la naturaleza, ellos estuvieron acostumbrados a inundaciones en los meses de 
octubre y noviembre. Entonces, en los meses de mayo a agosto – el río Pacayá desbordó hacía 
las así llamadas “pampas”, lagunetas naturales del invierno y no afectando los cultivos de los 
campesinos. Referidas pampas, a la vez, mantuvieron los niveles subterráneos del agua en cierta 
profundidad, asegurando que haya humedad del suelo por más tiempo. Tras la expansión de 
las agroindustrias se secaron destruyeron varias pampas y la vegetación conexa. Para ello, en los 
últimos años se construyeron trece kilómetros de muros artificiales de tierra, llamadas “bordas” 
a lo largo del río Pacayá para evitar que las bananeras se inundaran. A la vez instalaron bombas 
muy fuertes para extraer el agua de lluvia y expulsan directamente de su plantación hacía el río 
Pacayá.

Las consecuencias para los campesinos son dramáticas. A partir del 2005 las inundaciones llega-
ron a partir del mes de mayo, destruyendo las plantaciones de maíz, plátano, incluyendo enfer-
medades, estancia en albergues temporales, entre otros problemas más. En 2005 se contabiliza-
ron daños de más de Q 8 millones, en el 2010 de aproximadamente Q 7.5 millones. Además, lo 
que ha generado que campesinos ya no puedan cultivar para la segunda cosecha, ya únicamente 
tienen una sola cosecha.

Cabe subrayar que en el 2010 la bananera abrió las compuertas en época de las lluvias más fuer-
tes lo que generó un desastre para los campesinos. Al lado de los campesinos, el problema llegó 
por los quineles e inundó a dos comunidades que no tienen ninguna cercanía a río alguno: sin 
embargo, estuvieron inundados por casi un metro de agua que les llegó a través de los quineles 
con compuertas abiertas.

IV.4 Limpieza para agroindustrias, contaminación para campesinos y pescadores

Como tercer problema se tiene a las contaminaciones. En la zona de la costa sur se acostumbra 
utilizar fertilizantes y diversos medios para el control de plagas y enfermedades. Los pocos cam-
pesinos que cultivan sin estos y sin riego tienen un rendimiento muy bajo, en vez de 5 qq/cda de 
maíz sólo logran 1 qq/cda. En los procesos agroindustriales se fumiga además por vía aérea cada 
cinco días. La contaminación llega al agua por dos vías: a) se contaminan las aguas subterráneas, 
afectando pozos, individuales, colectivos y comunitarios, especialmente los que tienen poca pro-
fundidad. b) los sobrevuelos afectan directamente a humanos y sistemas de agua, por ejemplo el 
tanque de Colonia Barillas que se ubica a pocos metros de la finca – con los sobrevuelos muchas 
veces se riegan herbicidas al agua en el tanque comunitario. Por aparte, los trabajadores en las 
fincas se contaminan además porque desisten de usar mascarillas y otras medidas de protección 
que tienen porque afectaría negativamente sus ingresos.

Por aparte hay contaminación por un manejo indebido de los desechos del procesamiento post-
cosecha, especialmente las plantas procesadoras de palma africana en la finca San Juan El Ho-
rizonte - carecen de procedimientos idóneos y afecta todos los años a los ríos por la muerte de 
peces. Y a pesar que las instituciones públicas están enterradas no han hecho nada, los sucesos 
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se repiten. A finales del 2010 sucedió lo mismo, dirigentes campesinos presentaron una denun-
cia ante el Ministerio Público MP. Desde hace casi un año el MP está investigando el caso, sin que 
haya llegado a resultados significativos. Mientras tanto a mediados del 2011 volvió a repetirse 
los mismos hechos. Por aparte, llama la atención que el MARN no ha hecho nada por operar 
la planta procesadora de palma africana que no cuenta con el debido estudio de impacto am-
biental. No puede ser que el MARN no esté enterado: el humo negro de la planta se observa a 
kilómetros de distancia y ha habido varias quejas... Mientras tanto las autoridades comunitarias 
año por año deciden prohibir por una o dos semanas la pesca en el río Pacayá y a las mujeres que 
no laven la ropa en esta agua.

V. Las consecuencias para la seguridad alimentaria y nutricional
El acceso al agua es indispensable para el derecho humano a la alimentación. El Estado guate-
malteco debería responsabilizarse de reconocerle y asegurarle a la población su derecho fun-
damental al agua, así como, resolver problemas de distribución. En la práctica muchas veces se 
favorece el interés empresarial ante las necesidades humanas, creando precisión sobre el líquido 
vital, su abundancia y su calidad, especialmente en casos de minería, agroindustrias y hidroeléc-
tricas. En este contexto extraña que el volumen de agua para regar la caña de azúcar sea tres 
veces el volumen de agua que consumen los hogares – buena parte de la caña de azúcar no es 
para la alimentación.

Aparte de pocas disposiciones constitucionales respecto al régimen de agua no hay normativa 
ordinaria que lo implemente con mayor claridad. Es más, las duplicidades históricas de respon-
sabilidades institucionales hasta la fecha no han sido resueltas. En este sentido, hasta hoy en 
día, de un mismo río X, se autorizan volúmenes de agua: la Dirección de Energía Eléctrica del 
MEM para hidroeléctricas, la Dirección de Minería para proyectos de explotación de minerales, el 
MARN para riego y aparte hay caudales registradas en el Registro de la Propiedad. El único que 
tiene certeza cuando algo anda mal es el campesino que vive río abajo, cuando se enferma de 
la contaminación o se violan sus derechos humanos al agua y a la alimentación, careciendo del 
vital líquido.

La ausencia de una normativa que regule el régimen del agua no se puede subsanar por el 
Gabinete Específico del Agua – este ha sido un paso importante para la construcción de la Po-
lítica Nacional del Agua en Guatemala y su Estrategia, quedando pendiente la construcción de 
consensos nacionales sobre quiénes son los responsables para decidir respecto al agua: ¿una 
entidad estatal y autoridades indígenas reconocidos? Debe prevalecer la importancia del agua 
para el derecho humano a la alimentación y quedar en segundo plano la opción de ser insumo 
en procesos empresariales.

Igualmente falta definir quién sea responsable en resolver conflictos existentes sobre el agua. En 
algunos documentos figura la Secretaría de Asuntos Agrarias SAA como entidad que debería res-
ponsabilizarse, en la práctica la SAA no reconoce este tema como su tarea. Además es criticable 
que esta entidad sólo queda en el plano de mediador y no se pronuncia en caso de conflicto de 
derechos, por ejemplo el derecho humano a la alimentación, al agua y a la propiedad privada.
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La debilidad institucional al respecto del agua se agudiza aún más en el contexto del cambio 
climático que afecta a Guatemala: aumento de inundaciones y sequías. Los problemas de agua 
son de hoy en día, sin embargo, como país debe encontrar propuestas viables de cara al futuro 
a fin de asegurar el derecho humano a la alimentación.

Conclusiones
�	 A pesar de la existencia de una diversidad de normas de diversos rangos que se refieren 

al tema del agua y muchas instituciones con sus respectivas responsabilidades, falta una 
normativa que logre coordinar. En el contexto de no haber logrado la aprobación de una 
Ley de Aguas consensuada entre los diversos actores de la sociedad guatemalteca, la ins-
talación del Gabinete Específico del Agua ha sido un paso relevante para la construcción 
de la Política Nacional del Agua en Guatemala y su Estrategia.

�	 En la actualidad, el reconocimiento concreto del carácter multiétnico, pluricultural y mul-
tilingüe de Guatemala no ha sido suficiente porque falta reconocer el papel de la organi-
zación social, de las autoridades y normativas de los Pueblos Indígenas en la temática del 
agua. Esto es indispensable por su práctica ancestral de parte de los Pueblos Indígenas y 
por su fundamentación filosófica y sobre todo por tratarse de un derecho humano funda-
mental e internacionalmente reconocido.

�	 El Estado y sus instituciones han mostrado debilidades preocupantes para prevenir, res-
ponder y resolver la conflictividad existente sobre el agua. Las principales instituciones 
reciben un número creciente de denuncias pero por diversos factores muestran limitantes 
al atenderlas: por ejemplo, penas insignificantes para responsables de delitos, incapacidad 
investigativa y por la preocupante impunidad ambiental.

�	 Mientras que los Objetivos de Desarrollo del Milenio relativos al acceso a agua registran 
buena posibilidad de cumplirse, todavía parte relevante de la población no tiene acceso 
a fuentes mejoradas de agua porque hay familias que están varios días al mes no tienen 
agua, o sólo lo reciben pocas horas al día, agravándose muchas veces por varias diferentes 
tipos de contaminación. Preocupa sobremanera que uno de cada tres personas en área 
rural no trata el agua para beber.

�	 El volumen del agua destinada a riego en agroindustrias supera el consumo humano de 
la población guatemalteca, la caña de azúcar lo supera cuatro veces. Es preocupante que 
parte relevante del riego de caña de azúcar y de palma africana se da de una manera muy 
ineficiente. A la vez, se registran cambios a cauces de ríos, destrucción al medio ambiente 
y la extracción de volúmenes abrumadores de agua para agroindustrias. Las familias cam-
pesinas de las zonas son los más afectados en su derecho a la alimentación por la escases, 
contaminación del agua e inundaciones de sus cultivos.
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Recomendaciones
�	 La importancia del derecho humano al agua en el contexto del derecho a la alimentación 

requiere de una reorganización significativa de las regulaciones de la temática, conside-
rando los derechos colectivos de los Pueblos Indígenas y la preeminencia del derecho 
humano ante los diversos intereses empresariales. 

�	 Es indispensable lograr consensuar una Ley de Agua que considere la diversidad de orga-
nizaciones sociales, autoridades y reglamentaciones existentes, respetando especialmente 
los derechos colectivos de los Pueblos Indígenas y las autonomías de las comunidades 
indígenas para la regulación del agua. Tiene que basarse en el derecho humano al agua, 
prevaleciendo este ante intereses particulares y teniendo presente que el bien vital del 
agua no es un producto de negocios sino una parte indispensable del derecho humano a 
la alimentación.

�	 Urge revisar y mejorar la institucionalidad responsable para atender la conflictividad exis-
tente sobre el agua. Hay que asegurar que cuenten con herramientas más eficientes para 
prevenir y resolver las problemáticas antes de llegar a una judicialización de los problemas. 
Debe existir un marco normativo adecuado y una institucionalidad judicial eficiente que 
logre resultados concretos en investigación y condena a fin de asegura la efectividad de la 
dimensión preventiva del Derecho.

�	 Debe asegurarse que haya mejoras del acceso a fuentes de agua mejoradas, especial-
mente en el área rural. En paralelo se debe contar con la instalación de suficientes plan-
tas de tratamiento de aguas negras con capacidades adecuadas y que los responsables 
más grandes de contaminación de ríos eviten causar daños. Sólo de esta manera es po-
sible asegurar que el agua que llega al chorro de los hogares no esté peligrosamente 
contaminada.

�	 Urge garantizar el derecho a la alimentación a través del uso equitativo y con justicia 
de los recursos agua y tierra a las familias campesinas. Para ello debe regularse el uso y 
aprovechamiento del agua para fines agroindustriales, de hidroeléctricas y de minerías 
tiene que regularse, entendiendo que prevalece el derecho humano al agua ante intereses 
empresariales. Los volúmenes autorizados, formas de uso y el respectivo tratamiento tiene 
que regularse correspondientemente y debe asegurarse el correspondiente cumplimiento 
con un monitoreo efectivo.



Directriz 9

Inocuidad de los alimentos y  
protección al consumidor

Coordinado por: Helga Corvers* 

Carlos Herrera Sajché (Investigador – Agrónomo), Emilio Sebastián Calel 
(Facilitador – Red Nacional por la Defensa de la Soberanía Alimentaria) y Ronnie Palacios 

(Coordinador - Red Nacional por la Defensa de la Soberanía Alimentaria).** 

Insta a los Estados a tomar medidas para simplificar los procedimientos institucionales de con-
trol e inocuidad de los alimentos en el plano nacional y a eliminar las lagunas y las superposi-

ciones de los sistemas de inspección y del marco jurídico y normativo aplicable a los alimentos.  
También insiste a adoptar normas sobre la inocuidad de los alimentos con una base científica y 

a establecer otras relativas al envasado, el etiquetado y la publicidad de los alimentos.

Los Estados deberían adoptar medidas para prevenir la contaminación en los procesos indus-
triales de producción, elaboración, almacenamiento, transporte, distribución, manipulación y 

venta de alimentos. 

Deberían reunir y divulgar información entre la población sobre enfermedades transmitidas por 
alimentos y sobre la inocuidad de estos, debiendo cooperar con las organizaciones regionales e 

internacionales que se ocupan de la inocuidad de los alimentos. 

*	 Investigadora - Red Nacional por la Defensa de la Soberanía Alimentaria
**	 Co-autores: Carlos Herrera Sajché (Investigador – Agrónomo), Emilio Sebastián Calel (Facilitador RedSag) Ronnie Palacios (Coordi-

nador - RedSag). 
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Introducción

El derecho a la alimentación no se realiza simplemente cuando la gente tiene suficiente para 
comer, sino requiere una interpretación amplia. La Directriz Voluntaria 9 define unos aspectos 

muy importantes que los Estados deberían tomar en cuenta para garantizar la plena realización 
de este derecho. La garantía de inocuidad existen para proteger a los consumidores, de tal ma-
nera que puedan confiar en que los alimentos a su disposición sean adecuados (saludables, cul-
turalmente pertinentes, etc.). Esas normas se deben de aplicar a todos los alimentos, producidos 
en Guatemala e importados por igual, y para productos comerciales y no-comerciales. 

Para los grupos más vulnerables, como la niñez, madres lactantes y beneficiarios de programas 
de seguridad alimentaria, se debe de actuar con más cuidado y rigidez. 

En Guatemala se han desarrollado diferentes programas de intervención alimentaria y nutricio-
nal, y se han debatido estos esfuerzos para mejorar las condiciones nutricionales de la población, 
estos programas van encaminados a la asistencia alimentaria y a erradicar los altos niveles de 
desnutrición. La ausencia de control en los alimentos utilizados en estos programas no se puede 
de permitir. 

Se puede concluir que existe una violación sistémica del Estado de Guatemala respecto a su obli-
gación, derivado de que el esquema de política pública existente causa una situación de violación 
permanente, partiendo de que las entregas continuas de alimentos no inocuos y pertinentes 
culturalmente a grupos determinados afectan año tras año su salud (físico y mental) y su cultura 
alimentaria. 

Directriz Voluntaria 9: Los Estados deberían adoptar medidas para garantizar que todos los 
alimentos, ya sean de producción local o importados, de libre disposición o de venta en el 
mercado, sean inocuos y se ajusten a las normas nacionales sobre inocuidad de los alimentos.

Para ello deberían establecer sistemas amplios y racionales de control de los alimentos 
que reduzcan los riesgos de transmisión de enfermedades por los alimentos utilizando el 
análisis de riesgos y mecanismos de supervisión, a fin de garantizar la inocuidad en toda 
la cadena alimentaria, incluidos los piensos.
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I.	 Alimentación “Cualitativamente adecuada” y la incompatibilidad 
con Organismos Genéticamente Modificados (OGM) 

El criterio de inocuidad garantiza que los alimentos no causen daño al consumidor cuando se 
preparen y/o consuman de acuerdo con el uso al que se destinan. Sin embargo es importante 
estar claro que la inocuidad es uno de los cuatro grupos básicos de características que junto con 
las nutricionales, las organolépticas, y las comerciales componen la calidad de los alimentos. 

Tiene una doble dimensionalidad. En su dimensión fundamental, implica que los alimentos de-
ben ser saludables y por lo tanto carentes de toxinas o contaminantes, propios o adquiridos a 
lo largo de su proceso de su producción. En su segunda dimensionalidad, implica que esta res-
ponda a las necesidades fisiológicas de quien lo consume, de acuerdo a las etapas del ciclo vital, 
según el sexo, ocupación, condición económica, social, cultural y ecológica.

La obligación de verificar y garantizar la inocuidad de los alimentos es básica y fundamental del 
Estado de Guatemala. Esa obligación se hace más presente en la responsabilidad del estado en 
materia de donaciones alimentarias, cuya inocuidad no puede ser sujeto de dudas y para las que 
aplica más estrictamente el principio de precaución. 

¡En Guatemala no existen parámetros relacionados a transgénicos! ¿Cómo se garan-
tiza la inocuidad de donaciones alimentaria si no se realizan análisis de laboratorio a 
productos donados que se consideren de bajo riesgo? “Solamente se efectúan ins-
pecciones oculares. Entre estos productos de bajo riesgo se tienen: azúcar, sal, hari-
nas, bebidas fortificadas (atol), leche en polvo, otras. Sin embargo esto no garantiza 
que estos productos estén libres de materias primas provenientes de OGM”.1

1	 PDH, Informe Verificación de Control de Productos Transgénicos, Guatemala, agosto 2011, p.7.
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En el seno del protocolo de Cartagena2, Guatemala se compromete aplicar medidas eficaces en 
caso de presunción de riesgos o efectos no deseados por uso de OGM´s. Para aplicar esas medi-
das el primer paso necesario es conocer los OGM´s que se utilizan en los alimentos, y por lo tanto 
realizar análisis de detección de OGM y evaluaciones de riesgo sobre cada OGM que soliciten 
ingresar para consumo directo humano o que sea detectado. 

Respecto a la interpretación de las normas y disposiciones sanitarias el artículo 7 del Código de 
Salud3 señala: “El presente Código es ley de observancia general, sin perjuicio de la aplicación de 
las normas especiales de seguridad social. En caso de existir dudas sobre la aplicación de las leyes 
sanitarias, las de seguridad social y otras de igual jerarquía, deberá prevalecer el criterio de apli-
cación de la norma que más beneficie la salud de la población en general. Igualmente, para los 
efectos de la interpretación de las mismas, sus reglamentos y de las demás disposiciones dictadas 
para la promoción, prevención, recuperación y rehabilitación de la salud de la población, privará 
fundamentalmente el interés social.”

De ahí se puede concluir que hay dos principios fundamentales sobre los que se apoyan las nor-
mas sanitarias: a) las disposiciones sanitarias que beneficien a la salud de la población prevalecen 
sobre cualquier otra norma aplicable; b) en la interpretación de las normas sanitarias privará 
fundamentalmente el interés social (¡no el comercial!).

II. Marco Jurídico
En materia de salud y garantía de inocuidad de los alimentos, en especial las donaciones alimentarias, 
podemos observar principalmente el Código de Salud (arts. 1, 5, 7, 9, 17, 18, 128, 129, 130). 

Hay responsabilidades precisas en el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social para su res-
guardo y garantía. De tal cuenta son funciones del Ministerio de Salud Pública y Asistencia So-
cial, de conformidad con el artículo 130 del mismo Código de Salud: “El Ministerio de Salud y 
otras instituciones de manera coordinada desarrollan las funciones siguientes: Al Ministerio de 
Salud le corresponden las de prevención y control en las etapas de procesamiento, distribución, 
transporte y comercialización de alimentos procesados de toda clase, nacionales, o importados.”

La obligación de velar por la inocuidad de los alimentos ha sido regulado por la legislación sani-
taria con tal relevancia, que esta no puede ni debe ser burlada, ni siquiera por la suscripción de 
convenios o tratados internacionales, tal el caso de los tratados de libre comercio, por ejemplo, 
en virtud que el artículo 134 del Código de Salud establece: “En los acuerdos y tratados inter-
nacionales suscritos por el gobierno de Guatemala en materia de alimentos, se garantizará la 
inocuidad y calidad de los productos importados y nacionales. Además se garantizará un trato 
recíproco para los productos guatemaltecos, a través de procedimientos armonizados y aproba-
dos por el Ministerio de Salud.”

2	 Sobre seguridad de la biotecnología del convenio sobre diversidad biológica: Objetivo: contribuir a garantizar un nivel adecuado de 
protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados resultantes de la 
biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, 
teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, y centrándose concretamente en los movimientos transfronterizos.

3	 Decreto número 90-97 
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De conformidad con lo previsto en el artículo 93 de La Constitución Política de República de Guatema-
la, el Estado se organiza para la protección de la persona, y garantizar el pleno goce de la salud, el 
cual concibe como un derecho humano fundamental. Deber que se confirma con lo preceptuado 
en el artículo 94 constitucional.

Las acciones preventivas encomendadas al Estado, se desarrollan en el Código de Salud que en 
sus artículos 37 inciso b) y 38 incisos b) y c), respectivamente, contemplan que las acciones de 
prevención de la salud son aquellas acciones realizadas por el sector y otros sectores dirigidas al 
control y erradicación de las enfermedades que afectan a la población del país. El artículo 130 del 
Código de Salud asigna funciones al Ministerio de Salud, entre las que se encuentran ejercer las 
acciones de prevención, mediante el control de los alimentos, el cual se efectúa en las etapas de 
fabricación, transporte y en su fase de intercambio como mercancía en el comercio, y más aún 
en el caso de su distribución como donaciones alimentarias, así: el control sanitario en fábricas de 
alimentos, lo que se concreta con la licencia sanitaria; control de los establecimientos donde son 
distribuidos y almacenados como tiendas, supermercados, abarroterías, restaurantes, bodegas, 
etcétera; control sanitario en el transporte de alimentos naturales procesados verificando que el 
medio sea el adecuado para resguardarlo del ambiente; control sanitario en la comercialización 
de alimentos naturales procesados de toda clase, tanto de los que elaboran en el país, como los 
que se importan de terceros países. 

El control sanitario de los productos fabricados en Guatemala, se debe ejercer mediante la toma 
de muestras para efectuarle análisis suficientes con los que se garantice su inocuidad. El control 
sanitario de los alimentos naturales procesados, debe ser absolutamente íntegro en sus diferen-
tes etapas: elaboración, transporte, comercialización, hasta llegar al consumidor, sin dejar vacío 
algún control.

El control sanitario de los alimentos naturales procesados, nacionales o importados implica ins-
peccionar los productos en sí, efectuar todos los análisis necesarios, no solo microbiológicos, con 
los que se pueda constatar que los mismos no estén contaminados físicos o químicos, con los 
que se pueda verificar que no contengan sustancias nocivas para la salud, tales como plaguicidas, 
insecticidas, residuos de jabón, aditivos o colorantes artificiales no permitidos en Guatemala. El 
registro sanitario que hace mención el artículo 131 del Código de Salud, es un medio de control 
de los alimentos naturales procesados, pero no el único, ya que el Ministerio de Salud, tiene bajo 
su responsabilidad el control de todos los alimentos producidos en el país, y aún los importados.

Estas acciones las toma el Ministerio de Salud en cumplimiento del artículo 94 de la Constitución 
(obligaciones del Estado en materia de Salud).

La Reglamentación de las atribuciones del Ministerio de Salud Pública y Asistencia social en 
materia del control de adecuabilidad e inocuidad de los alimentos ha sido desarrolladas por el 
Acuerdo Gubernativo 969-99 emitido por el Presidente de República, “Reglamento para la 
Inocuidad de los Alimentos”. Dicho reglamento tiene “por objeto desarrollar las disposiciones 
del Código de Salud, relativas al control sanitario de los alimentos en las distintas fases de la 
cadena productiva y de comercialización.” (art. 1) fijando entre sus principios fundamentales: 
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“2.1 Proteger la salud de los habitantes del país, mediante el control sanitario de los productos 
alimenticios, desde la producción hasta la comercialización.” (art. 2). Este reglamento regula, por 
lo tanto, lo relativo al registro sanitario de referencia definiéndolo como “el acto administrativo 
mediante el cual, el Ministerio de Salud por conducto del Laboratorio Nacional de Salud, evalúa y 
certifica un alimento procesado, conforme las normas y reglamentaciones de inocuidad y calidad 
específicas. Este registro constituye el patrón de referencia que servirá de base para las evalua-
ciones del control posterior que se hagan a dicho producto en el mercado.” (art. 27); así como 
la evaluación de la conformidad, la cual “constituye el acto técnico administrativo por medio 
del cual el Ministerio de Salud, a través del Laboratorio Nacional de Salud, evalúa los alimentos 
procesados y otros productos que se ingieren, conforme normas y reglamentaciones específicas 
para asegurar la calidad e inocuidad de los alimentos procesados.” (Art. 30) además de señalar 
específicamente que le corresponde al “Ministerio de Salud, sustentado en la legislación vigente 
y en criterios de riesgo, establecerá los requerimientos de la evaluación de la conformidad para el 
registro sanitario de referencia de los alimentos procesados. Para el análisis respectivo, empleara 
metodología analítica basada en métodos internacionalmente reconocidos y en su defecto en 
otros científicamente comprobados y validados. El laboratorio nacional de la salud es el ente 
responsable de llevar a cabo estos análisis.” (Art. 31)

III.	Marco conceptual relacionado con la inocuidad y la salud del  
consumidor

III.1 Principio de precaución4 

El principio o enfoque de precaución está contenido en el Protocolo de Cartagena, vigente en 
Guatemala5. Este principio establece la aplicación de medidas eficaces ante cualquier peligro o 
amenaza de daño grave o irreversible para el ambiente, la salud humana y animal y la diversidad 
biológica, con el fin de impedir estos peligros. Es decir que en caso de presunción de riesgos o 
efectos no deseados por uso de OGM´s y ante insuficiencia de evidencias científicas sobre los po-
sibles daños a la diversidad biológica y a los seres humanos, las decisiones que se tomen deberán 
seguir invariablemente este principio.

El Departamento de Regulación y control de Alimentos del Ministerio de Salud Pública y Asisten-
cia Social en su argumentación viola este Principio de Precaución vigente en Guatemala, respon-
diendo que ¨…que no se sabe a ciencia cierta si estos productos son dañinos para la salud, y por 
lo tanto no les compete…6¨ 

4	 http://bch.cbd.int/protocol/background/#links
5	 El Protocolo de Cartagena, aprobado por Guatemala en el DECRETO NÚMERO 44-2003 el 3 octubre del 2003, tiene como objetivo 

contribuir a garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los 
organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la 
utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana. 

6	 PDH, Informe Verificación de Control de Productos Transgénicos, Guatemala, agosto 2011, p.7. 
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Cuando una actividad provoca amenazas de daño al medio ambiente o la salud humana, se de-
ben tomar medidas precautorias aún cuando algunos efectos causales no estén científicamente 
establecidos7.

La obligación del Estado Guatemalteco y del Ministerio de Salud de garantizar la inocuidad de 
los alimentos es absoluta, por lo que el principio de precaución debe aplicarse en el sentido que, 
mientras no se haya alcanzado absoluta certeza de la inocuidad de los organismos genéticamente 
modificados, estos no pueden ser agregados o encontrarse en las donaciones alimentarias, bajo 
pena de aplicarse las disposiciones sancionatorias del código de salud a todo aquel que distribuya 
o participe en la distribución de donaciones alimentarias cuya inocuidad no esté garantizada.

III.2 Riesgo para la salud 

Hay varios estudios independientes que demuestran una clara causalidad entre el consumo de 
alimentos con contenido OGM´s y efectos dañinos en la salud8. 

Los altos riesgos se darán debido al gen incrustado y/o a la cantidad del OGM en el organismo. 
Posibles incertidumbres y riesgos son: 

a)	 Alteración del aspecto básico de los alimentos transgénicos.

b)	 Aspecto critico para la salud: incertidumbre sobre la provocación de alergias, efectos en 
los órganos imunológicos y resistencia a antibióticos.

c)	 Posibilidad de alterar el contenido nutritivo. 

Los efectos tóxicos de los alimentos transgénicos pueden llegar a ser severos e inclusive letales 
(aun hablando de 1%), si bien no es muy probable que se comercialice un alimento claramente 
dañino, la falta de monitoreo por desconocimiento en los consumidores y la falta de estudios 
científicos a largo plazo no dejan certeza sobre ello. 

Para poder determinar la cantidad de OGMs se necesita realizar análisis de laboratorio, el cual 
está estipulado en dos vías, el cualitativo y cuantitativo, el cualitativo comprueba el OGM presen-
te, mientras que el cuantitativo el porcentaje o cantidad de OGM presente en el ADN del alimen-
to o semilla. El daño depende como en cualquier otro producto industrial que a más cantidad 
más daño es para la salud. 

“Estudios de Salud realizados por la Alianza Centroamericana de Protección a la Biodiversidad 
(ACPB), con infantes en la zona norte de Nicaragua, lograron identificar que los infantes presen-
taban reacciones adversas en su salud, al consumir ayuda alimentaria del PMA, con presencia 
de Maíz y soja transgénica, estos signos y síntomas se lograron identificar en zonas rurales del 
Departamento de Jinotega y el Departamento de Dipilto”

7	 Lofstedt R. The precautionary principle: risk, regulation and politics. Merton College, Oxford. 2002.
8	 http://www.seedsofdeception.com/Public/GeneticRoulette/HealthRisksofGMFoodsSummaryDebate/index.cfm 
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La ACPB demanda a las autoridades nacionales: 1) controles estrictos de los alimentos destina-
dos a poblaciones vulnerables, 2) La compra local a productores e indígenas de los territorios de 
la Asistencia alimentaria distribuidas en el País, 3) no autorizar liberalización, comercialización 
o distribución de ninguna variedad de TRANSGENICOS y 4) El realizar estudios en poblaciones 
vulnerables que contribuyan a revertir los daños a la salud.9

III.3 Equivalencia en sustancia 

El argumento de la agroindustria para permitir el consumo de OGM´s es que no se han demos-
trado efectos dañinos para la salud y que sus propios estudios demuestran una equivalencia en 
sustancia entre los organismos nuevos y los convencionales. Un concepto controversial, ya que 
nadie más ha definido un criterio para demostrar esa equivalencia. 

Eric Millstone: “Nunca se ha definido verdaderamente el concepto de equivalencia en sustancia: 
el grado de diferencia entre un elemento natural y su alternativa transgénica requerido para que 
la sustancia deje de ser considerada suficientemente equivalente no se define en ninguna parte. 
Esa imprecisión lo convierte en un concepto útil para la industria, pero inaceptable para el con-
sumidor. Además, la dependencia que los responsables políticos tienen del concepto de equiva-
lencia en sustancia actúa como una barrera que hace imposible cualquier investigación sobre los 
posibles riesgos del consumo de alimentos transgénicos10”. Hay más que una asociación casual 
entre alimentos genéticamente modificados y efectos negativos en la salud11. 

IV. Los OGMs en Guatemala 
El uso de plantas transgénicas en Guatemala se inició en 1,989. (Ujphop/Asgrow pruebas de 
campo con una variedad modificada de güicoy y entre 1994-1995 con calabacín y tomate). Ac-
tualmente hay empresas transnacionales realizando actividades de ensayo y producción de varie-
dades transgénicas con material genéticamente modificado. Con ese material, aquí se cosechan 
las semillas de productos transgénicos: algunas de ellas se siembran e incluso hay productos que 
se colocan en el mercado nacional. 

Pero, además de llegar a través del mercado, están presentes OGMs en productos que vienen en 
forma de ayuda alimentaria desde países ricos, de los que no se informa a consumidores sobre 
su característica transgénica, existiendo acá un descontrol total en los OGMs. 

9	 Contribución de Julio Hector Sanchez Gutierrez, Alianza Centroamericana de Protección a la Biodiversidad (ACPB) 
10	 Eric Millstone (Professor in Science and Technology Policy (SPRU - Science and Technology Policy Research, School of Business, Mana-

gement and Economics – Freeman Centre – University of Sussex), Eric Brunner, Sue Mayer, “Beyond substantial equivalence”, Nature, 
1999. 

11	 “La biotecnología anula procesos naturales de reproducción, hace una selección de características a nivel de una solo célula, un proce-
dimiento altamente sensible para mutaciones,�y solo ha sido usado por 10 años.� (Freese W, Schubert D. Safety testing and regulation 
of genetically engineered foods. Biotechnology and Genetic Engineering Reviews. Nov 2004. 21) A pesar de esa diferencia y la corta 
vida de la práctica, la asesoría de seguridad se base en la idea de �equivalencia sustancial� (Society of Toxicology. The safety of gene-
tically modified foods produced through biotechnology. Toxicol. Sci. 2003; 71:2-8). Mientras que varios estudios realizados en variedad 
de animales indican graves riesgos para la salud relacionados con el consumo de OGM´s, incluyendo infertilidad, desregulación del 
sistema inmunológico, desregulación de genes asociados con el colesterol, regulación de insulina, cambios en hígado, riñón y sistema 
gastrointestinal, etc.
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Los alimentos se compran a las grandes compañías “sin importar” si son productos genética-
mente modificados y se mandan en especie, “ayuda” dada como equivalente a cierta cantidad 
de dinero para desarrollo. En realidad, a quienes están ayudando es a las propias compañías, 
al comprarles el excedente que no han logrado colocar en el mercado por diferentes razones, 
pero principalmente porque los consumidores en sus países están mejor protegidos contra sus 
productos dañinos. 

La ayuda alimentaria no puede ser una forma barata para los países desarrollados de deshacerse 
de alimentos excedentes que los consumidores occidentales no quieren. 

Uno de los hallazgos alarmantes lo constituye la identificación de varios OGM destinados como 
ayuda alimentaria también a niños y niñas guatemaltecos(as), mujeres embarazadas y en lactan-
cia en varias localidades del área rural de Guatemala. 

Cuadro 1 
Monitoreo de alimentos Distribuidos por diferentes Organismos

Año Lugar Variedad Monitoreo por Origen 

2002 Varias comunidades 
rurales 

Liberty Link, BtXtra y 
Maíz Roundup Ready1

Colectivo Madre 
Selva2

Entregado por el 
Programa Mundial de 
Alimentos (PMA)

20053 Camotan, Comunidad 
de Pacrén 

Maíz Starlink4 CEIBA5 Entregado por el 
PMA y USAID 

20096 Comunidad de Casaca 
Huehuetenango 

Vitacereal con 28 % 
Round Ready CP4 
EPSPS7

REDSAG8 Entregado por el 
PMA 

Fuente: Elaboración propia con información obtenida por diferentes ministerios.

A partir de los resultados obtenidos y poder constar que existen productos alimenticios para hu-
manos y animales que están contaminados con transgénicos se hizo visible ante las autoridades 
a través de una denuncia pública y se cuestionó el papel de las autoridades competentes en la 
materia (200212, 200513, 200914,…). Con esto se debería de haber generado un debate público y 
transparente para el programa nacional de alimentación apoyado por el gobierno de Guatemala. 
Pero, las autoridades e instituciones repartidoras se escondieron detrás de incertidumbres en las 
normativas nacionales e internacionales, evadiendo uno por uno su responsabilidad. 

12	 Transgénicos ilegales en ayuda alimentaria enviada a países en vía de desarrollo por el PMA y USAID: http://www.cisas.org.ni/transI/
Campanas/Transgenicos%20ilegales.PDF 

13	 Comunicado de prensa: día 21 de Febrero de 2005: Colectivo Madre Selva, CNOC, Alianza de las Mujeres Rurales, CONIC, 
CLOC, REDSAG, Denuncia violación al derecho de los y las guatemaltecas a una alimentación sana

14	 Comunicado de prensa: día 29 de julio de 2009: PTN / CEG, COMSCAL, AMADEC, CONAP, Mesa Nacional Alimentaría, ASAPP, CUC, 
CNOC, SNTSG, Asociación Maya Ukux B´e, UVOC, ASECSA, Fundación Universidad Maya, Campaña Vamos al Grado, PDH, Vecinos 
Mundiales, Campaña Guatemala Sin Hambre, CONAP-OTECBIO, CEIBA, CONADECO, DEMI, CIIDH, Red Nacional por la Defensa de la 
Soberanía Alimentaría – REDSAG -
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Posturas del PMA: El primero de abril del 2002 el PMA en Guatemala emitió un comunicado 
según el cual: “Todos los alimentos proporcionados por el PMA son certificados por las au-
toridades sanitarias del ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación y el Ministerio 
de Salud Pública y Asistencia Social, para no permitir el ingreso de productos transgénicos”. 
En otra nota de prensa con fecha 24 de mayo de 2002, el PMA declaró que “no distribuye 
alimentos que no son aceptables para el consumo humano por los ciudadanos de los países 
que los producen y por los países que reciben la asistencia alimentaria. ¨En un foro organiza-
do por la redsag el 28 de febrero del 2011 una vocera del PMA declara que “El PMA en sus 
labores de distribución de alimentos no viola ninguna norma nacional ni internacional”,… 
Estas posturas del PMA destacan una clara ineficiencia en el sistema de control, y demuestra 
que no saben cuánto de la ayuda alimentaria recibida es transgénica, ni tampoco tiene una 
política clara sobre el tema. 

Según la Procuraduría de los Derechos Humanos (PDH), en su informe en relación con esta 
temática el Laboratorio Nacional de Salud del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social 
dice “No han efectuado controles o pruebas de laboratorio a productos que haya recibido 
el país en concepto de donación y fueran distribuidos a las comunidades o población guate-
malteca necesitada”.

V. El proceso administrativo y su respuesta 
Tras la indiferencia de instituciones responsables, frente a denuncias públicas y comunicados 
emitidos, la REDSAG y más específicamente dos de sus organizaciones miembros ACOMAC 
y CEIBA, vía recurso administrativo y en ejercicio del derecho de petición (establecido en art. 
28 de la Constitución), se presenta un expediente al Ministerio de Salud Pública y Asistencia 
Social, que en el fondo se pide (Peticiones): se señale la violación del derecho a la alimenta-
ción a la hora de que se entregan ayudas alimentarias con contenido transgénico a comuni-
dades, obteniendo así una Resolución Administrativa del Ministerio de Salud donde se seña-
laran  los criterios y procedimientos utilizados por el gobierno de la República de Guatemala 
vía esta dependencia, para garantizar la inocuidad de las donaciones alimentarias, tal como 
lo señala el Código de Salud. 

En el presente caso, era competencia del Ministro de Salud Pública y Asistencia Social conocer y 
resolver el fondo de las peticiones contenidas en el proceso administrativo, puesto que está fijado 
por virtud de la ley del organismo ejecutivo, Decreto 119-96 del Congreso de la República, la 
cual en su artículo 39 señala que a dicho ministerio “le corresponde formular las políticas y hacer 
cumplir el régimen jurídico relativo a la salud preventiva y curativa y a las acciones de protección, 
promoción, recuperación y rehabilitación de la salud física y mental de los habitantes del país y a 
la preservación higiénica del medio ambiente”.

En una carta de respuesta del MSPAS15 se menciona su competencia en cuanto al ¨otorgamiento de 
licencias sanitarias y registros sanitarios, la inspección sanitaria a establecimientos de alimentos pro-

15	 Carta 30 de mayo 2011, enviada por la Lic. Ana Maria Pineda Pérez Esteban, coordinadora del area de Asesoría Jurídica del MSPAS. 
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cesados y la vigilancia de alimentos procesados en el mercado.¨ El Ministerio señala que ¨como tal, 
procede a elaborar criterios, acciones y medidas de acuerdo a denuncias que se presenten, con lo cual 
las dependencias internas del Ministerio actúan en base a las normas  y la legislación.¨

Anteriormente16 recibimos información variada de diferentes departamentos. 

Según la Lic. Maira Ruana, Coordinadora del Programa de Seguridad Alimentaria y Nutricional 
(PROSAN) “En relación con garantizar la inocuidad de los alimentos entregados en calidad de 
donación a la población guatemalteca, se deberá referir y solicitar lineamientos al Departamento 
de Regulación y Control de Alimentos del MSPAS. Análisis oficiales del Departamento de Regula-
ción y Control de Alimentos son realizados por el Laboratorio nacional de salud, de acuerdo con 
la normativa vigente.¨

La esencia de la respuesta del MSPAS a la petición fue que ¨el Acuerdo Ministerial número 386-
2006, traslada la responsabilidad de proteger la biodiversidad al Ministerio de Agricultura.¨

Pero, ni el MSPAS: ¨…El MSPAS no implementa mecanismos para detectar y determinar la pre-
sencia de organismos genéticamente modificados (OGM) en los alimentos donados. Según se 
informó, el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación (MAGA) es el encargado de 
realizar esta labor, según el artículo 66 del Reglamento para la Inocuidad de los Alimentos¨, ni 
el MAGA: ¨… El Vice-Ministerio de Seguridad Alimentaria y Nutricional (VISAN) declara que los 
alimentos que están elaborados con productos genéticamente modificados, corresponde su aná-
lisis, control y evaluación al Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.¨ controla la presencia 
de OGM´s en los alimentos que pasan bajo su responsabilidad17. 

Frente a estas respuestas y reacciones, hay evidencia sobre la ausencia de control. No hay pro-
cedimientos, mecanismos, criterios, acciones, actos y medidas adoptadas por el Ministerio de 
Salud Pública y Asistencia Social en cuanto a la inocuidad y contenido transgénico en donaciones 
alimentarias, se puede señalar un incumplimiento de sus obligaciones.

16	 Carta 19 de mayo de 2011, enviada por la Lic. Ana Maria Pineda Pérez Esteban, coordinadora del area de Asesoría Jurídica del MSPAS.
17	 PDH, Informe Verificación de Control de Productos Transgénicos, Guatemala, agosto 2011.

Fuente: Imagen de análisis Muestra Vitacereal Niñ@s recolectado el 4 de febrero 2011 (foto). Resultado positivo 
por dos tipos de transgénicos. 
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Inocuidad de los alimentos y protección al consumidor

Mientras que en materia de donaciones alimentarias hemos visto, que la obligación del Estado 
y más específicamente del Ministerio de Salud de garantizar la inocuidad de los alimentos, es 
absoluta18. 

El Derecho humano a la alimentación implica cumplimiento de las obligaciones, dentro de dichas 
obligaciones se encuentra la de adoptar medidas como por ejemplo: expedir normas, crear ins-
tituciones, adoptar políticas públicas y estrategias e impulsar procesos, para lograr el respeto, la 
protección y la garantía efectiva del derecho a la alimentación adecuada. 

La legislación a nivel mundial queda corta en proteger a consumidores, no porqué los ar-
gumentos científicos sean contundentes y claros, sino principalmente porqué es un tema 
complejo y el discurso está dominado por científicos bajo influencia de las empresas que 
tienen interés en fomentar el desarrollo de transgénicos bajo cualquier condición. Una 
prueba de esas estrategias de manipulación la encontramos en un documento interno 
de Monsanto clasificado de ¨confidencial¨, enviado a GeneWatch UK, que desgrana la 
actividad de la célula de la empresa llamada ¨Asuntos reglamentarios y desafíos científi-
cos¨. Este documento demuestra cómo Monsanto trata de manipular la reglamentación 
de los alimentos transgénicos en todo el mundo para favorecer sus intereses¨19. 

Conclusiones 
El Estado de Guatemala incumple con su obligación de respetar el derecho humano a la alimen-
tación de las comunidades al proporcionar ayuda alimentaria en primer lugar no inocua y por 
otro no pertinente.

No existen las necesarias garantías de la inocuidad en los alimentos que entrega en calidad de 
donación y ayuda alimentaria, además consumidores no han recibido la información adecuada 
sobre los ingredientes de los alimentos entregados, especialmente si contienen o no transgéni-
cos, los cuales no son culturalmente adecuados, con lo cual se ha violado el principio del consen-
timiento previo, libre e informado de las comunidades indígenas receptoras.

El Estado debe aplicar el principio de precaución, lo que implica que debe comprobarse la inocui-
dad del producto antes de ser distribuido en el marco de la asistencia alimentaria. 

La carga de prueba está en el Estado y las empresas, que deben demostrar la inocuidad del 
producto, no en los ciudadanos consumidores que no quieren recibir este tipo de alimentación. 

Recomendaciones
Prohibir la entrada y entrega de alimentos en calidad de donación y ayuda alimentaria en las 
comunidades rurales de Guatemala, cuando no se garantice su inocuidad así mismo crear los 
marcos, procedimientos legales y administrativos de sanción y penalización dirigido a personas 
y/o personas jurídicas que violenten este precepto.

18	 Véase Título III. Marco Jurídico de este documento. 
19	 http://www.ratical.org/co-globalize/MonsantoRpt.html 
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Crear procedimientos sanitarios que permitan controlar la presencia de transgénicos en todo tipo 
de alimentos que se producen en Guatemala o se importan desde otros países, respetando de tal 
manera el principio de precaución. 

Generar e implementar otros programas, planes, estrategias y acciones en la lucha contra la des-
nutrición y el hambre, como alternativa a la asistencia alimentaria que ha favorecido a empresas 
productoras de alimentos procesados y fortificados; esto implica abordar la problemática desde 
el enfoque de soberanía alimentaria, en donde se creen condiciones que faciliten la disposi-
ción, uso y aprovechamiento de elementos naturales (recursos naturales) y el acceso a recursos 
complementarios para la producción de alimentos, incluyendo el rescate de semillas y especies 
criollas y nativas, y que parta de la implementación de modelos alternativos para ello, a la par es 
necesario modificar el actual modelo de producción que se ha orientado hacia la exportación, 
por otro modelo que busque en primer lugar la producción local, el autoabastecimiento y el 
consumo interno.

Consumidores monitoreando! Debido a que no se controlan los alimentos y semillas que se dis-
tribuyen, se debe realizar un monitoreo continuo y evaluación genética de estos productos para 
evitar los efectos nocivos que provocan los OGM y el cruce genético de los mismos, este moni-
toreo debe realizarse anualmente hasta que el gobierno en turno este convencido de los daños 
severos que provocan los transgénicos.

Realizar estudios de laboratorio sobre todos aquellos productos industriales que sean ingresados 
al país, en forma de ayuda alimentaria, estos estudios deben ser analizados en laboratorios de 
buena procedencia.

Realizar el monitoreo de semillas que ingresen al país, con procedencia dudosa y que se le reali-
cen pruebas de OGM, y además, hacer un monitoreo en las fronteras para observar si los cultivos 
han sido contaminados con OGM a través del flujo del polen.

Promover el rescate, producción, conservación de semillas criollas y nativas a nivel nacional y 
cuyo enfoque sea el de Soberanía Alimentaria.

Sensibilizar, orientar e informar a diversas personas (campesinos, mujeres, hombres…) sobre los 
OGM, orientando sobre acciones que pueden realizarse cuando obtengan alimentos, productos 
y/o semillas de las que se dude sobre su contenido y no se garantice su inocuidad.
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Nutrición

Victoria Mogollón*

…Se alienta a los Estados a fomentar la participación de todas las partes interesadas, incluidas 
las comunidades y las administraciones locales, en la formulación, la aplicación, la gestión, el 

seguimiento y la evaluación de programas encaminados a incrementar la producción y el consumo 
de alimentos sanos y nutritivos, especialmente los que son ricos en micronutrientes. 

Se invita a los Estados a adoptar medidas paralelas en los sectores de la salud, la educación y la 
infraestructura sanitaria y a promover la colaboración intersectorial, de manera que la población 

pueda disponer de los servicios y los bienes necesarios para aprovechar al máximo el valor nutritivo 
de los alimentos que consume y lograr de esta manera el bienestar nutricional.

Se recuerda a los Estados los valores culturales de los hábitos dietéticos y alimentarios en las 
diferentes culturas; los Estados deberían establecer métodos para promover la inocuidad de los 

alimentos, una ingesta nutricional positiva, incluido un reparto justo de los alimentos en el seno de 
las comunidades y los hogares, con especial hincapié en las necesidades y los derechos de las niñas y 

los niños, de las mujeres embarazadas y de las madres lactantes, en todas las culturas1.

*	 Licenciada en Nútrición Especialista en Derecho a la Alimentación y Seguridad Alimentaria y Nutricional. Estudios de Maestría en 
Formulación y Evaluación de Proyectos de Desarrollo Social.
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Introducción

Según la Observación General 122 toda persona tiene el derecho fundamental de “ estar pro-
tegida contra el hambre” y la malnutrición y posiblemente deberán adoptarse medidas más 

inmediatas y urgentes para garantizarlo puesto que el derecho a una alimentación adecuada es 
de importancia fundamental para el disfrute de todos los derechos. Lo cual no tiene que ver con 
que los gobiernos en una posición patriarcal proporcionen los alimentos directamente a los ciu-
dadanos, pues es ya comprobado que las raíces del hambre y de la malnutrición mundial están en 
la pobreza que impide a casi mil millones de personas tener acceso económico a estos, aunque 
sean producidos y estén disponibles. 

Tomando en cuenta todos los factores queda claro que solamente los programas sociales no son 
capaces de mejorar el estado nutricional de la población, como tampoco lo serán los programas 
de salud, nutrición, producción y autogestión, por sí mismos. “El derecho a la alimentación 
adecuada no debe interpretarse, por consiguiente, en forma estrecha o restrictiva asi-
milándolo a un conjunto de calorías, proteínas y otros elementos nutritivos concretos”.

Desde el enfoque del Derecho Humano a la Alimentación Adecuada, la interrelación de todos los 
aspectos económicos, sociales, culturales y ambientales que la determinan deben ser tomados en 
cuenta en el establecimiento de las Políticas de Alimentación y Nutrición por parte de los Estados.

Además de la definición de una estrategia integral basada en los principios de los derechos hu-
manos, las formulación de programas y proyectos que lo operacionalicen deberán “identificar 
los recursos disponibles para cumplir los objetivos y la manera de aprovecharlos más 
eficaz en función de los costos”.

Todo con el fin último de que “todo hombre, mujer o niño, ya sea sólo o en común con 
otros, tiene acceso físico y económico, en todo momento, a la alimentación adecuada o 
a medios para obtenerla”. 

2	 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales. Observación General 12: El Derecho a una Alimentación Adecuada (Artículo 11 PIDESC). Orga-
nización de las Naciones Unidas. Ginebra. Mayo de 1999. Ver documento completo.
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I. Los indicadores de desnutrición
Actualmente en Guatemala no existen fuentes reconocidas que determinen el porcentaje de 
población desnutrida en general para ambos sexos y todos los grupos de edad. Los dos grandes 
documentos que surten de datos desagregados del estado nutricional son el Censo de Talla en 
Escolares y la Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil (ENSMI). 

El Censo de talla en Escolares permite conocer los porcentajes de población de seis a doce años 
de edad con retardo en el crecimiento o desnutrición crónica (baja talla para la edad), con la 
finalidad de proveer información que permita la toma de decisiones, selección de acciones y 
“mejoría del estado nutricional de la población guatemalteca”3. 

La ENSMI, como su nombre lo indica, presenta información de uno de los grupos priorizados con 
mayor vulnerabilidad social; además de temáticas educativas y reproductivas, expresa las cifras 
de desnutrición y malnutrición de la población menor de cinco años (ambos sexos) y de mujeres 
en edad reproductiva (embarazadas y no embarazadas).

Además de su importancia técnica e informativa, las cifras presentadas en la encuesta han sido 
base para la toma de decisiones en la asignación de recursos financieros nacionales, la planifica-
ción de acciones y la gestión de fondos del nivel internacional. Esta fuente de datos es también 
la base utilizada para dar seguimiento al objetivo de desarrollo del milenio No. 1: “Erradicar la 
pobreza extrema y el hambre”. Resultados a partir de los cuales se establecen líneas de acción a 
nivel nacional y global.

En la encuesta más reciente se introdujo una actualización en los patrones de referencia utiliza-
dos para evaluar el estado nutricional a nivel mundial, cambiando de patrones más “empíricos”4 
a datos obtenidos con una metodología prospectiva con controles asociados a una lactancia 
materna y condiciones ambientales apropiados5. 

Con este cambio fueron actualizados los porcentajes nacionales conocidos de desnutrición agu-
da, global y crónica de las últimas tres encuestas para acceder a datos comparables en el segui-
miento de la tendencia nacional de desnutrición de la población menor de cinco años. 

La tendencia muestra la disminución del porcentaje de población infantil en los tres indicadores 
graficados, aunque en cifras aún no cercanas a las esperadas según los parámetros nacionales e 
internacionales.

3	 MINEDUC/SESAN. Informe Final Tercer Censo de Talla. Ministerio de Educación (MINEDUC) / Secretaría de Seguridad Alimentaria y Nutricional de 
Guatemala (SESAN). Guatemala. 2008. Pág. 7. 

4	 Según la misma ENSMI 2008/2009.
5	 MSPAS. 2010. Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil (ENSMI-2008/2009). Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) / Instituto 

Nacional de Estadística (INE) / Centros de Control y Prevención de Enfermedades (CDC). Guatemala. 2010. Pág. 307 a 313.
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La Estrategia Nacional de Reducción de la Desnutrición Crónica (ENRDC)6 planteó para el año 
2012 la reducción de la desnutrición crónica en 10% (Equivalente a 44.3% de desnutrición cró-
nica) a nivel nacional, lo que requeriría un ritmo promedio de ±1.0% por año tomando como 
base la ENSMI 2002.

La prevalencia del indicador mencionado en el año 2002 era de 54.3%, según el parámetro, 
para el 2008 el retardo en talla debería encontrarse en un porcentaje no mayor al 48.3%. Como 
se observa en la Gráfica No 1 el valor real para el 2008 fue 1.5% mayor a lo esperado, si esta 
tendencia continuara para el año 2012, la prevalencia no sería menor al porcentaje máximo de-
seable de 46.8%.

En el periodo 1995-2008 el ritmo decreciente no ha sido mayor a 0.4% por año, por lo cual 
tampoco lograría alcanzarse la meta internacional de reducir a la mitad el porcentaje de personas 
que padecen hambre entre 1990 y el 2015, que en el caso de Guatemala debiera disminuir a por 
lo menos a 30% de desnutrición crónica o a un umbral de 39.3% para el 2012 según el Fondo 
de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF)7 – con base al valor de referencia del 2002 de 
49.3% -. 

La prevalencia de la desnutrición se refiere al número de casos de en un momento dado. El cono-
cimiento de esta información tiene relevancia para la determinación de dónde y cuándo existen 
los problemas y así poder detectar quiénes son los grupos de población más afectados con el 
objetivo de dar una respuesta8.

6	  Disponible en la web de la Secretaría de Seguridad Alimentaria y Nutricional (SESAN): www.sesan.gob.gt.
7	  ICEFI/UNICEF. Contamos: ¿Cuánto estamos invirtiendo en la niñez y adolescencia guatemalteca?. Serie de Documentos de Análisis. Boletín No. 3. 2011. 

Guatemala. Pág. 36. 
8	  MSPAS. Protocolos Nacionales de Vigilancia de Salud Pública. Centro Nacional de Epidemiología (CNE). Guatemala. 2007. Pág.308.

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENSMI 2008/2009.

Grafica No.1



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala142

Directriz 10

La prevalencia puede ser baja, media, alta y muy alta, lo que se relaciona directamente con el 
riesgo de esa población a situaciones de inseguridad alimentaria y nutricional en un periodo 
dado. 

En la Gráfica No. 1 se presentan datos de desnutrición crónica, aguda y global9. De forma clara 
se evidencia que de los tres indicadores el de menor prevalencia es la desnutrición aguda, que en 
los 13 años observados tuvo una reducción de 63% de su valor total (3.8%) decreciendo hasta 
1.4%. Este último valor corresponde al total de desnutrición aguda, del cual solamente el 0.5%10 
nacional se debe a desnutrición aguda severa. 

Según estos datos la prevalencia de la desnutrición aguda total y aguda severa en Guatemala 
es baja (menor al 5%), puesto que para considerarse alta y muy alta el porcentaje de población 
infantil con este problema sería de 10% y 15 % en adelante, respectivamente, a nivel nacional.

A partir de las encuestas oficiales realizadas y de los reportes de casos emitidos por el Ministerio 
de Salud, lo necesario sería en cuanto a la atención de la desnutrición aguda sería monitorear 
con mayor frecuencia y con especial atención los departamentos en donde la prevalencia de 
desnutrición aguda es mayor, puesto que en relación con la totalidad de su población infantil el 
porcentaje sí puede superar el 10% para esa área geográfica, lo cual requiere medidas inmedia-
tas para atención a esa población. Y de ser posible, se considera necesaria la toma de medidas 
preventivas en los sitios que ya han sido identificados con alto porcentaje de casos.

Otro punto de gran importancia para la Salud Pública es el hecho de que entre la población ur-
bana y rural las prevalencias también son muy diferenciadas y a pesar que hay disminución en los 
porcentajes generales, la tendencia que diferencia entre estas dos desagregaciones, es estable a 
través de los años. Lo cual hace pensar que a pesar que las intervenciones por lo general van di-
rigidas al área rural y/o a población indígena, esto no necesariamente llega a los “beneficiarios” 
o que estas medidas no son lo suficientemente efectivas y profundas para generar el cambio 
esperado.

9	  Conceptos de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), elaborados por PESA/FAO Guatemala (2005): a) 
DESNUTRICION AGUDA o EMACIACIÓN: resulta de la pérdida de peso asociada con periodos recientes de hambruna o enfermedad que se desarrolla 
muy rápidamente y es limitada en el tiempo. Estado nutricional actual de la persona. El índice para medir la desnutrición aguda es el peso para la 
altura. (Peso/Altura). b) DESNUTRICIÓN CRÓNICA: se debe a un deficiente consumo de proteína y energía de una manera continuada y sostenida en el 
tiempo. Asociado normalmente a situaciones de pobreza y relacionada con dificultades de aprendizaje y menor desempeño económico. El índice para 
medir la desnutrición crónica es la altura para la edad (Altura/Edad). Da información de la historia nutricional de la persona desde su nacimiento. c) 
DESNUTRICIÓN GLOBAL O INSUFICIENCIA PONDERAL: es un índice compuesto por los dos anteriores, y es el más adecuado para seguir la evolución 
nutricional de poblaciones de niños y niñas. Estado resultante de una insuficiente alimentación, un período reciente de deficiente en alimentos o una 
enfermedad grave. El índice para medir la desnutrición global es el peso para la edad (Peso/Edad). No diferencia si el problema de desnutrición es 
reciente (aguda) o viene de antes (crónica). 

10	  MSPAS. Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil (ENSMI-2008/2009). Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) / Instituto Nacional 
de Estadística (INE) / Centros de Control y Prevención de Enfermedades (CDC). Guatemala. 2010. Pág. 308.
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Tabla No.1 
Parámetros para evaluar la prevalencia de la desnutrición en el nivel poblacional

PREVALENCIA
INDICADOR DEL ESTADO NUTRICIONAL

Desnutrición Aguda (Peso para 
la talla)

Desnutrición Crónica
(Talla para la edad)

Desnutrición Global
(Peso para la edad)

Baja <5% <20% <10%

Media 5.0 – 9.9% 20.0 – 29.9% 10.0 – 19.9%

Alta 10.0 – 14.9% 30.0 – 39.9% 20.0 – 29.9%

Muy alta ≥15.0% ≥ 40% ≥ 30%

 Fuente: Elaboración propia con datos de la Organización Mundial de la Salud11

En el caso de la desnutrición global, el valor vigente actualmente de 13% corresponde a una 
prevalencia media para este indicador. 

Para la desnutrición crónica, todo valor que se encuentre por encima de 30% representa una 
prevalencia alta y de 40% muy alta. Cantidades muy por debajo de las cifras reales conocidas 
históricamente para la población infantil en Guatemala. 

Esta información revela que, contrario a lo que se ha repetido durante los últimos años por 
medios de comunicación y otros actores, no es la desnutrición aguda la problemática con ma-
yor impacto a nivel nacional. El problema mayor continúa siendo la prevalencia de desnutrición 
crónica que se mantiene aún muy cercano al 50% de la población infantil menor de cinco años. 
Esta población y sobre todo es la infancia indígena la que se encuentra permanentemente en una 
condición de alta prevalencia incrementando su vulnerabilidad a corto, mediano y largo plazo. 

II. La desnutrición golpea especialmente a la población rural e indígena12

Actualmente se considera que la población infantil guatemalteca tiene el tercer lugar mundial 
en cuanto a desnutrición crónica. Prácticamente, la mitad de la niñez tiene baja estatura para 
la edad, mientras que en cuanto a desnutrición aguda, este dato estaría en niveles bajo el 2%. 

La desnutrición aguda implica una situación en la que prácticamente se encuentra al borde de la 
muerte, además de fuertes impactos fisiológicos a los niños que la padecen, de carácter irreversible. 
Sin embargo, esta situación es aún mucho más grave para las poblaciones campesinas e indígenas, en 
tanto que se alcanzan cifras que prácticamente duplican a los grupos urbanos y no indígenas.

Desde el punto de vista del lugar de residencia se observa que la población rural mantiene una 
tasa de desnutrición crónica cercana al 60% de los niños menores de 5 años, contra un 34% de 
la población urbana. Analizado esto por procedencia étnica, se observa que dentro de la pobla-
ción indígena este dato aumenta al 65.9% contra un 36% de población no indígena.

11	 Organización Mundial de la Salud. El Estado Físico: Uso e Interpretación de la Antropometría. Serie de Informes Técnicos. 1995. Ginebra. Pág. 243-252. 
12	 Zepeda, Ricardo. El Observador: “Otra Oportunidad Perdida, la Política Alimentaria en Tiempos de Solidaridad”. Guatemala. 2011. Pág. 44-49. 
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En cuanto a la desnutrición aguda en el año 2010, se reportó 14,952 casos de los cuales el 63% 
se considera desnutrición aguda moderada, y el 37% se considera desnutrición aguda severa. 
Los departamentos más afectados son Chiquimula con un 2.64% de la niñez total, Jalapa con 
2.37%, y Zacapa con 2.38%.

Gráfica 3 
Guatemala: Estado de la desnutrición aguda por departamentos 

(Cifras de casos totales) 
Año 201013

Fuente: Elaboración propia con información del MSPAS. Centro Nacio-
nal de Epidemiología. Presentación Desnutrición Aguda Moderada y 
Severa. Sala situacional menores de 5 años. Guatemala, 2011.

13	  Zepeda, Ricardo. El Observador: “Otra Oportunidad Perdida, la Política Alimentaria en Tiempos de Solidaridad”. Guatemala. 2011. Pág. 44-49. 

Fuente: Elaboración propia con información de la Encuesta Nacional de 
Salud Materno Infantil 2008.

Gráfica 2  
Guatemala: Situación de la Desnutrición según área 

geográfica y grupos étnicos 
(En porcentajes)
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Si bien se reconoce que la atención a estos casos ha logrado importantes avances, es funda-
mental retomar acciones de carácter integral que provoquen que estos niños no recaigan nue-
vamente en el ciclo. Conocer los municipios con mayor número de casos de desnutrición aguda 
debe constituirse en una posibilidad para plantear una estrategia de sostenibilidad enfocada en 
lo sanitario, social y económico para estas familias.

En cuanto a la atención a los casos de desnutrición aguda en menores de 5 años, en el periodo 
de 2008-2010 el número de decesos pasó de 308 a 185, lo que implica que la tasa se redujo al 
pasar de 14.54 x 100 mil a 8.54 x 100 mil. Sobre esta información es importante destacar que 
los meses de mayores muertes fue mayo con 25, y septiembre con 23, mientras que los de menor 
incidencia fue febrero con 8.

En la coyuntura reciente se difundieron datos erróneos acerca de que al menos 6,575 personas 
fallecieron por hambre en el año 2011, de los cuales, 2 mil niños serían menores de 5 años14. 
Según reportes del Centro Nacional de Epidemiología del Ministerio de Salud y Asistencia Social 
(MSPAS), durante el año 2010 fallecieron 185 niños menores de 5 años, lo que implica una tasa 
de 8.54 por cada 10,000, y un avance importante en tanto que esta tasa bajo de 14.54 en 2008 
y 11.62 en 2009. Si bien se observa aún una fuerte prevalencia de casos de desnutrición, se ob-
servan algunos avances en su tratamiento. Sin embargo, en tanto que las condiciones sociales 
y económicas de las familias más afectadas no cambien, se genera un ciclo en el cual los niños 
regresen frecuentemente a los hospitales.

14	  Diario La Hora. “PDH: Estiman que 14 mil personas están en riesgo por Desnutrición”. 01/04/11.

Fuente: página oficial del Centro Nacional de Epidemiología: www.
epiemiologia.mspas.gob.gt. Según reporte acumulado de Semana Epide-
miológica número 52 del 2010, consultado al mes de Agosto del 2011.

Gráfica No.4
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II.1 ¿Coyuntura o Estructura?
Desde el punto de vista del sector salud, “el estado nutricional de la población infantil y 
materna requiere ser vigilado por riesgos de corto, mediano y largo plazo. Situaciones 
individuales o familiares como enfermedades severas o catástrofes, pueden provocar 
en el corto plazo desnutrición aguda, la cual ocurre como resultado de la baja ingesta 
de alimento o el incremento de las necesidades nutricionales debido a la enfermedad. 
En el nivel comunitario la desnutrición aguda puede ser el resultado de condiciones de 
inseguridad alimentaria de las familias, producida por pérdidas de cosecha o falta de 
empleo. A mediano o largo plazo, situaciones de inseguridad alimentaria, relacionadas 
con la pobreza, falta de educación o falta de acceso a los alimentos, conducen al incre-
mento de casos de desnutrición global y desnutrición crónica”15.

En los últimos tres años –presentando un escenario repetitivo desde el 2001-, cíclicamente se 
ha repetido la focalización de la atención en los brotes de casos de desnutrición aguda severa y 
moderada en ciertas poblaciones, a pesar que aún en esos momentos las prevalencias no han 
sido superiores al 10% considerado como un nivel alto que incrementa el riesgo de esa población 
(ver tabla No.1). 

A través de la intervención de actores relacionados a la Procuraduría de los Derechos Humanos 
(PDH), medios de comunicación y agencias de la Cooperación Internacional, se ha ubicado por 

15	 MSPAS. Protocolos Nacionales de Vigilancia de Salud Pública. Centro Nacional de Epidemiología (CNE). Guatemala. 2007. Pág.309.

Fuente: página oficial del Centro Nacional de Epidemiología: www.epie-
miologia.mspas.gob.gt. Según reporte acumulado de Semana Epidemio-
lógica número 52 del 2010, consultado al mes de Agosto del 2011.

Gráfica 5
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periodos de aproximadamente uno o dos meses, la atención sobre cierto número de casos de 
desnutrición aguda, especialmente en el departamento de Jalapa. Si bien es cierto que este 
departamento se encuentra entre los cinco con mayor número de casos de desnutrición aguda 
total, existen otros donde la proporción de la severidad es mayor como Alta Verapáz, San Marcos 
y Chiquimula (ver Gráfica No. 3). 

Lo reiterado en estas situaciones ha sido la presentación de alarmas a través de los medios de 
comunicación, cargadas de imágenes de población menor de cinco años en estado marasmático 
que son expuestas reiteradamente y a partir de las cuales se genera presión por parte de la po-
blación no organizada –especialmente del área urbana -, algunos sectores de la sociedad civil, y 
representantes de la Cooperación Internacional (CI). 

A partir de la coyuntura creada, el efecto inmediato es el apremio de la opinión pública por el 
inminente riesgo de muerte de las niñas y niños en esta condición. Como disposición inmediata 
se inicia la gestión de recursos financieros privados, públicos y externos para la compra y movili-
zación de alimentos para asistencia alimentaria. 

Como respuesta se proporciona la asistencia alimentaria que establece el Derecho Humano a la Ali-
mentación Adecuada como una medida humanitaria, pero no se toman las provisiones necesarias 
para no afectar negativamente a los productores y mercados locales, y tampoco se acompañan de 
acciones que faciliten el retorno a la autosuficiencia de las personas que reciben la ayuda. 

Por otro lado, la asistencia alimentaria debiera de organizarse hacia beneficiarios previstos, y no 
a la demanda inmediata en eventos de entrega, que en muchos casos produce que los alimentos 
nunca alcancen a llegar a las personas que realmente están en situación de perder la vida por la 
falta de alimentos (Ver Figura No.1 y 2).

Fuente: http://www.dca.gob.gt/es. Redacción Diario de Centroamérica: “Mitos y 
Realidades de la Desnutrición en Guatemala”. Guatemala. 18 de Julio del 2011.

Figura No. 1
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Una de las más negativas consecuencias de centrar la atención en este problema como único 
a nivel nacional, es que en cada uno de estos escenarios se provoca la movilización de recursos 
financieros nacionales e internacionales, así como la creación de estructuras necesarias para 
canalizar y operacionalizar objetivos de corto plazo, provocando que año con año se insista en 
intervenciones de tipo asistencial y no en decisiones de carácter estructural. 

En la “emergencia” del 2009 se logró toda una movilización de los recursos y de las acciones 
institucionales, las entidades de Estado adoptaron medidas que se consideran positivas como la 
notificación obligatoria de estos casos y la visibilización de ellos, así como las demás acciones a 
corto plazo demandadas por los promotores de la declaración de “Estado de Calamidad Pública” 
por hambruna para llevar a cabo por las entidades coordinadoras y ejecutoras del Estado.

Guatemala como Estado, siendo signatario del Pacto Internacional de Derechos Económicos So-
ciales y Culturales (PIDESC)16 asume el compromiso de asumir los principios de Derechos Huma-
nos17 en sus intervenciones, así como la obligación de respetar, proteger y realizar18 el Derecho a 
la Alimentación Adecuada de sus habitantes. 

Por lo tanto en los momentos en que se incremente porcentualmente la cantidad de desnutrición 
aguda en ciertas regiones del país, las instituciones de gobierno y sus funcionarios deben realizar 
este derecho humano o hacerlo efectivo directamente, es decir, asignar prioridad en la asistencia 
alimentaria a las poblaciones más vulnerables.

16	 Ver directriz No. 7.
17	 Los principios de Derechos Humanos: universalidad, indivisibilidad, interdependencia, igualdad y no discriminación, participación e inclusión, respon-

sabilidad y Estado de Derecho.
18	 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales. Observación General 12: El Derecho a una Alimentación Adecuada (Artículo 11 PIDESC). Orga-

nización de las Naciones Unidas. Ginebra. Mayo de 1999. Ver documento completo.

Fuente: www.prensalibre.com.gt, www.nuestrodiaro.com.gt

Figura No. 2
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Por lo general estas situaciones se presentan en periodos específicos de tiempo y en las regiones 
con mayor vulnerabilidad alimentaria y nutricional19. 

Como se ha mencionado en este texto, la generalidad ha sido que a partir de estos eventos se 
hacen a un lado estrategias, planes, programas y proyectos – con debilidades aún por resolver 
pero con visión estructurada en los objetivos del SINASAN – volcando toda la atención en la 
generación de medidas de corte asistencialista de plazo inmediato y provocan la desatención de 
las causas permanentes de la desnutrición, además de que las acciones de asistencia alimentaria 
no permanecen por un periodo de tiempo prudencial que permita la recuperación nutricional 
de las personas desnutridas, sino que, en la mayoría de casos se centran en entregas únicas de 
alimentos (Ver Figura No.2). 

Aún más grave en la generación de estas expectativa en las “alarmas nutricionales” es que lejos 
de lograr resolver la situación presente, crean todo un escenario que favorece la omisión de las 
obligaciones de respetar y proteger el Derecho a la Alimentación Adecuada de toda la población 
de la república.

Cuando se habla de “Respetar” y “Proteger” un estado NO debe adoptar medidas “que im-
pidan o dificulten el acceso a la alimentación adecuada y su disponibilidad, incluyendo 
medidas que impliquen discriminación” y debe “adoptar medidas para que empresas o 
personas particulares no priven u obstaculicen el acceso a la alimentación adecuada a 
otras personas” (Observación General 12). 

Esto evidentemente es contradictorio a lo acostumbrado por las autoridades guatemaltecas, en los 
momentos en que se “lanza” una “alarma nutricional” una de las primeras medidas es abrir las 
fronteras comerciales para incrementar las importaciones de granos básicos y otros alimentos de uso 
diario, sin realizar un análisis profundo y aún menos sin considerar la promoción de medidas apoyen 
y protejan al pequeño productor para incrementar la disponibilidad de alimentos en el territorio nacio-
nal que mejoren tanto la capacidad e inversión para la producción como las reservas para el autocon-
sumo, además de permitir la generación de ingresos para completar las necesidades alimentarias fa-
miliares así como las otras necesidades básicas de salud, educación, vivienda, transporte y recreación. 

Otro ejemplo claro es la incapacidad del Estado proteger a la población en el cumplimiento del 
pago del salario mínimo. Al continuar negociando los montos vigentes por debajo de la 20 Canas-
ta Básica Alimentaria (CBA) cuya brecha21 continúa estando por debajo de Q100.00 (Q2,224.80 
CBA a marzo 2011) en los casos que perciben salario en relación de dependencia y este es pagado 
según la norma oficial, sin tomar en cuenta el gran número de empresas y de empleadores del 
sector agrícola que no pagan los montos establecidos como salario mínimo, considerando que 
aún es la rama que más ocupados concentra22 (aproximadamente 35%) ni considerando el cre-
ciente número de personas que se integran a la informalidad como única alternativa para subsistir. 

19	 Ver directriz 13 del III Informe Alternativo
20	 Salario Mínimo vigente en el año 2011 Q2187.54 agrícola y no agrícola y Q2058 textiles incluyendo bonificaciones
21	 Ver Directriz 3 “Estrategias”.
22	 1.8 millones de personas según el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en el Informe Nacional de Desarrollo Humano 

2007/2008. Volumen I. Guatemala. Pág. 269.



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala150

Directriz 10

De ninguna forma se afirma que la desnutrición aguda no merezca atención y asignación de 
recursos, pero no es el problema de fondo en la problemática alimentaria y nutricional de Guate-
mala y como bien se menciona arriba, sus determinantes y soluciones son de corto plazo. 

La entrega de raciones únicas o periódicas de alimentos en los casos en que se incrementa el 
porcentaje de población con desnutrición aguda moderada y severa, no soluciona el problema 
y no representa ninguna posibilidad sostenible para el mejoramiento de las condiciones de las 
familias que se ven en situación de hambre. 

Por ejemplo, como se observa en la Gráfica No. 3 el departamento de Alta Verapáz está entre 
los cinco primeros con mayor número de casos de desnutrición aguda, y de estos el que pre-
senta mayor número de niños y niñas en desnutrición severa durante el 2011. En este mismo 
año se han producido en ese departamento la mayor cantidad y con mayor uso de violencia de 
desalojos forzosos de por lo menos 800 familias en el área conocida como “la ruta del Polochic” 
sin adoptar ninguna medida que asegure la disponibilidad y el acceso de alimentos, dado que la 
único medio para obtenerlos –las cosechas- y el ámbito en el cual los preparaban y consumían 
fueron arrasados en menos de 24 horas sin dejar ninguna alternativa para producir o adquirir los 
alimentos mínimos necesarios para la sobrevivencia diaria.

Mientras esta directa violación al Derecho Humano a la Alimentación Adecuada se da en Alta 
Verapáz, nuevamente en Abril del 2011 se realiza otra declaración de alarma provocando reac-
ciones repetidas a los años anteriores a raíz del informe presentado por la Procuraduría de los 
Derechos Humanos que contabilizaba erróneamente más de 14,000 casos en riesgo nutricio-
nal23. Evento que además de ignorar a estos grupos de población en claro e inmediato riesgo 
alimentario, truncó los planes existentes realizados con el objeto de estabilizar e institucionalizar 
acciones de prevención y atención de la desnutrición tanto aguda como crónica y delimitó la 
discusión a la declaratoria de “Emergencia Nutricional en Guatemala”.

Tal y como sucedió en el año 2001, 2007, 2008 y 2009, la atención y discusiones de la resolución 
de temáticas estructurales queda relegado para dar lugar a las acciones cortoplacistas sin visión 
estratégica de largo plazo; la falta de acceso a tierra, agua, certeza jurídica en la propiedad y 
uso de estos, capacidad para la compra de los insumos agrícolas necesarios, cumplimiento por el 
pago del salario mínimo, entre otras problemáticas quedan excluidas ante la magnitud de tales 
escenarios.

Por lo tanto, mientras se siga participando - sin cuestionar y sin demandar las soluciones pro-
fundas al problema- en el ciclo asilado de la -alarma-emergencia-asistencia- queda relegada la 
resolución de los obstáculos para asegurar el acceso a un trabajo digno, la Ley de Desarrollo 
Rural Integral, la institucionalización de los mecanismos de seguridad social para la población en 
pobreza y pobreza extrema, la calidad y universalidad de los servicios de educación y salud, la 
protección del consumidor, etc.

23	 Ver inicio de este capítulo
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III.	 Instituciones encargadas de promover la nutrición adecuada 
entre toda la población24

Regida por los principios de solidaridad, transparencia, soberanía alimentaria, tutelaridad, equi-
dad, integralidad, sostenibilidad, precaución, descentralización y participación ciudadana, se 
asume en Guatemala la Seguridad Alimentaria y Nutricional como una Política de Estado25 con 
enfoque integral, fundamentada en la Constitución Política de la República26, en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos27 y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; se decreta en el año 2005 la creación del “Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional” (SINASAN).

Enmarcado en la existente Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional el objetivo fun-
damental de este sistema es “establecer y mantener, en el contexto de la Política Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional”, un marco institucional estratégico de organización y 
coordinación para priorizar, jerarquizar, armonizar, diseñar y ejecutar acciones de SAN”…

Por lo tanto, actualmente todas las acciones que promuevan la Seguridad Alimentaria y Nutricio-
nal en el ámbito político, económico, cultural, operativo y financiero del país; tuteladas por un 
Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria Nutricional (CONASAN), compuesto por los repre-
sentantes de instituciones de gobierno28 relacionadas directa o indirectamente, con responsabi-
lidades según su ámbito de competencia (Ver Tabla No.2). 

Todas las instituciones que integran el SINASAN tienen una cobertura nacional como tal, pero 
los programas de atención de la desnutrición y SAN, especialmente los relacionados al MAGA 
se limitan a las priorizaciones hechas por los mapas de vulnerabilidad alimentaria y nutricional y 
dentro de ellos focalizan comunidades y familias para participar en los programas. 

En el caso de los Ministerios de Salud y Educación, su misma estructura permite asegurar la 
presencia a nivel nacional, pero al igual que todas las instituciones de gobierno, actualmente 
carecen de infraestructura adecuada, personal suficiente e insumos para el funcionamiento y 
atención que la demanda requiere. 

24	 SESAN. Decreto Número 32-2005: Ley del Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional. 2005. Guatemala. Ver documento completo. 
25	 SESAN. Política Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional. 2005. Guatemala. Pág.16-18.
26	 Artículo 94: Obligación del Estado, sobre salud y asistencia social. El Estado velará por la salud y la asistencia social de todos los habitantes. Desarro-

llará, a través de sus instituciones, acciones de prevención, promoción, recuperación, rehabilitación, coordinación y las complementarias pertinentes a 
fin de procurarles el más completo bienestar físico, mental y social.

	 Artículo 99: Alimentación y nutrición. El Estado velará porque la alimentación y nutrición de la población reúna los requisitos mínimos de salud. Las 
instituciones especializadas del Estado deberán coordinar sus acciones entre sí o con organismos internacionales dedicados a la salud, para lograr un 
sistema alimentario nacional efectivo.

27	 Artículo 25: Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios, tiene asimismo derecho a los seguros en caso de viudez, 
vejez, u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes a su voluntad. 

28	 El Vicepresidente de la República, quien lo preside; el Secretario de Seguridad Alimentaria y Nutricional, quien actuará como Secretario del Consejo; El 
Ministro de Agricultura, Ganadería y Alimentación; el Ministro de Economía; el Ministro de Salud Pública y Asistencia Social; el Ministro de Educación; 
el Ministro de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda; el Ministro de Ambiente y Recursos Naturales; el Ministro de Trabajo y Previsión Social; el 
Ministro de Finanzas Públicas; el Secretario de Coordinación Ejecutiva de la Presidencia; la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente; 
dos representantes del Sector Empresarial; cinco representantes de la Sociedad Civil. Respetando los principios de autonomía municipal y división de 
poderes, podrán ser miembros del CONASAN, si así lo consideran conveniente: el Presidente de la Asociación Nacional de Municipalidades -ANAM-; el 
Presidente de la Comisión de Seguridad Alimentaria y Nutricional del Congreso de la República. 
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Desde el año 2009 la priorización de acciones de atención de la desnutrición se ha centrado 
principalmente en el corredor seco que contempla los departamentos de: Jutiapa, Jalapa, Chi-
quimula, Zacapa, Santa Rosa y El Progreso. 

Tabla No. 2 
Corresponsabilidades de las Instituciones que integran el SINASAN 

en su ámbito de competencia

Corresponsabilidad Institución encargada Descripción

Utilización Biológica de 
los Alimentos

Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social (MSPAS), en 
coordinación con otras institucio-
nes del Estado

Impulsar las acciones que permitan a la po-
blación mantener las condiciones adecuadas 
de salud e higiene ambiental que favorezcan 
el máximo aprovechamiento de los nutrientes 
que contienen los alimentos que consume.

Tratamiento de la Des-
nutrición

Fortalecer y actualizar de forma continua los 
recursos humanos institucionales y de otras 
instancias sobre el diagnóstico, tratamiento, 
recuperación y rehabilitación del desnutrido.

Disponibilidad de Ali-
mentos

Ministerio de Agricultura, Gana-
dería y Alimentación (MAGA) , en 
coordinación con otras institucio-
nes del Estado

Impulsar las acciones que contribuyan a la 
disponibilidad alimentaria de la población, ya 
sea por producción local o vía importaciones, 
en forma oportuna, permanente e inocua

Acceso a los Alimentos MAGA, Ministerio de Economía 
(MINECO), Ministerio de Trabajo 
(MINTRAB), Ministerio de Comu-
nicaciones, Infraestructura y Vi-
vienda (MICIVI), en coordinación 
con otras instituciones del Estado

Impulsar las acciones tendientes a contribuir 
al acceso físico, económico y social a los ali-
mentos de la población de forma estable

Consumo de Alimentos MSPAS, MINEDUC, MINECO, en 
coordinación con otras institucio-
nes del Estado

Impulsar las acciones para desarrollar capa-
cidades en la población para decidir adecua-
damente sobre la selección, conservación, 
preparación y consumo de alimentos.

Información, monitoreo 
y evaluación de la SAN

SESAN con el apoyo de la coope-
ración internacional

Diseñar, montar y operar el sistema de infor-
mación y vigilancia de la SAN

Descentralización Consejos de Desarrollo Urbano 
y Rural en coordinación con la 
SESAN

En los ámbitos departamental, municipal y 
comunitario… conformarán comisiones espe-
cíficas de SAN para impulsar el cumplimiento 
de los objetivos de la Política SAN y del Plan 
Estratégico, con sus respectivos programas, 
proyectos y actividades

Fuente: Elaboración Propia con datos de la Ley del SINASAN. 
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Como se verá en el apartado relacionado a los Recursos Financieros (Directriz 12), sí existe asig-
nación presupuestaria para cada una de las instituciones mencionadas como responsables de 
alguna función en la concepción del SINASAN, que en el Decreto Ley 32-2005 establece como 
piso presupuestaria una asignación de medio punto porcentual (0.5%) del Presupuesto General 
de Ingresos y Egresos, específicamente para programas y proyectos de SAN en población en po-
breza y pobreza extrema. 

En otro segmento de este informe29 se presenta la sumatoria de lo que los diferentes programas 
y proyectos contemplan como actividades orientadas a la SAN, sobrepasan la asignación esta-
blecida. La reflexión natural haría pensar que en la disponibilidad de tales montos justificados 
con objetivos orientados a mejorar la situación nutricional de la población más vulnerable, seria 
la condición inicial para que las condiciones cambiaran. Entonces, si se cuenta con presupuesto 
asignado, podría pensarse que este ¿no es suficiente? O ¿ la priorización de acciones no es la 
pertinente?

Según el Instituto Centro Americano de Estudios Fiscales (ICEFI) y el Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia (UNICEF)30 entre los años 2009 y 2011 “la inversión directa en niñez 
y adolescencia pasó de Q9,330.0 millones, en 2009, a Q10,435.2 millones en 2011. No 
obstante, continúa representando aproximadamente el 3.2% del PIB31 . En términos del 
presupuesto general de la nación, este gasto representa cerca del 20.0% (Gráfica No. ).

De dichos presupuestos el mayor porcentaje fue destinado para educación (80.3%), protección 
social (12.0%) y vivienda y servicios comunitarios (4.7%) para los tres años; considerando que en 
el rubro de salud tiene una participación marginal puesto que dentro del presupuesto público no 
existe la suficiente desagregación para los programas de niñez y adolescencia. 

Para el MSPAS se identifica un avance en el 2011 en la destinación de recursos para control y 
prevención de la desnutrición que cuenta con un presupuesto vigente de Q23.7 millones, de los 
cuales Q22.0 millones son financiados por donaciones externas. La cobertura estimada con las 
acciones implementadas32 representa un 23% del gasto directo y Q18.00 anuales por cada niña 
o niño desnutrida/o (Gráfica No.6).

29	 Directriz 12
30	 ICEFI/UNICEF. Contamos: ¿Cuánto estamos invirtiendo en la niñez y adolescencia guatemalteca?. Serie de Documentos de Análisis. Boletín No. 3. 2011. 

Guatemala. Pág. 26, 35, 36, 37, 59, 60. 
31	 PIB: Producto Interno Bruto.
32	 Actividades para le prevención, reducción y control de la desnutrición: diagnóstico nutricional, asistencia alimentaria complementaria, control nu-

tricional, asesoría nutricional en talleres y personalizada, estimulación de la lactancia materna y visitas domiciliares para la detección de casos de 
desnutrición en la familia.
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Gráfica No. 6 
Distribución del GPNA según divisiones de la función social  

(Cifras en Porcentajes) 

Gráfica No.7 
Gasto Público en Salud  

(Cifras en millones de quetzales)

Con base al análisis realizado, el ICEFI y UNICEF estiman que para poder reducir entre 1.3 y 3.3 
% la desnutrición crónica anualmente, a partir de las metas trazadas en la ENRDC 2006-2016 es 
necesario que sobre la base ya existente, se dé un incremento a la inversión social - especialmen-
te en el sector salud – de hasta 1.8% del PIB.

Fuente: Icefi con base en el Sicoin



Monitoreo de las directrices voluntarias para el Derecho a la Alimentación 2011 155

Nutrición

Gráfica No. 8 
Costo de las Intervenciones

Fuente: ICEFI/UNICEF. Presentación “Protegiendo la Nueva Cosecha: Un análisis del costo 
para erradicar el hambre en Guatemala 2012-2021”. 2011. Guatemala. Diap. 22.

Este 1.8% de incremento en el PIB necesario para inversión social contrasta con el 11.4% del 
PIB (1.85 veces el gasto social ) al que equivalen 3,128 millones de dólares que estimó en el 
año 2004 el Programa Mundial de Alimentos (PMA) y la Comisión Económica para América 
Latina (CEPAL) como costo total que para esa fecha representaba la desnutrición en Guate-
mala para ese lapso. Dicha cifra se adjudicó principalmente a la pérdida de productividad de 
la población en edad de trabajar (15-64 años), atribuyéndole un 53% del costo a la menor 
escolaridad; 37% a la cantidad de personas que no llegaron a la vida productiva (dada la 
mayor probabilidad de muerte relacionada a desnutrición); 9% por la ocupación de los ser-
vicios de salud en atención a eventos extra relacionados (diarreas, infecciones respiratorias 
agudas, anemia) y la desnutrición misma (kwashiorkor, marasmo); y 0.5 % por los fracasos 
escolares, especialmente la repitencia. Para el período del 2004-2008 la cantidad total se 
estimó en 1,607 millones de dólares33. 

Durante la visita del seguimiento realizada por el actual Relator especial para el Derecho a la Ali-
mentación de las Naciones Unidas, Olivier De Schutter, afirmó que Guatemala es considerado un 
país rico que debe incrementar el gasto social de manera significativa dada la situación alimen-
taria de Guatemala y las condiciones que la causan. Por lo tanto recomienda que se promueva el 
desarrollo rural y los servicios agrícolas, y para que pueda financiar el acceso a la tierra para los 
trabajadores rurales que carecen de ella, se necesita presupuesto disponible. Sin embargo, y si 
bien Guatemala es un país rico, es también un Estado pobre e incluso débil. 

33	 Mogollón, Victoria. Misión Guatemala: Combatir el Hambre. Centro Internacional para Investigaciones en Derechos Humanos (CIIDH). 2008. Primera 
Edición. Guatemala. Pág. 14.
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Por otro lado señaló que para poder cumplir con las obligaciones hacia el pueblo guatemalteco 
la tributación debe incrementarse, puesto que continúa estando debajo del 12.5% estipulado 
en los Acuerdos de Paz de 1996, representando uno de los niveles más bajos de tributación de 
América Latina. 

El incumplimiento de esta obligación “constituye una violación de la obligación que tiene 
Guatemala de realizar de manera progresiva el derecho a la alimentación, tomando las 
medidas necesarias “aprovechando al máximo los recursos disponibles”, como lo exige 
el Artículo 2 inciso (1) del Pacto Internacional para los Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales. El Congreso de Guatemala, en calidad de órgano estatal, debe aceptar su 
responsabilidad en esta situación”34.

Según ICEFI/UNICEF “los actuales problemas de financiamiento del presupuesto público 
podrían afectar la ejecución de políticas y programas vinculados directamente con el 
bienestar de la niñez y adolescencia. La mayor parte de los préstamos que continúan sin 
aprobación en el Congreso de la República tiene como destino el apoyo presupuestario 
a programas de salud, educación, protección social y apoyo a grupos vulnerables”.

Para poder incrementar la inversión, existen brechas financieras a superar, especialmente en lo 
relacionado a la recaudación de impuestos puesto que según el mismo informe ICEFI/UNICEF 
informan que el 68.8% del techo presupuestario está compuesto por estos.Por lo anterior pro-
ponen la movilización de recursos, tomando en cuenta los principios de progresividad y equidad 
horizontal establecidos en el Pacto Fiscal, implementar las medidas que pueden ayudar a la 
redistribución del bienestar al ser progresivas (ISR), mientras otras pueden ser regresivas (IVA), 
mantener los impuestos a las importaciones y eliminar las exenciones - a pesar del rechazo de 
algunos sectores –, y sobre todo el fortalecimiento de la administración tributaria. 

Cuadro No.1 
Brecha financiera a cubrir y posibilidades de financiamiento*/ 

2012-2021 como porcentaje del PIB

Concepto 2012 2012 2013 2014-2015 2016-2017 2018-2019 2020-2021

Brecha a financiar 0.31 0.32 0.62 1.25 1.54 1.70

Reducción exenciones 0.00 0.40 0.50 0.60 0.80 0.80

Aumento de ISR (7%-9%) 0.00 0.20 0.20 0.30 0.60 0.60

Aumento del IVA (13-14%) 0.00 0.16 0.31 0.32 0.47 0.63

Fortalecimiento administrativo
 (antievasión y contrabando)

0.06 0.06 0.10 0.10 0.10 0.10

Impuesto a la telefonía celular 0.06 0.06 0.06 0.06 0.06 0.06

Fuente: ICEFI/UNICEF. Presentación “Protegiendo la Nueva Cosecha: Un análisis del costo para erradicar el hambre en 
Guatemala 2012-2021”. 2011. Guatemala. Diap. 25. 

34	 Organización de las Naciones Unidas. Conclusiones Preliminares del Relator Especial de las Naciones Unidas Sobre el Derecho a la Alimentación Misión 
a Guatemala. 2009. Ginebra-Guatemala. Ver documento completo. 
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Este análisis y propuesta ICEFI/UNICEF está enfocado ubicando el ámbito relacionado con la salud 
como uno de los ejes más importantes para lograr mejoras inmediatas e importantes en la lucha 
contra la desnutrición, a través de seis intervenciones básicas:

1.	 Un sistema de salud para garantizar la nutrición (micronutrientes, alimentación complemen-
taria, programa familiar y comunitario de salud, inmunizaciones, sistema de información).

2.	 Un espacio comunitario para la protección de los menores de 4 años a través de hogares 
comunitarios.

3.	 Un sistema escolar, para continuar la protección e igualar las oportunidades (aumento de la 
cobertura preprimaria, incorporen inmediata al sistema educativo de egresados de hogares 
comunitarios, fortalecimiento del programa de alimentación escolar, dotación universal de un 
tercio de la alimentación diaria necesaria, alfabetización).

4.	 Inversión en agua y saneamiento para prevenir enfermedades (aumento de la cobertura y 
supervisión de agua potable y desagües, programa de Desechos y excretas). 

5.	 Microcréditos para nuevas oportunidades de ingreso familiar.

6.	 Gestión, evaluación y seguimiento. 

Si bien estas medidas se consideran positivas y con capacidad de generación de cambio en los 
grupos de población participantes, a corto y mediano plazo, para mejorar la situación de salud 
y nutrición de la población más vulnerable, debe garantizarse la universalidad de los servicios. 

Como acciones necesarias y retomando las recomendaciones que hiciera el Relator Especial para 
el Derecho a la Alimentación35, también debe evaluarse la continuidad de los programas del 
Consejo de Cohesión Social, incorporándoles principios de derechos humanos como redes de se-
guridad social para atender grupos de población vulnerable en momentos específicos, no como 
medidas permanentes. 

Además de incrementar el gasto social, “debe promoverse el desarrollo rural y los servicios 
agrícolas, y para que pueda financiar el acceso a la tierra para los trabajadores rurales 
que carecen de ella”36. Esto incluye el control de los precios de los insumos agrícolas, el pago 
de precios justos a la producción, la resolución adecuada de los conflictos y la protección de las 
comunidades indígenas y campesinas cuyo único medio de sustento es la tierra.

La protección de los derechos laborales de todos los trabajadores, en cuanto a condiciones y 
remuneración dignas, así como el respeto al derecho de asociación. 

Para la comunidad internacional De Schutter recomienda que “debería aceptar que tiene la 
responsabilidad no sólo de apoyar los esfuerzos que realiza Guatemala en estos mo-
mentos para mejorar la seguridad alimentaria, sino también de promover una forma de 
desarrollo que sea más inclusiva y sostenible”. 

35	 Organización de las Naciones Unidas. Conclusiones preliminares del relator especial de las naciones unidas sobre el derecho a la alimentación: Misión 
a Guatemala, 3-5 septiembre de 2009. Ginebra-Guatemala. Ver documento completo.

36	 IBIDEM
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Conclusiones
Actualmente en Guatemala no existen fuentes reconocidas que determinen el porcentaje de 
población desnutrida en general para ambos sexos y todos los grupos de edad. Los dos grandes 
documentos que surten de datos desagregados del estado nutricional son el Censo de Talla en 
Escolares y la Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil (ENSMI). 

Según la ENSMI que presenta datos de desnutrición crónica, aguda y global37, el de menor preva-
lencia es la desnutrición aguda, considerada como es baja por ser menor al 5%, a nivel nacional.

Entre la población urbana y rural las prevalencias siguen siendo muy diferenciadas y a pesar que 
hay disminución en los porcentajes generales, la tendencia que diferencia entre estas dos desa-
gregaciones, es estable a través de los años. Lo cual hace pensar que a pesar que las intervencio-
nes por lo general van dirigidas al área rural y/o a población indígena, esto no necesariamente 
llega a los “beneficiarios” o que estas medidas no son lo suficientemente efectivas y profundas 
para generar el cambio esperado.

En el caso de la desnutrición global, el valor vigente actualmente de 13% corresponde a una 
prevalencia media para este indicador. 

Contrario a lo que se ha repetido durante los últimos años por medios de comunicación y otros 
actores, no es la desnutrición aguda la problemática con mayor impacto a nivel nacional. El pro-
blema mayor continúa siendo la prevalencia de desnutrición crónica que se mantiene aún muy 
cercano al 50% de la población infantil menor de cinco años. Esta población y sobre todo es la 
infancia indígena la que se encuentra permanentemente en una condición de alta prevalencia 
incrementando su vulnerabilidad a corto, mediano y largo plazo. Puesto que para la desnutrición 
crónica, todo valor que se encuentre por encima de 30% representa una prevalencia alta y de 
40% muy alta. Cantidades muy por debajo de las cifras reales conocidas históricamente para la 
población infantil en Guatemala.

En la coyuntura reciente se difundieron datos erróneos acerca de que al menos 6,575 personas 
fallecieron por hambre en el año 2011, de los cuales, 2 mil niños serían menores de 5 años38. 
Según reportes del Centro Nacional de Epidemiología del Ministerio de Salud y Asistencia Social 
(MSPAS), durante el año 2010 fallecieron 185 niños menores de 5 años, lo que implica una tasa 
de 8.54 por cada 10,000, y un avance importante en tanto que esta tasa bajo de 14.54 en 2008 
y 11.62 en 2009. Si bien se observa aún una fuerte prevalencia de casos de desnutrición, se ob-
servan algunos avances en su tratamiento. Sin embargo, en tanto que las condiciones sociales 

37	 Conceptos de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), elaborados por PESA/FAO Guatemala (2005): a) 
DESNUTRICION AGUDA o EMACIACIÓN: resulta de la pérdida de peso asociada con periodos recientes de hambruna o enfermedad que se desarrolla 
muy rápidamente y es limitada en el tiempo. Estado nutricional actual de la persona. El índice para medir la desnutrición aguda es el peso para la 
altura. (Peso/Altura). b) DESNUTRICIÓN CRÓNICA: se debe a un deficiente consumo de proteína y energía de una manera continuada y sostenida en el 
tiempo. Asociado normalmente a situaciones de pobreza y relacionada con dificultades de aprendizaje y menor desempeño económico. El índice para 
medir la desnutrición crónica es la altura para la edad (Altura/Edad). Da información de la historia nutricional de la persona desde su nacimiento. c) 
DESNUTRICIÓN GLOBAL O INSUFICIENCIA PONDERAL: es un índice compuesto por los dos anteriores, y es el más adecuado para seguir la evolución 
nutricional de poblaciones de niños y niñas. Estado resultante de una insuficiente alimentación, un período reciente de deficiente en alimentos o una 
enfermedad grave. El índice para medir la desnutrición global es el peso para la edad (Peso/Edad). No diferencia si el problema de desnutrición es 
reciente (aguda) o viene de antes (crónica). 

38	 Diario La Hora. “PDH: Estiman que 14 mil personas están en riesgo por Desnutrición”. 01/04/11.
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y económicas de las familias más afectadas no cambien, se genera un ciclo en el cual los niños 
regresen frecuentemente a los hospitales.

En los últimos tres años –presentando un escenario repetitivo desde el 2001-, cíclicamente se 
ha repetido la focalización de la atención en los brotes de casos de desnutrición aguda severa y 
moderada en ciertas poblaciones, a pesar que aún en esos momentos las prevalencias no han 
sido superiores al 10% considerado como un nivel alto que incrementa el riesgo de esa población 
generando como respuesta la asistencia alimentaria que sí se establece en el Derecho Humano 
a la Alimentación Adecuada como una medida humanitaria, pero no se toman las provisiones 
necesarias para no afectar negativamente a los productores y mercados locales, y tampoco se 
acompañan de acciones que faciliten el retorno a la autosuficiencia de las personas que reciben 
la ayuda. 

Una de las más negativas consecuencias de centrar la atención en este problema como único 
a nivel nacional, es que en cada uno de estos escenarios se provoca la movilización de recursos 
financieros nacionales e internacionales, así como la creación de estructuras necesarias para 
canalizar y operacionalizar objetivos de corto plazo, provocando que año con año se insista en 
intervenciones de tipo asistencial y no en decisiones de carácter estructural. 

Guatemala como Estado, siendo signatario del Pacto Internacional de Derechos Económicos So-
ciales y Culturales (PIDESC)39 asume el compromiso de asumir los principios de Derechos Huma-
nos40 en sus intervenciones, así como la obligación de respetar, proteger y realizar41 el Derecho a 
la Alimentación Adecuada de sus habitantes. Por lo tanto en los momentos en que se incremente 
porcentualmente la cantidad de desnutrición aguda en ciertas regiones del país, las instituciones 
de gobierno y sus funcionarios deben realizar este derecho humano o hacerlo efectivo directa-
mente, es decir, asignar prioridad en la asistencia alimentaria a las poblaciones más vulnerables. 

De ninguna forma se afirma que la desnutrición aguda no merezca atención y asignación de 
recursos, pero no es el problema de fondo en la problemática alimentaria y nutricional de Gua-
temala y como bien se menciona arriba, sus determinantes y soluciones son de corto plazo. La 
entrega de raciones únicas o periódicas de alimentos en los casos en que se incrementa el por-
centaje de población con desnutrición aguda moderada y severa, no soluciona el problema y no 
representa ninguna posibilidad sostenible para el mejoramiento de las condiciones de las familias 
que se ven en situación de hambre. 

Mientras se siga participando - sin cuestionar y sin demandar las soluciones profundas al pro-
blema- en el ciclo asilado de la -alarma-emergencia-asistencia- queda relegada la resolución de 
los obstáculos para asegurar el acceso a un trabajo digno, la Ley de Desarrollo Rural Integral, la 
institucionalización de los mecanismos de seguridad social para la población en pobreza y po-
breza extrema, la calidad y universalidad de los servicios de educación y salud, la protección del 
consumidor, etc.

39	 Ver directriz No. 7.
40	 Los principios de Derechos Humanos: universalidad, indivisibilidad, interdependencia, igualdad y no discriminación, participación e inclusión, respon-

sabilidad y Estado de Derecho.
41	 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales. Observación General 12: El Derecho a una Alimentación Adecuada (Artículo 11 PIDESC). Orga-

nización de las Naciones Unidas. Ginebra. Mayo de 1999. Ver documento completo.
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Según el Instituto Centro Americano de Estudios Fiscales (ICEFI) y el Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia (UNICEF)42 entre los años 2009 y 2011 “la inversión directa en niñez 
y adolescencia pasó de Q9,330.0 millones, en 2009, a Q10,435.2 millones en 2011. No 
obstante, continúa representando aproximadamente el 3.2% del PIB43 . En términos del 
presupuesto general de la nación, este gasto representa cerca del 20.0%.De dichos pre-
supuestos el mayor porcentaje fue destinado para educación (80.3%), protección social (12.0%) 
y vivienda y servicios comunitarios (4.7%) para los tres años; considerando que en el rubro de 
salud tiene una participación marginal puesto que dentro del presupuesto público no existe la 
suficiente desagregación para los programas de niñez y adolescencia. 

Para el MSPAS se identifica un avance en el 2011 en la destinación de recursos para control y 
prevención de la desnutrición que cuenta con un presupuesto vigente de Q23.7 millones, de los 
cuales Q22.0 millones son financiados por donaciones externas. La cobertura estimada con las 
acciones implementadas44 representa un 23% del gasto directo y Q18.00 anuales por cada niña 
o niño desnutrida/o.

Con base al análisis realizado, el ICEFI y UNICEF estiman que para poder reducir entre 1.3 y 3.3 
% la desnutrición crónica anualmente, a partir de las metas trazadas en la ENRDC 2006-2016 es 
necesario que sobre la base ya existente, se dé un incremento a la inversión social - especialmen-
te en el sector salud – de hasta 1.8% del PIB.

Según ICEFI/UNICEF “los actuales problemas de financiamiento del presupuesto público 
podrían afectar la ejecución de políticas y programas vinculados directamente con el 
bienestar de la niñez y adolescencia. La mayor parte de los préstamos que continúan sin 
aprobación en el Congreso de la República tiene como destino el apoyo presupuestario 
a programas de salud, educación, protección social y apoyo a grupos vulnerables”.

A partir de las encuestas oficiales realizadas y de los reportes de casos emitidos por el Ministerio 
de Salud, lo necesario sería en cuanto a la atención de la desnutrición aguda sería monitorear 
con mayor frecuencia y con especial atención los departamentos en donde la prevalencia de 
desnutrición aguda es mayor, puesto que en relación con la totalidad de su población infantil el 
porcentaje sí puede superar el 10% para esa área geográfica, lo cual requiere medidas inmedia-
tas para atención a esa población. Y de ser posible, se considera necesaria la toma de medidas 
preventivas en los sitios que ya han sido identificados con alto porcentaje de casos.

42	 ICEFI/UNICEF. Contamos: ¿Cuánto estamos invirtiendo en la niñez y adolescencia guatemalteca?. Serie de Documentos de Análisis. Boletín No. 3. 2011. 
Guatemala. Pág. 36, 37, 59, 60. 

43	 PIB: Producto Interno Bruto.
44	 Actividades para le prevención, reducción y control de la desnutrición: diagnóstico nutricional, asistencia alimentaria complementaria, control nu-

tricional, asesoría nutricional en talleres y personalizada, estimulación de la lactancia materna y visitas domiciliares para la detección de casos de 
desnutrición en la familia.
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Recomendaciones
Si bien se reconoce que los casos de desnutrición aguda ha logrado importantes avances, es fun-
damental retomar acciones de carácter integral que provoquen que estos niños no recaigan nue-
vamente en el ciclo. Conocer los municipios con mayor número de casos de desnutrición aguda 
debe constituirse en una posibilidad para plantear una estrategia de sostenibilidad enfocada en 
lo sanitario, social y económico para estas familias.

En los caos de alta prevalencia de desnutrición aguda moderada y severa, la asistencia alimenta-
ria debiera de organizarse hacia beneficiarios previstos, y no a la demanda inmediata en eventos 
de entrega, que en muchos casos produce que los alimentos nunca alcancen a llegar a las perso-
nas que realmente están en situación de perder la vida por la falta de alimentos. 

Durante la visita del seguimiento realizada por el actual Relator especial para el Derecho a la Ali-
mentación de las Naciones Unidas, Olivier De Schutter, afirmó que Guatemala es considerado un 
país rico que debe incrementar el gasto social de manera significativa dada la situación alimen-
taria de Guatemala y las condiciones que la causan. Por lo tanto recomienda que se promueva el 
desarrollo rural y los servicios agrícolas, y para que pueda financiar el acceso a la tierra para los 
trabajadores rurales que carecen de ella, se necesita presupuesto disponible. Sin embargo, y si 
bien Guatemala es un país rico, es también un Estado pobre e incluso débil. 

Por otro lado señaló que para poder cumplir con las obligaciones hacia el pueblo guatemalteco 
la tributación debe incrementarse, puesto que continúa estando debajo del 12.5% estipulado 
en los Acuerdos de Paz de 1996, representando uno de los niveles más bajos de tributación de 
América Latina. 

Para poder incrementar la inversión, existen brechas financieras a superar, especialmente en lo 
relacionado a la recaudación de impuestos, la movilización de recursos a través de lo propuesto 
en Pacto Fiscal, mantener los impuestos a las importaciones y eliminar las exenciones, y sobre 
todo el fortalecimiento de la administración tributaria. 

Además de las intervenciones identificadas en el ámbito relacionado con la salud como uno de 
los ejes más importantes para lograr mejoras inmediatas e importantes en la lucha contra la des-
nutrición, también debe evaluarse la continuidad de los programas del Consejo de Cohesión So-
cial, incorporándoles principios de derechos humanos como redes de seguridad social para aten-
der grupos de población vulnerable en momentos específicos, no como medidas permanentes. 

Además de incrementar el gasto social, “debe promoverse el desarrollo rural y los servicios 
agrícolas, y para que pueda financiar el acceso a la tierra para los trabajadores rurales 
que carecen de ella”45. Esto incluye el control de los precios de los insumos agrícolas, el pago 
de precios justos a la producción, la resolución adecuada de los conflictos y la protección de las 
comunidades indígenas y campesinas cuyo único medio de sustento es la tierra.

45	 IBIDEM



Informe alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala162

Directriz 10

También debe asegurarse la protección de los derechos laborales de todos los trabajadores, en 
cuanto a condiciones y remuneración dignas, así como el respeto al derecho de asociación. 

Para la comunidad internacional De Schutter recomienda que “debería aceptar que tiene la 
responsabilidad no sólo de apoyar los esfuerzos que realiza Guatemala en estos mo-
mentos para mejorar la seguridad alimentaria, sino también de promover una forma de 
desarrollo que sea más inclusiva y sostenible”. 



Directriz 12

Recursos Financieros Nacionales

Zully Morales*  
CONGCOOP

Se alienta a los entes regionales y locales a asignar recursos para la 
 lucha contra el Hambre y la seguridad alimentaria.

Se debería promover gastos y programas sociales básicos, especialmente los orientados 
a los segmentos pobres, y proteger estos programas de reducciones presupuestarias, 

además  
motivando calidad y eficacia de los gastos sociales.

Garantizar que la aplicación de las políticas alimentarias, especialmente las orien-
tadas a la población más desfavorecida, mantengan su desarrollo progresivo.

*	 Socióloga, Maestría en Investigación de Política y Sociedad. Especialista en Monitoreo de Presupuestos, con enfasis en agricultura y 
seguridad alimentaria
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Introducción

Durante los primeros seis meses del presente año la crisis alimentaria se ha agudizado en el 
país y esto ha tenido consecuencias severas y mayor impacto debido al alza en los alimentos, 

varios han sido los factores que han incidido, uno de ellos sigue siendo la poca asignación de 
recursos al Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación, MAGA, sobre todo a programas 
destinados a la producción de alimentos y hacer sostenible una cadena productiva de doble vía, 
(a mayor producción de alimentos, mayor empleo), otro factor que ha repercutido ha sido los 
cambios climáticos y sus repercusiones especialmente en los cultivos de pequeños y medianos 
productores y que no existen ningún tipo de subsidio o seguro agrícola que pueda disminuir las 
pérdidas ocasionadas.

El hambre, la desnutrición y la pobreza, tres componentes que cada vez más se han ido agudi-
zando en Guatemala y que está matando en silencio, es un problema estructural que el Gobierno 
como mayor responsable no ha podido mitigar y en lo rural no se generan suficientes oportuni-
dades de trabajo digno, no se generan las condiciones necesarias para minimizar los riesgo de 
escasez de alimentos en el país. Aunque la Política Nacional de Desarrollo Rural fue aprobada en 
el 2009 esta no cuenta con presupuesto para poder ejecutarse y aunque el Ministro de Agricultu-
ra ha manifestado que ya fue incorporada a los planes de trabajo esta no puede hacerse efectiva 
por la falta de presupuesto adecuado, por otra parte la Ley de Desarrollo Rural Integral no ha sido 
aprobada, continúa estancada en el Legislativo por lo que hace más difícil considerar que exista 
voluntad de cambio en el tema del fortalecimiento del agro en Guatemala. 

Aunque mucho se ha dicho a lo largo de estos años de fortalecer a las pequeñas economías 
campesinas, de incrementar y diversificar la producción de alimentos, de capacitar a los produc-
tores para generar las condiciones idóneas para la exportación, éstas no se cumplen. Por otra 
parte se han venido impulsando un conjunto de medidas de carácter asistencialista (entrega de 
transferencias monetarias condicionadas, cupones canjeables por fertilizantes químicos y bolsas 
de alimentos) que si bien se constituyen en acciones mínimas, por sí mismas no resuelven el pro-
blema cuyos orígenes es la desigualdad social que se manifiesta diariamente.
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I.  Antecedentes
En Guatemala existen normas presupuestales que dan prioridad a la inversión social y en especial 
a los recursos destinados a la realización del derecho a la alimentación, está normado en la Ley 
Orgánica del Presupuesto de Ingresos y Egresos de la Nación en el artículo siete; existe la norma 
que determina el porcentaje específico del presupuesto y que está fijado por la Ley del Sistema 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional -SINASAN- (Decreto Número 32-2005) según 
artículo 38, cuya asignación presupuestaria específica que es un medio porcentual de la recau-
dación del Impuesto al Valor Agregado -IVA- (0.5%), y que en éstos debería de incluirse el apoyo 
para el acceso a recursos productivos para los grupos más vulnerables de la población.

Aunque existen recursos presupuestados destinados al tema de Seguridad Alimentaria, éstas no 
son en su mayoría destinados a proyectos productivos dirigidos al rescate de especies locales y de 
complementos alimenticios, aunque muchas personas especialmente del área rural se encuen-
tran en condiciones de precariedad ya que la mayoría de los recursos son destinados en alimen-
tación vía bolsas de alimento fomentando el asistencialismo y no el incremento a la producción 
de alimentos en el país. 

De tal manera que, la Coordinación Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional -CONASAN-, 
solicita al Ministerio de Finanzas -MINFIN- la estimación de los recursos provenientes del IVA para 
que sean tomados en cuenta en el proceso de gestión y planificación presupuestaria, las institu-
ciones inmersas dentro del Plan Estratégico Nacional de Seguridad Alimentaria -PENSAN- son:

�	El Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación (MAGA), Sus actividades es-
tán dirigidas a garantizar la producción de granos básicos y su disponibilidad y coordinar 
actividades para generar proyectos productivos que sean autos sostenibles.

� Ministerio de Economía: Velar porque la población tenga acceso a la canasta básica 
alimentaria de calidad y a precio justo y promover la obtención de crédito para la micro, 
pequeña y mediana empresa.

� Ministerio de Educación: Promover la educación para el consumo sano de alimentos así 
como contribuir a la reducción de la desnutrición y desnutrición crónica al proporcionar 
refacción en los niveles preescolar y escolar de los municipios priorizados.

�	Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente (SOSEP): A través del Pro-
grama de Hogares Comunitarios y los Centros de Atención Integral, promover accio-
nes relacionadas con el acceso y el consumo higiénico de los alimentos de su población 
objetivo.

� Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS): Fortalece los servicios de 
atención y prevención de la salud ampliando sus servicios considerando, dentro sus pla-
nes, la Estrategia Nacional de Reducción de la Desnutrición Crónica.

�	Ministerio de Trabajo. Propicia las facilitaciones necesarias entre los proveedores de 
empleo y los candidatos así como capacitar a las personas en asuntos laborales.
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�	Fondo Nacional para la Paz (FONAPAZ): Contribuyen ejecutando proyectos de sanea-
miento y mejoramiento del medio ambiente los que impactarán positivamente en la salud 
de la población guatemalteca y especialmente en las poblaciones objetivo.

�	Instituto de Fomento Municipal (INFOM) y Fondo Nacional para la Paz.PRORU-
RAL. Sus proyectos están relacionados con la producción agropecuaria que permitirán 
contar con una disponibilidad permanente de alimentos para la sociedad guatemalteca y 
especialmente, en los municipios priorizados.

Otras dependencias que funcionan como apoyo y seguimiento tales como: 

�	Secretaría de Seguridad Alimentaria y Nutricional (SESAN): Participará en el fortale-
cimiento institucional para mejorar el monitoreo y evaluación del desarrollo de las activi-
dades focalizadas dentro del POA. 

�	Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia. Apoyará las acciones 
de coordinación, planificación y evaluación de los impactos de las acciones desarrolladas 
con relación a las Políticas Nacionales relacionadas con el Plan.

�	Ministerio de Finanzas Públicas. Priorizará en la asignación de recursos presupuestarios 
a las instituciones integrantes del CONASAN para apoyar el desarrollo de las actividades 
de dichas instituciones.

El acceso a la información en Guatemala se garantiza a través de la Ley de Acceso a la Informa-
ción Pública1, con vigencia a partir del 21 de abril 2009, la cual establece las normas y los proce-
dimientos para garantizar a toda persona al acceso a la información o actos de la administración 
pública.

Aunque todas las entidades públicas están obligadas a proporcionar la información, por ser ésta 
una ley relativamente nueva se encuentra con tropiezos debido a la falta de digitalización de la 
información y a la falta de cultura y voluntad política para dar la información.

1	 Decreto Número 57-2008 del Congreso de la República
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II.	 Proporción del Presupuesto Nacional destinado a la Seguridad 
Alimentaria

En Guatemala en Ley está reglamentado que se asigne el 0.5% del aporte del IVA al presupuesto 
y si bien es cierto en los últimos años se ha destinado mucho más al tema de seguridad alimen-
taria, también se puede decir que la inversión realizada no se visualiza y no ha sido bien invertida 
ya que en su mayoría no han sido destinados al fortalecimiento del incremento de la producción 
de alimentos en Guatemala sino más se ha diluido en el asistencialismo.

Fuente: Elaboración propia con datos del Ministerio de Finanzas

Gráfica 1 
Recaudación Tributaria Anual 

Años 2007 – 2011 
Expresado en miles de millones de quetzales

II.1 Plan Operativo de Seguridad Alimentaria y Nutricional (POASAN) 2011

Como se pude observar en el cuadro 3 son 17 instituciones del Estado quienes tienen atribucio-
nes y presupuesto destinado a ejecutar en función del tema de seguridad alimentaria y nutricio-
nal, coordinados por la SESAN, sin embargo la correlación de fuerzas no se evidencia debido a 
que cada institución ejecuta su propio plan de trabajo y son en pocas las actividades en las que 
coordinan.
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Cuadro 1 
Matriz de Objetivos con Proyección Presupuestaria 2011 
Plan Estratégico de Seguridad Alimentaria y Nutricional 

Expresado en miles de millones de quetzales.

Cuadro 2 
Resumen de programas destinados a Seguridad Ali-

mentaria distribuidos en diferentes instituciones 
Distribución de los recursos financieros

CONCEPTO MONTO Q.

Disponibilidad de Alimentos 409.881,654.00

Acceso a los Alimentos 1.079.079,402.00

Consumo de los Alimentos 994.608,665.00

Aprovechamiento Biológico de los alimentos 790.762,543.00

Coordinación institucional e interinstitucional 146.520,450.00

TOTAL 3.420,852,714.00

Fuente: Elaboración propia con datos de la SESAN
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Cuadro 3
Cantidades asignadas en POASAN y proyectadas 

En el PESAN para el año 2011

No.
NOMBRE DE LA  

INSTITUCION
CANTIDAD  
ASIGNADA

CANTIDADPRO-
YECTADA PESAN

DIFERENCIA

(+) (-)

1 Ministerio de Agricultura, Ga-
nadería y Alimentación 

189.279,072.00 193.650,000.00 4.370,928.00

2 Ministerio de Economía 93.061,942.00 138.740,000.00 45.678,058.00

3 Ministerio de Trabajo y Previ-
sión Social

501.440,000.00 285.300,000.00 216.140,000.00

4 Ministerio de Comunica-
ciones, Infraestructura y 
Vivienda

427.425,731.00 0.00 427.425,731.00

5 Ministerio de Educación 813.530,535.00 786.980,000.00 26.550,535.00

6 Secretaría de Obras Sociales 
de la Esposa del Presidente

147.665,199.00 68.820,000.00 78.845,199.00

7 Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social

302.458,982.00 570.250,000.00 267.791,018.00

8 Fondo Nacional para la Paz 135.745,165.00 57.160,000.00 78.585,165.00

9 Instituto de Fomento Muni-
cipal

350.301,125.00 97.390,000.00 252.911,125.00

10 PRORURAL 220.602,582.00 313.240,000.00 92.637,418.00

11 Secretaría de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional

111.098,871.00 27.130,000.00 83.968,871.00

12 Ministerio de Ambiente y 
Recursos Naturales

472,000.00 0.00 472,000.00

13 Instituto Nacional de Esta-
dística 

4.200,000.00 0.00 4.200,000.00

14 Instituto Nacional de Comer-
cialización Agrícola 

32.221,579.00 0.00 32.221,579.00

15 Secretaria de Bienestar 
Social de la Presidencia de la 
República 

32.940,931.00 0.00 32.940,931.00

16 Instituto de Ciencia y Tecno-
logía Agrícola 

11.500,000.00 0.00 0.00

17 Secretaría de Coordinación 
Ejecutiva de la Presidencia

0.00 0.00 0.00

TOTAL 3.420,852,714.00 2.538,660,000.00 1.234.261,136.00 410.477,422.00

Fuente: Elaboración propia con datos de la SESAN
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Contradictoriamente al discurso socialdemócrata, lejos de asumirse una estrategia para la recu-
peración de capacidades estatales, la administración del presidente Álvaro Colom mantiene e 
incluso profundiza algunas tendencias de limitación del gasto público al Gabinete Social, con la 
supuesta compensación de la entrada de políticas asistencialistas. Es decir, la aparición de nuevas 
modalidades de política social se basó en el debilitamiento de políticas ya establecidas, lo que 
implicó incluso el colapso de algunas acciones básicas. 

Cuadro 4 
Guatemala: Presupuestos vigentes de las principales actividades 

vinculadas al Derecho a la Alimentación 
Periodo de gobierno de la administración de Álvaro Colom  

Actualizado hasta junio 2011

Programa 2008 2009 2010 2011

Ministerio de Educación

Alimentación escolar Pre-primaria 94.99 86.25 58.97 96.37

Alimentación escolar Primaria 325.91 557.08 373.11 501.91

Fondo Social “Mi Familia Progresa” n/a 851.39 1212.89 1026.24

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social

Servicios de diagnóstico y vigilancia epidemiológica 17.46 26.91 28.4 28.81

Control y vigilancia de medicamentos y alimentos 0.15 0.2 0.08 0.02

Extensión de cobertura 220.37 260.62 271.38 184.62

Ministerio de Trabajo

Inspectoría General del Trabajo 5.89 6.01 5.75 15.74

Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación

Agricultura competitiva ampliada 327.58 144.33 153.25

Desarrollo agrícola y asistencia alimentaria 439.11 254.61 274.96

Aporte al Instituto de Ciencia y Tecnología Agrícola 13.34 12.53 8.49

Aporte a FONTIERRA 172.57 n/a n/a

Aporte a Registro de Información Catastral 71.57 12.08 21.46

Seguridad Alimentaria y nutricional 83.3

Desarrollo económico rural agropecuario 277.2

Sanidad agropecuaria e inocuidad de alimentos 41.5

Secretarías y otras dependencias

Secretaría de Asuntos Agrarios 15.6 16.17 15.39 16.1

Bolsas solidarias 3.71 27.4 13.83 103.7

Comedores solidarios 1.59 9.77 9.95 13.8

Promoción comunitaria y asistencia alimentaria 61.97 73.22 73.93 75.6

Creciendo Bien 3.26 14.56 0.02

Acciones de asistencia social y nutricional 8.09 0

Creciendo Mejor n/a n/a 9.23 12.3

Apoyo a la política agraria 3.87 6.58 7.47 4.5
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Entre los procesos de mayor relevancia vale la pena mencionar como hecho positivo que se 
mantengan algunos programas básicos para la población infantil, especialmente en el marco de 
los programas de alimentación del MINEDUC, que si bien tuvieron algunos tropiezos se lograron 
mantener. Por otra parte como vemos anteriormente el abordaje del MSPAS a la problemática de 
desnutrición aguda tuvo efectos positivos, especialmente a raíz del fortalecimiento de los pro-
tocolos de atención e incipientes procesos de alertas que podrían mejorarse. Sin embargo reto-
mando que hay fuentes de información cada vez más eficientes, da pauta para fortalecer algunas 
zonas geográficas importantes y en este caso los departamentos afectados por el Corredor Seco.

Por otra parte si bien la Inspectoría General del Trabajo mantuvo un presupuesto sumamente 
bajo durante los tres primeros años, es positivo que se mantenga el actual presupuesto en 2011 
y que además se fortalezca en las zonas rurales, donde prácticamente no hay presencia.

III. Ejecución presupuestaria MAGA 2011 
En esta directriz se hace mayor énfasis en el MAGA, debido a que es uno de los ministerios 
de mayor importancia, ya que en él se enfocan los programas destinados al desarrollo rural, 
incrementar la producción de alimentos y apoyo técnico, financiero y asistencia para incentivar 
– dinamizar a las pequeñas y medianas economías campesinas, sin embargo al paso de varios 
gobiernos y especialmente el actual (Presidente Álvaro Colom) se ha debilitado a la instituciona-
lidad de dicho ministerio, que por supuesto no permite garantizar ni siquiera la producción de 
subsistencia familiar del área rural por lo que se ven obligados/as a trabajar como jornaleros u 
otra actividad que no les genera ni el mínimo para subsistir.

Aunque mucho se ha dicho a lo largo de estos años de fortalecer a las pequeñas economías cam-
pesinas, de incrementar y diversificar la producción, de capacitar a los productores para generar 
las condiciones idóneas para la exportación, éstas no se cumplen.

Programa 2008 2009 2010 2011

Impulso y fomento de la PNDRI 1.2

Resolución de conflictos agrarios 20.19 96.84 15.06 13.7

Secretaría de Seguridad Alimentaria y Nutricional 18.5 21.26 30.68 9.5

Coordinación, planificación y comunicación de la Política 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional 97.6

Apoyo al mejoramiento del nivel de vida de las familias 
del área rural 210.6

Fondo Nacional de Desarrollo (PRORURAL) 139.4 425.5 237.23

Programa “Mi Familia Progresa” 122.03 159.44 0

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema de Contabilidad Integrado del Ministerio de Finanzas Públicas. Se 
asume el denominado “presupuesto vigente” en tanto que en el transcurso del año se realizan transferencias entre las 
dependencias. Reportes hasta junio de 2011. 
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El MAGA demuestra una ejecución casi de la mitad de su presupuesto vigente al cerrar el primer 
semestre, pero sin embargo, los programas que se debieron haber ejecutado, priorizando las 
necesidades sentidas de la población no se hicieron. (Ver gráfica 2)

En estos últimos años la ejecución de los diferentes programas del MAGA ha sido débil debido 
a la falta de compromiso y voluntad política de parte del Gobierno y entidades directamente re-
lacionados con el tema ya que el MAGA, aunque si bien es cierto es el único ministerio que fue 
concebido para dar acompañamiento, asesoría, capacitación y dotar de recursos a los pequeños 
y medianos productores/as, con el propósito de incentivar a las economías campesinas, este no 
responde debido al debilitamiento institucional que a lo largo de los años diferentes gobiernos 
han venido propiciando, lo que no le permite desarrollar sus programas y en donde la mayor 
parte del su presupuesto se invierte en funcionamiento (Q714.91 millones) y una mínima parte 
en inversión (Q285.08 millones).

III.1 Ejecución presupuestaria del MAGA enero a junio 2011

a.) Ejecución General

Durante el primer semestre del año, el presupuesto ha tenido un incremento significativo 
(pero no suficiente) ya que de Q631.40 millones asignados se elevó a Q838.60 millones y 
que al 30 de junio la ejecución fue de 44.95% (Q376.94 millones) del total vigente, esta eje-
cución se ve influenciada por la ejecución del 99.06% (Q96.06 millones devengados) del Pro-
grama de Reconstrucción originado por la Tormenta Ágatha y Erupción del Volcán de Pacaya, 
sin la ejecución de dicho programa la ejecución del semestre fuera de apenas el 37.62%.

Gráfica 2
Ministerio de Agricultura Ganadería y Alimentación

Ejecución Presupuestaria 
Expresado en millones de quetzales

Fuente: Elaboración propia con datos del SICOIN. Enero a junio 2011
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Como se presenta el cuadro general (cuadro 5) de ejecución del presupuesto del MAGA se pue-
den observar que en los Programas de Desarrollo Económico Rural Agropecuario y de Asistencia 
Financiera Rural, es en donde se encuentran la mayoría de los proyectos destinados a incremen-
tar la economía rural y con ello generar mejores condiciones en las poblaciones campesinas. 

Al profundizar en el análisis de la ejecución presupuestaria del semestre, se pudo identificar que 
algunos subprogramas importantes han sufrido reducciones, entre las que se destacan recortes 
a sub programas del Programa de Seguridad Alimentaría y Nutricional y al Programa Desarro-
llo Económico Rural y Agropecuario, resaltando que la ejecución final de semestre es relativa, 
aunque sin embargo, en los subprogramas en donde dicho ministerio realizó menor gasto fue 
en Desarrollo Económico Rural Agropecuario y Asistencia Financiera Rural, con la reducción en 
algunos sub programas (ver cuadro 5).

Cuadro 5 
Ministerio de Agricultura Ganadería y Alimentación 

Ejecución Presupuestaria por Programas 
Expresado en millones de quetzales 

Fuente: Elaboración propia con datos del SICOIN. Enero a junio 2011
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A pesar de que los precios mundiales de los alimentos siguen altos y volátiles, que se sitúan en 
37% más altos que en mayo 2010, además el alza constante de los precios de los granos básicos 
en el país, (ejemplo el precio promedio del maíz blanco es de Q250 por quintal). Además hay 
mencionar que el MAGA, ya reporta daños en los cultivos por las lluvias del presente año, los hay 
en el cultivo de papa, maíz, fríjol y tomate, con lo cual se agravará aún más la crisis existente. 

La respuesta a dicha situación es la magra ejecución del presupuesto del Maga, donde no es prio-
ridad la ejecución de los subprogramas dirigidos a la producción de granos básicos, apoyo de las 
economías campesinas, ni a la producción y almacenaje de alimentos, con lo cual se incrementa 
el riesgo alimentario.

Durante los últimos años la asignación presupuestaria dirigida al MAGA (Ver gráfica 3 y 4) viene 
de más a menos y en donde la asignación del % del PIB no corresponde a lo asignado, lo que 
nos permite visualizar que el interés no está en priorizar los beneficios que traería contar con un 
ministerio fortalecido sino todo lo contrario. 

Gráfica 3 
Presupuesto Asignado al 

MAGA años 2007 – 2011 y Proyectado 2012 
Expresado en Millones de Quetzales

Fuente: Elaboración Propia con datos del SICOIN Y MINFIN
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Conclusiones
Debido a la falta de implementación de Políticas Públicas efectivas en el tema de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional en el país, este se ve sumergido cada vez más en la pobreza y el abando-
no, aunque los recursos destinados al tema se ven incrementados y que el apoyo de instancias 
internacionales incrementan, éstas son destinadas para engrosar los programas asistencialistas, 
de tal manera que debilitan y desprotegen las capacidades productivas en el país y en donde la 
pertinencia cultural, la recuperación de los suelos, de semillas criollas y alimentos tradicionales 
están siendo relegados, el Gobierno es el mayor responsable que el país se convierta cada vez en 
importador de alimentos en lugar de incentivar la producción local.

Recomendaciones
�	Al Gobierno de Guatemala se le recomienda optimizar los recursos tanto nacionales como 

internacionales para eficientar todos los programas dirigidos a Seguridad Alimentaria y 
Nutricional y con ello contrarrestar los embates del cambio climático.

�	Que se le dé prioridad a la inversión social y en especial a los recursos destinados a la 
realización del derecho a la alimentación, según lo normado en la Ley Orgánica del Presu-
puesto de Ingresos y Egresos de la Nación tal como lo cita el artículo siete.

�	Que en la elaboración y aprobación del presupuesto de la nación se priorice y asigne un 
presupuesto adecuado destinado a los ministerios sobre todo de Agricultura, Salud y 
Educación ya que son los ministerios con mayores programas destinados a fomentar la 
producción de alimentos en el país, disminuir el hambre y la desnutrición y minimizar la 

Gráfica 4 
Asignación Presupuestaria del MAGA en relación conl % del PIB 

Año 2007 – 2011

Fuente: Elaboración propia con datos del Ministerio de Finanzas Públicas.
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pobreza; y no únicamente la focalización de la ejecución de programas asistencialistas, 
sino programas destinados para la universalización de acciones que avancen en función y 
beneficio de la mayoría de personas especialmente las más abandonadas que son las que 
se encuentran en el área rural.

�	Que el Gobierno le dé la importancia adecuada de lo que representa la asignación de 
un presupuesto significativo para la compra de tierra que beneficie a campesinos y cam-
pesinas, de lo contrario se continuaría induciendo a que la población encuentre en la 
migración a otros países (especialmente México y Estados Unidos) la única solución en la 
búsqueda de empleo para sobrevivir a los embates de la pobreza que se está incrementan-
do en nuestro país, más aún cuando grandes porciones de tierra aptas para cultivar están 
siendo copadas por los monocultivos (palma africana y caña de azúcar).



La presente edición Informe Alternativo del derecho a la alimentación en Guatemala 
se terminó de imprimir en los talleres de Magna Terra editores 
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Colectivo Social por el Derecho a la Alimentación

Sin producción de alimentos en el país, sin acceso a la tierra, ni programas que  
dinamicen políticas de desarrollo, el hambre y la muerte en niños, niñas y  

mujeres continuará incrementándose en el país.

Zully Morales


